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I. Introducción

1.  El régimen para el comercio de derechos 
de emisión de gases de efecto invernadero 
acordado por la Unión Europea en el año 2003 
constituye un elemento fundamental de la 
política europea en materia de cambio climá
tico.  2 Con este régimen se pretende, por un 
lado, alcanzar objetivos de política medioam
biental de las instituciones de la Unión Euro
pea, y, por otro, cumplir los compromisos que 
a partir de los años noventa han asumido la 
Unión Europea y sus Estados miembros en el 
marco de las Naciones Unidas, especialmente 
en el llamado Protocolo de Kioto.

2.  La Directiva 2008/101/CE  3 prevé que a 
partir del 1 de enero de 2012 también se in
cluirán las actividades de aviación en este ré
gimen comunitario de comercio de derechos 
de emisión.

2  — � En el Sexto Programa de Acción Comunitario en Materia de 
Medio Ambiente se establece, por ejemplo, «la elaboración 
de un marco comunitario para el desarrollo de un comercio 
de derechos de emisiones de CO2 efectivo con posibilidad 
de ampliación a otros gases de efecto invernadero» como 
«actuación prioritaria» de la Unión Europea en la lucha 
contra el cambio climático [artículo 5, apartado 2, inciso i), 
letra  b), de la Decisión no  1600/2002/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 22  de  julio de 2002, por la que 
se establece el Sexto Programa de Acción Comunitario en 
Materia de Medio Ambiente, DO  L  242, p.  1]; véase tam
bién la Comunicación de la Comisión de 9  de  febrero de 
2005 – Ganar la batalla contra el cambio climático mundial 
[COM(2005) 35 final], en cuya sección 7, punto 4, se declara 
que el «uso permanente de instrumentos flexibles y basados 
en el mercado», incluido el comercio de emisiones, debe ser 
un elemento integrante de la «futura estrategia de la Unión 
Europea en materia de cambio climático».

3  — � Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
19 de noviembre de 2008, por la que se modifica la Directiva 
2003/87/CE con el fin de incluir las actividades de aviación 
en el régimen comunitario de comercio de derechos de emi
sión de gases de efecto invernadero (DO 2009, L 8, p. 3).

3.  A ello se oponen varias compañías aéreas y 
asociaciones de transportistas aéreos estable
cidas en los Estados Unidos y en Canadá, que 
han impugnado ante la High Court of Justice 
of England and Wales las medidas de trans
posición de la Directiva 2008/101 adoptadas 
por el Reino Unido. A su juicio, la Unión 
Europea vulnera una serie de principios del 
Derecho internacional consuetudinario y 
varios acuerdos internacionales al incluir el 
transporte aéreo internacional –en particular 
las actividades aéreas transatlánticas– en su 
régimen de comercio de derechos de emisión.

4.  Se solicita ahora al Tribunal de Justicia que 
se pronuncie con carácter prejudicial sobre la 
validez de la Directiva 2008/101. Su sentencia 
podría revestir extraordinaria importancia no 
sólo para la futura configuración de la políti
ca europea en materia de cambio climático, 
sino también, en general, en la relación entre 
el Derecho de la Unión y el Derecho interna
cional. En particular, deberá dilucidarse si los 
justiciables pueden invocar ante los tribuna
les determinados acuerdos internacionales y 
principios del Derecho internacional consue
tudinario para impugnar un acto jurídico de 
la Unión Europea.
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II. Marco jurídico

A. Derecho internacional

5.  En la resolución de remisión se hace refe
rencia, por un lado, a determinados principios 
del Derecho internacional consuetudinario y, 
por otro, a diferentes acuerdos internaciona
les, en particular al Convenio de Chicago, el 
Protocolo de Kioto y el llamado Acuerdo de 
Cielos Abiertos, celebrados entre la Unión 
Europea y los Estados Unidos de América.

1. El Convenio de Chicago

6.  Si bien la Unión Europea no es Parte con
tratante del Convenio sobre Aviación Civil 
Internacional  4 (Convenio de Chicago), abier
to a la firma en Chicago el 7 de diciembre de 
1944, sí lo son los 27 Estados miembros de la 
Unión. En su capítulo I («Principios generales 
y aplicación del Convenio»), el Convenio de 
Chicago recoge en el artículo 1 una disposi
ción sobre la soberanía en el espacio aéreo:

4  — � Recueil des Traités des Nations Unies (RTNU), vol. 15, p. 295.

«Los Estados contratantes reconocen que 
todo Estado tiene soberanía plena y exclu
siva en el espacio aéreo situado sobre su 
territorio.»

7.  En el capítulo II del Convenio de Chicago 
(«Vuelo sobre territorio de Estados contra
tantes»), el artículo 11, bajo el título «Aplica
ción de las reglamentaciones aéreas», dispo
ne lo siguiente:

«A reserva de lo dispuesto en el presente 
Convenio, las Leyes y reglamentos de un Es
tado contratante relativos a la entrada y salida 
de su territorio de las aeronaves empleadas 
en la navegación aérea internacional o a la 
operación y navegación de dichas aeronaves, 
mientras se encuentren en su territorio, se 
aplicarán sin distinción de nacionalidad a las 
aeronaves de todos los Estados contratantes, 
y dichas aeronaves deberán cumplir tales Le
yes y reglamentos a la entrada, a la salida y 
mientras se encuentren dentro del territorio 
de ese Estado.»

8.  Sobre las «Reglas del aire», el artículo 12 
del Convenio de Chicago dispone además:

Cada Estado contratante se compromete a 
adoptar medidas que aseguren que todas las 
aeronaves que vuelen sobre su territorio o 
maniobren en él, así como todas las aerona
ves que lleven la marca de su nacionalidad, 
dondequiera que se encuentren, observen las 
reglas y reglamentos en vigor relativos a los 
vuelos y maniobras de las aeronaves en tal lu
gar. Cada Estado contratante se compromete 
a mantener sus propios reglamentos sobre 
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este particular conformes en todo lo posible, 
con los que oportunamente se establezcan en 
aplicación del presente Convenio. Sobre alta 
mar, las reglas en vigor serán las que se es
tablezcan de acuerdo con el presente Conve
nio. Cada Estado contratante se comprome
te a asegurar que se procederá contra todas 
las personas que infrinjan los reglamentos 
aplicables.»

9.  El artículo  15 del Convenio de Chicago 
regula los «Derechos aeroportuarios y otros 
similares»:

«Todo aeropuerto de un Estado contratante 
que esté abierto a sus aeronaves nacionales 
para fines de uso público estará igualmen
te abierto, en condiciones uniformes […] a 
las aeronaves de todos los demás Estados 
contratantes. […]

Los derechos que un Estado contratante im
ponga o permita que se impongan para el uso 
de tales aeropuertos o instalaciones y servi
cios para la navegación aérea por las aerona
ves de cualquier otro Estado contratante, no 
deberán ser más elevados:

a)	 respecto a las aeronaves que no se em
pleen en servicios aéreos internacionales 
regulares, que los derechos que pagarían 
sus aeronaves nacionales de la misma 
clase dedicadas a servicios similares;

b)	 respecto a las aeronaves que se empleen 
en servicios aéreos internacionales regu
lares, que los derechos que pagarían sus 
aeronaves nacionales dedicadas a servi
cios aéreos internacionales similares.

Todos estos derechos serán publicados y 
comunicados a la Organización de Avia
ción Civil Internacional [...]. Ningún Estado 
contratante impondrá derechos, impuestos 
u otros gravámenes por el mero derecho de 
tránsito, entrada o salida de su territorio de 
cualquier aeronave de un Estado contratante 
o de las personas o bienes que se encuentren 
a bordo.»

10.  En el capítulo IV del Convenio de Chica
go («Medidas para facilitar la navegación aé
rea»), el artículo 24, dedicado a los «derechos 
de aduana», tiene, en extracto, el siguiente 
tenor:

«a)	 Las aeronaves en vuelo hacia, desde o a 
través del territorio de otro Estado con
tratante, serán admitidas temporalmente 
libres de derechos, con sujeción a las re
glamentaciones de aduanas de tal Estado. 
El combustible [...] de a bordo que se lleve 
en una aeronave de un Estado contratan
te cuando llegue al territorio de otro Es
tado contratante y que se encuentre aún a 
bordo cuando ésta salga de dicho Estado, 
estará exento de derechos de aduana, de
rechos de inspección u otros derechos o 
impuestos similares, ya sean nacionales o 
locales. […]»
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11.  Mediante el Convenio de Chicago se 
constituyó la Organización de la Aviación 
Civil Internacional (OACI), que desde 1947 
goza del estatus de órgano especializado de 
las Naciones Unidas.  5 Los 27 Estados miem
bros de la Unión Europea pertenecen a dicha 
organización, mientras que la propia Unión 
Europea sólo tiene el estatus de observador 
en el seno de la OACI. La OACI puede elabo
rar normas jurídicamente vinculantes y emi
tir recomendaciones de política legislativa 
desprovistas de fuerza vinculante.

2. El Protocolo de Kioto

12.  El Protocolo de Kioto de la Convención 
Marco de las Naciones Unidas sobre el cam
bio climático (Protocolo de Kioto)  6 fue adop
tado el 11  de  diciembre de 1997 y entró en 
vigor el 16  de  febrero de 2005. Este Proto
colo ha sido ratificado tanto por los Estados 
miembros de la entonces Comunidad Euro
pea  7 como por los 27 Estados miembros de la 
actual Unión Europea.

13.  En el Protocolo de Kioto, las Partes 
contratantes en su condición de «países 

desarrollados»  8 se comprometen a limitar o 
reducir sus emisiones antropógenas de gases 
de efecto invernadero. Para la Unión Europea 
y sus Estados miembros ello implica el deber 
global de reducir en el período de compromi
so comprendido entre el año 2008 y el 2012 
sus emisiones de gases de efecto invernadero 
en un 8 % respecto al nivel de 1990.  9

5  — � Véase al respecto el Protocolo firmado en Nueva York el 
1 de octubre de 1947 (RTNU vol. 8, p. 315).

6  — � DO 2002, L 130, p. 4 (RTNU vol. 2303, p. 148).
7  — � Decisión del Consejo de 25  de  abril de 2002, relativa a la 

aprobación, en nombre de la Comunidad Europea, del Pro
tocolo de Kioto de la Convención Marco de las Naciones 
Unidas sobre el Cambio Climático y al cumplimiento con
junto de los compromisos contraídos con arreglo al mismo 
(DO L 130, p. 1).

14.  Según el artículo  2, apartado  1, letra  a), 
inciso  vii), del Protocolo de Kioto, entre las 
posibles medidas que las Partes contratan
tes de dicho Protocolo pueden adoptar para 
cumplir los respectivos deberes asumidos 
para limitar y reducir las emisiones se en
cuentran también las «medidas para limitar 
y/o reducir las emisiones de los gases de efec
to invernadero no controlados por el Proto
colo de Montreal en el sector del transporte».

15.  Además, el artículo  2, apartado  2, del 
Protocolo de Kioto dispone lo siguiente:

«Las Partes incluidas en el anexo I procura
rán limitar o reducir las emisiones de gases 
de efecto invernadero no controlados por 
el Protocolo de Montreal generadas por los 

8  — � Una lista de las Partes contratantes consideradas países desa
rrollados y de algunos de los Estados que están en proceso 
de transición a una economía de mercado se encuentra en 
el anexo  I de la Convención Marco de las Naciones Uni
das sobre el Cambio Climático [aprobado el 9 de  septiem
bre de 1992 en Nueva York; DO 1994, L  33, p.  13 (RTNU 
vol. 1771, p. 107)]; entre los mismos se encuentran, en par
ticular, la entonces Comunidad Europea y todos sus Estados 
miembros.

9  — � Artículo 3, apartado 1, del Protocolo de Kioto, en relación 
con los anexos I B y II.
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combustibles del transporte aéreo y marítimo 
internacional trabajando por conducto de la 
Organización de Aviación Civil Internacional 
y la Organización Marítima Internacional, 
respectivamente.»

3. El Acuerdo de Cielos Abiertos entre la UE 
y los EE.UU.

16.  El Acuerdo de transporte aéreo entre la 
Comunidad Europea y sus Estados miem
bros, por una parte, y los Estados Unidos de 
América, por otra,  10 («Acuerdo de Cielos 
Abiertos») fue firmado en abril de 2007 y mo
dificado en varios de sus puntos mediante un 
Protocolo de 24 de junio de 2010 («Protocolo 
de Modificación de 2010»).  11 En su versión 
inicial, el Acuerdo de Cielos Abiertos se apli
có de forma provisional desde el 30 de marzo 
de 2008,  12 y en la versión dada por el Proto
colo de Modificación de 2010 se aplica, con 

carácter provisional, desde el 24  de  junio 
de 2010.  13

10  — � DO 2007, L 134, p. 4.
11  — � Protocolo por el que se modifica el Acuerdo de transporte 

aéreo entre los Estados Unidos de América y la Comuni
dad Europea y sus Estados miembros, firmado el 25 y el 
30 de abril de 2007, firmado en Luxemburgo el 24 de junio 
de 2010 (DO L 223, p. 3).

12  — � Artículo 25, no 1, del Acuerdo de Cielos Abiertos, en rela
ción con el artículo  1, apartado  3, del Acuerdo de Cielos 
Abiertos, en relación con el artículo  1, apartado  3, de la 
Decisión 2007/339/CE del Consejo y de los Representan
tes de los Gobiernos de los Estados miembros de la Unión 
Europea, reunidos en el seno del Consejo, de 25  de  abril 
de 2007, relativa a la firma y la aplicación provisional del 
Acuerdo de transporte aéreo entre la Comunidad Europea y 
sus Estados miembros, por una parte, y los Estados Unidos 
de América, por otra (DO L 134, p. 1).

17.  En el artículo  2 del Acuerdo de Cielos 
Abiertos se recoge el principio de «igualdad 
de oportunidades y equidad» en los siguien
tes términos:

«Cada una de las Partes proporcionará un 
contexto equitativo de igualdad de oportu
nidades a las líneas aéreas de ambas Partes 
para la competencia en la prestación de los 
servicios de transporte aéreo regidos por el 
presente Acuerdo.»

18.  Bajo el título «Concesión de derechos», 
el artículo 3 del Acuerdo de Cielos Abiertos, 
más concretamente el apartado 4 de dicho ar
tículo, dispone lo siguiente:

«Las Partes permitirán a cualquier línea aérea 
establecer la frecuencia y capacidad de trans
porte aéreo internacional que quiera ofrecer, 
sobre la base de consideraciones comerciales 
de mercado. Por consiguiente, ninguna de las 
Partes limitará unilateralmente el volumen 
de tráfico, la frecuencia o periodicidad del 

13  — � Artículo  9, apartado  1, del Protocolo de Modificación de 
2010, en relación con el artículo 1, apartado 3, de la Deci
sión 2010/465/UE del Consejo y de los Representantes de 
los Gobiernos de los Estados miembros de la Unión Euro
pea, reunidos en el seno del Consejo, de 24 de junio de 2010, 
sobre la firma y la aplicación provisional del Protocolo por 
el que se modifica el Acuerdo de transporte aéreo entre los 
Estados Unidos de América, por una parte, y la Comunidad 
Europea y sus Estados miembros, por otra (DO L 223, p. 1).
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servicio, ni el tipo o tipos de aeronave ope-
rados por las líneas aéreas de la otra Parte, ni 
obligará a la cumplimentación de horarios, 
programas de vuelos chárter o planes operati-
vos a las líneas aéreas de la otra Parte, excepto 
si lo exigen razones de tipo aduanero, técnico, 
operativo o medioambiental (de conformidad 
con el artículo 15) en el marco de condicio-
nes uniformes con arreglo al artículo 15 del 
Convenio.»

19.  Respecto a la «Aplicación de la normati
va», el artículo 7 del Acuerdo de Cielos Abier
tos contiene la siguiente regulación:

«1.  Las leyes y reglamentaciones de una Par
te relativas a la entrada en su territorio o sa
lida del mismo de aeronaves dedicadas a la 
navegación aérea internacional, así como a la 
operación y navegación de dichas aeronaves 
en el interior del territorio de esa Parte, se 
aplicarán a las aeronaves utilizadas por las lí
neas aéreas de la otra Parte, las cuales cumpli
rán dichas leyes y reglamentaciones cuando 
entren en el territorio de una Parte o salgan 
del mismo, y mientras permanezcan en él.

2.  Al entrar o salir del territorio de una Parte, 
y mientras permanezcan en él, los pasajeros, 
tripulación y carga de las líneas aéreas de la 
otra Parte estarán sujetos a las leyes y regla
mentaciones vigentes en dicho territorio en 
materia de entrada y salida (incluida la nor
mativa sobre entrada, despacho, inmigración, 

pasaportes, aduana y cuarentena y, en el caso 
del correo, la reglamentación postal).»

20.  Bajo el epígrafe «Derechos y gastos de 
aduana», el artículo 11 del Acuerdo de Cielos 
Abiertos recoge la siguiente disposición:

«1.  Al llegar al territorio de una Parte, las 
aeronaves operadas en transporte aéreo in
ternacional por líneas aéreas de la otra Parte, 
[…]quedarán exentos, en condiciones de re
ciprocidad, de toda limitación a la importa
ción, impuestos sobre la propiedad y el capi
tal, derechos de aduana, impuestos especiales 
y gravámenes o tasas similares que: a)  sean 
aplicados por las autoridades nacionales o la 
Comunidad Europea, y b) no graven la pres
tación de servicios, a condición de que dichos 
equipos y suministros permanezcan a bordo 
de la aeronave.

2.  Asimismo quedarán exentos de los im
puestos, derechos, gravámenes y tasas a que 
se refiere el apartado 1 del presente artículo, a 
excepción de los que graven servicios presta
dos, y en condiciones de reciprocidad:

[…]

c)	 el combustible, lubricantes y suministros 
técnicos consumibles introducidos en el 
territorio de una Parte o entregados y 
embarcados en dicho territorio para ser 
usados en aeronaves de una línea aérea de 
la otra Parte dedicada al transporte aéreo 
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internacional, aun cuando dichos sumi
nistros se vayan a utilizar en un segmento 
del viaje que sobrevuele el territorio de la 
Parte en la que fueron embarcados,[…]»

21.  En el artículo  15 del Acuerdo de Cielos 
Abiertos se encuentra una disposición titula
da «Medio ambiente», que –en la versión del 
Protocolo de Modificación de 2010– tiene, en 
extracto, el siguiente tenor:  14

«1.  Las Partes reconocen la importancia de la 
protección del medio ambiente en el desarro
llo y la aplicación de la política internacional 
de aviación, ponderando cuidadosamente los 
costes y beneficios de las medidas de protec
ción del medio ambiente al desarrollar esta 
política, y, en su caso, impulsando conjun
tamente soluciones mundiales eficaces. En 
consecuencia, las Partes se proponen trabajar 
conjuntamente para limitar o reducir, dentro 
de lo razonable desde el punto de vista econó
mico, el impacto de la aviación internacional 
en el medio ambiente.

14  — � El tenor del artículo 15, apartado 3, del Acuerdo de Cielos 
Abiertos, al que se refiere expresamente el órgano jurisdic
cional remitente en sus cuestiones, no ha sido modificado 
en relación con la versión original de dicho Acuerdo. La 
ligera divergencia en la versión alemana del artículo  15, 
apartado 3, primera frase, del Acuerdo de Cielos Abiertos 
(la expresión «Umweltschutznormen» se ha sustituido 
por la expresión «Umweltschutzstandars») no se refleja 
en otras versiones lingüísticas; en la versión inglesa se 
sigue hablando de «aviation environmental standards» 
y en la versión francesa de «normes sur la protection de 
l’environnement».

2.  Cuando una Parte considere la adopción 
de medidas ambientales propuestas a nivel 
local, nacional o de zona, deberá evaluar los 
posibles efectos negativos en el ejercicio de 
los derechos contemplados en el presente 
Acuerdo y, en caso de tomarlas, deberá adop
tar las iniciativas adecuadas para mitigar di
chos efectos negativos. Cuando una Parte lo 
solicite, la otra le entregará una descripción 
de tales iniciativas de evaluación y mitigación.

3.  Cuando se establezcan medidas ambienta
les se observarán las normas aprobadas por 
la Organización de Aviación Civil Interna
cional en los anexos al Convenio [de Chica
go], excepto si se han notificado diferencias. 
Las Partes aplicarán cualesquiera medidas 
ambientales que afecten a los servicios aé
reos amparados por el presente Acuerdo, de 
conformidad con el artículo 2 y el artículo 3, 
apartado 4, del presente Acuerdo.

4.  Las Partes reafirman el compromiso de los 
Estados miembros y los Estados Unidos para 
aplicar el principio del enfoque equilibrado.

[…]

7.  Si las Partes lo solicitan, el Comité Mix
to, con la asistencia de expertos, trabajará 
para preparar recomendaciones que traten 
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problemas de posible solapamiento de me
didas sobre emisiones de la aviación basadas 
en el mercado y aplicadas por las Partes, así 
como de concordancia entre ellas, con objeto 
de evitar duplicaciones de medidas y costes, y 
de reducir, en la medida de lo posible, la car
ga administrativa de las compañías aéreas. La 
aplicación de tales recomendaciones estará 
sujeta a la aprobación o la ratificación inter
nas que exijan las Partes.

8.  Si una Parte entiende que un asunto rela
cionado con la protección del medio ambien
te contra las emisiones de la aviación, inclui
das las nuevas medidas propuestas, podría ir 
en detrimento de la aplicación o ejecución del 
presente Acuerdo, podrá solicitar una reu
nión del Comité Mixto, según lo dispuesto 
en el artículo  18, para que este considere la 
cuestión y elabore respuestas adecuadas a las 
preocupaciones juzgadas legitimas.»

B. Derecho de la Unión

22.  El régimen para el comercio de derechos 
de emisión de gases de efecto invernadero vi
gente en la Unión Europea (Régimen comu
nitario de comercio de derechos de emisión) 
tiene como finalidad limitar y reducir la emi
sión de gases de efecto invernadero a través 
de instrumentos basados en el mercado. Este 
régimen, a veces designado con la expresión 

inglesa «cap and trade», fue implantado me
diante la Directiva 2003/87/CE  15 y rige en 
todo el Espacio Económico Europeo (EEE).  16

23.  Tal como se desprende de su quinto con
siderando, un objetivo de la Directiva 2003/87 
es cumplir con los siguientes compromisos 
asumidos en virtud del Protocolo de Kioto:

«La Comunidad y sus Estados miembros 
han acordado cumplir conjuntamente sus 
compromisos de reducir las emisiones an
tropogénicas de gases de efecto invernadero 
contemplados en el Protocolo de Kioto de 
conformidad con la Decisión 2002/358/CE. 
La presente Directiva pretende contribuir a 
que se cumplan en mayor medida los com
promisos de la Comunidad Europea y sus 
Estados miembros, mediante un mercado 
europeo de derechos de emisión de gases de 
efecto invernadero eficaz y con el menor per
juicio posible para el desarrollo económico y 
la situación del empleo.»

24.  En un primer momento, las emisiones de 
gases de efecto invernadero procedentes del 
sector de la aviación no estaban contempla
das en el régimen comunitario de comercio de 
derechos de emisión. Sin embargo, en el año 

15  — � Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
13 de octubre de 2003, por la que se establece un régimen 
para el comercio de derechos de emisión de gases de efecto 
invernadero en la Comunidad y por la que se modifica la 
Directiva 96/61/CE del Consejo (DO L 275, p. 32).

16  — � La extensión a todo el EEE se efectuó mediante la Decisión 
del Comité Mixto del EEE no 146/2007, de 26 de octubre de 
2007, por la que se modifica el anexo XX (Medio Ambiente) 
del Acuerdo EEE (DO 2008, L 100, p. 92) y, en lo que atañe 
a las actividades de aviación, mediante la Decisión del 
Comité Mixto del EEE no  6/2011, de 1  de  abril de 2011, 
por la que se modifica el anexo XX (Medio Ambiente) del 
Acuerdo EEE (DO L 93, p. 35).
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2008 el legislador de la Unión decidió incluir 
la navegación aérea en dicho régimen, concre-
tamente a partir del 1 de enero de 2012. Por lo 
tanto, todas las compañías aéreas –también  
las de terceros Estados– deberán adquirir y 
entregar por primera vez para el año 2012 de-
rechos de emisión por sus vuelos con origen 
o destino en aeródromos situados en la Unión 
Europea. Para ello, la Directiva 2003/87 
fue modificada y completada mediante la 
Directiva 2008/101.  17

25.  La Directiva modificada contiene un nue
vo capítulo II titulado «Aviación», compuesto 
por los artículos 3 bis a 3 octies. El ámbito de 
aplicación de este capítulo se define en el ar
tículo 3 bis como sigue:

«Las disposiciones del presente capítulo se 
aplicarán a la asignación y expedición de de
rechos de emisión con respecto a las activi
dades de aviación enumeradas en el anexo I.»

Según las definiciones recogidas en el anexo I 
de la Directiva modificada, se entenderá por 
actividades de aviación en el sentido de la Di
rectiva los «vuelos con origen o destino en un 
aeródromo situado en el territorio de un Es
tado miembro al que se aplica el Tratado».  18

17  — � En lo sucesivo, la Directiva 2003/87, en la versión de la 
Directiva 2008/101, se citará también como «Directiva 
modificada».

18  — � En el anexo I se excluye del régimen comunitario de comer
cio de derechos de emisión un reducido número de aspec
tos de la navegación aérea, como, por ejemplo, los vuelos 
militares efectuados por aeronaves militares.

En el anexo IV, parte B, de la Directiva modii
cada se establece asimismo que las emisiones 
procedentes de las actividades de aviación se 
calcularán utilizando la fórmula «consumo de 
combustible × factor de emisión». Además, 
de dicho anexo se desprende que el volumen 
de actividades de aviación de los operadores 
de aeronaves se determinará aplicando la fór
mula «toneladas-kilómetro = distancia × car
ga útil», entendiendo por distancia la distan
cia ortodrómica entre el aeródromo de origen 
y el aeródromo de destino, más un factor fijo 
adicional de 95 km.

26.  Respecto a la «cantidad total de derechos 
de emisión para el sector de la aviación», el 
artículo  3  quater de la Directiva modificada 
dispone lo siguiente:

«1.  Para el período comprendido entre el 
1  de  enero de 2012 y el 31  de  diciembre de 
2012, la cantidad total de derechos de emi
sión que se asignará a los operadores de aero
naves corresponderá al 97 % de la suma de las 
emisiones históricas del sector de la aviación.

2.  Para el tercer período […] que comienza el 
1 de enero de 2013 y, siempre que no haya en
miendas […], para cada período subsiguiente, 
la cantidad total de derechos de emisión que 
se asignará a los operadores de aeronaves co
rresponderá al 95 % de las emisiones históri
cas del sector de la aviación multiplicado por 
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el número de años del período en cuestión.
[…]»  19

27.  Bajo el título «Método de asignación 
mediante subasta de los derechos de emi
sión para el sector de la aviación», el ar
tículo 3 quinquies de la Directiva modificada 
contiene la siguiente disposición:

«1.  En el período mencionado en el aparta
do 1 del artículo 3 quater, se subastará el 15 % 
de los derechos de emisión.

2.  A partir del 1 de enero de 2013, se subas
tará el 15 % de los derechos de emisión. Este 
porcentaje podrá aumentarse, siendo esta po
sibilidad una parte de la revisión general de la 
presente Directiva.

[…]

4)  Corresponderá a los Estados miembros 
determinar el uso que deba hacerse de los in
gresos procedentes de la subasta de derechos 
de emisión. Dichos ingresos deberían uti
lizarse con el fin de luchar contra el cambio 
climático en la Unión Europea y en terceros 
países, […].[…]»

28.  En el capítulo IV de la Directiva modii
cada («Disposiciones aplicables a la aviación 
y a las instalaciones fijas»), el artículo  12, 
apartado 2 bis, prevé lo siguiente respecto a 

la transmisión, entrega y cancelación de dere
chos de emisión:

19  — � Según el artículo 3, letra s), de la Directiva modificada, las 
emisiones históricas del sector de la aviación se calculan 
partiendo de la media aritmética de las emisiones anuales 
procedentes de las aeronaves en los años naturales 2004, 
2005 y  2006. Dichas emisiones históricas del sector de la 
aviación se fijaron recientemente en la Decisión 2011/149/
UE de la Comisión, de 7 de marzo de 2011 (DO L 61, p. 42).

«Los Estados miembros responsables de 
la gestión velarán por que, a más tardar el 
30  de  abril de cada año, cada operador de 
aeronaves entregue un número de derechos 
de emisión equivalente a las emisiones to
tales del año natural anterior, verificadas de 
conformidad con el artículo  15, proceden
tes de las actividades de aviación enume
radas en el anexo  I de las que es operador. 
Los Estados miembros velarán por que los 
derechos de emisión entregados de confor
midad con el presente apartado se cancelen 
posteriormente.»

29.  De acuerdo con el artículo 16 de la Direc
tiva modificada, los Estados miembros debe
rán aplicar de manera efectiva el régimen pre
visto para el comercio de derechos de emisión 
de gases de efecto invernadero y prever san
ciones eficaces, proporcionadas y disuasorias 
para los casos de incumplimiento. Dichas 
sanciones podrán llevar a la prohibición de 
explotación que, en su caso, decidirá la Comi
sión previa solicitud de un Estado miembro. 
Los nombres de los operadores de aeronaves 
que infrinjan las obligaciones impuestas por 
el régimen de comercio de derechos de emi
sión deberán ser publicados.

30.  Bajo el título «Medidas de terceros países 
para reducir el impacto en el cambio climáti
co de la aviación», el artículo 25 bis de la Di
rectiva modificada dispone:



I  -  13779

AIR TRANSPORT ASSOCIATION OF AMERICA Y OTROS

«1.  Cuando un tercer país adopte medidas 
para reducir el impacto en el cambio climá
tico de los vuelos procedentes de dicho país 
que aterrizan en la Comunidad, la Comisión, 
previa consulta al tercer país y a los Estados 
miembros […], evaluará las opciones dispo
nibles con el fin de prever una interacción 
óptima entre el régimen comunitario y las 
medidas de dicho país. En caso necesario, la 
Comisión podrá adoptar modificaciones para 
establecer la exclusión de los vuelos proce
dentes del tercer país en cuestión de las acti
vidades de aviación enumeradas en el anexo I, 
o para establecer cualquier otra modificación 
de las actividades de aviación enumeradas en 
el anexo I […].[…]

2.  La Comunidad y sus Estados miembros 
seguirán tratando de que se alcance un acuer
do sobre medidas globales para reducir las 
emisiones de gases de efecto invernadero 
procedentes de la aviación. A la luz de dicho 
acuerdo, la Comisión estudiará la necesidad 
de introducir modificaciones en la presente 
Directiva en lo que respecta a los operadores 
de aeronaves.»

31.  En aras de la exhaustividad, hay que hacer 
referencia a la exposición de motivos de la Di
rectiva 2008/101, cuyos considerandos octa
vo, noveno, décimo, undécimo y décimo sép
timo contienen las siguientes declaraciones:

«(8)	El Protocolo de Kioto […], requiere que 
los países desarrollados procuren limi
tar o reducir las emisiones de gases de 

efecto invernadero no controlados por 
el Protocolo de Montreal, generadas por 
los combustibles del transporte aéreo, 
trabajando a través de la Organización de 
Aviación Civil Internacional (OACI).

(9)	 Aunque la Comunidad no es Parte con
tratante en el […] (Convenio de Chicago), 
sí lo son todos los Estados miembros, que 
también son miembros de la OACI. Los 
Estados miembros siguen apoyando con 
otros Estados de la OACI la labor de de
sarrollo de medidas, incluyendo instru
mentos de mercado, para hacer frente 
al impacto de la aviación en el cambio 
climático. En la sexta reunión del Comité 
de la OACI sobre la Protección del Me
dio Ambiente y la Aviación, celebrada en 
2004, se acordó que la idea de un régi
men de comercio de emisiones especíi
co para la aviación, basado en un nuevo 
instrumento jurídico bajo auspicios de la 
OACI, no parecía suficientemente atrac
tiva y por lo tanto debía abandonarse. Por 
consiguiente, en su Resolución A35-5, la 
35a  Asamblea de la OACI, celebrada en 
septiembre de 2004, no propuso un nue
vo instrumento jurídico, sino que res
paldó el comercio abierto de derechos 
de emisión y la posibilidad de que los 
Estados incorporasen las emisiones de 
la aviación internacional a sus regímenes 
de comercio de derechos de emisión. El 
apéndice L de la Resolución A36-22 de la 
36a  Asamblea de la OACI, celebrada en 
septiembre de 2007, insta a los Estados 
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contratantes a no aplicar un sistema co
mercial de emisiones a los operadores de 
aeronaves de otros Estados contratantes 
excepto sobre la base de un acuerdo mu
tuo entre estos Estados. Recordando que 
el Convenio de Chicago reconoce expre
samente el derecho de cada Parte contra
tante a aplicar de forma no discriminato
ria sus propias leyes y reglamentos a las 
aeronaves de todos los Estados, los Esta
dos miembros de la Comunidad Europea 
y otros 15 Estados europeos formularon 
una reserva a esta Resolución y, en virtud 
del Convenio de Chicago, se reservaron 
el derecho a establecer y a aplicar medi
das basadas en el mercado de forma no 
discriminatoria a todos los operadores de 
aeronaves de todos los Estados que pres
tasen servicios con destino u origen en su 
territorio o dentro de éste.

(10)	Con arreglo al Sexto Programa de Ac
ción Comunitario en Materia de Medio 
Ambiente, establecido mediante la De
cisión no  1600/2002/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo […], la Comuni
dad debía identificar y aplicar medidas 
específicas para reducir las emisiones de 
gases de efecto invernadero procedentes 
de la aviación, en caso de que la OACI 
no acordara tales medidas a más tardar 
en 2002. En sus conclusiones de octubre 

de 2002, diciembre de 2003 y octubre de 
2004, el Consejo instó en repetidas oca
siones a la Comisión a proponer medidas 
para reducir el impacto del transporte aé
reo internacional en el clima.

(11)	Las políticas y medidas deben aplicarse, 
tanto a nivel de los Estados miembros 
como de la Comunidad, a todos los sec
tores de la economía comunitaria, con 
el fin de generar las reducciones sustan
ciales necesarias. Si el impacto del sector 
aeronáutico en el cambio climático con
tinúa creciendo al ritmo actual, neutrali
zará en gran medida las reducciones con
seguidas en otros sectores para luchar 
contra el cambio climático.

[…]

17	 La Comunidad y sus Estados miembros 
deben seguir tratando de que se alcance 
un acuerdo sobre medidas globales para 
reducir las emisiones de gases de efecto 
invernadero procedentes del sector de la 
aviación. El régimen comunitario puede 
servir de modelo para la utilización del 
comercio de emisiones a escala mundial. 
La Comunidad y sus Estados miembros 
deben seguir manteniendo contactos 
con terceras partes durante la aplicación 
de la presente Directiva y alentar a los 
terceros países a que adopten medidas 
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equivalentes. Si un tercer país adopta 
medidas que tengan como mínimo el 
mismo efecto medioambiental que el de 
la presente Directiva para reducir el im
pacto climático de los vuelos con destino 
en la Comunidad, la Comisión debe con
siderar las opciones disponibles para la 
interacción óptima entre el régimen co
munitario y las medidas del tercer país, 
tras consultar con el país en cuestión. Los 
regímenes de comercio de emisiones en 
fase de desarrollo en terceros países están 
empezando a proporcionar la interacción 
óptima con el régimen comunitario en 
relación con la inclusión del sector de la 
aviación. Los acuerdos bilaterales sobre 
la vinculación del sistema comunitario a 
otros regímenes de comercio con vistas a 
constituir un régimen común o la toma 
en consideración de medidas equivalen
tes para evitar la doble regulación po
drían suponer un paso hacia el acuerdo 
global. En los casos en que se suscriban 
tales acuerdos bilaterales, la Comisión 
podrá modificar los tipos de actividades 
aéreas incluidas en el régimen comuni
tario, incluidos los ajustes oportunos de 
la cantidad total de derechos de emisión 
que se han de expedir a los operadores de 
aeronaves.»

C. Derecho nacional

32.  La normativa del Derecho del Reino Uni
do relevante está recogida en las Aviation 
Greenhouse Gas Emissions Trading Scheme 

Regulations 2009  20 (Regulations de 2009), 
que contienen parte de las medidas internas 
de transposición de la Directiva 2008/101.  21

III. Procedimiento principal

33.  Ante la High Court of Justice of England 
and Wales (Queen’s Bench Division, Admi
nistrative Court), el órgano jurisdiccional re
mitente, está pendiente una demanda contra 
las Regulations de 2009.

34.  Dicha demanda fue presentada el 
16  de  diciembre de 2009 por cuatro entida
des demandantes establecidas en los Estados 
Unidos de América. Se trata de la asociación 
The Air Transport Association of America 
(ATAA), y las compañías aéreas American 
Airlines (AA), Continental Airlines (Conti
nental) y United Air Lines (UAL). ATAA es 
una asociación comercial y de servicios de las 
líneas aéreas de los Estados Unidos, que no 
persigue un fin lucrativo. AA, Continental y 
UAL son tres compañías aéreas domiciliadas 
en Estados Unidos que vuelan por todo el 
mundo, incluyendo vuelos con destinos en la 
Unión Europea. El Estado miembro respon
sable de la gestión competente en relación 
con dichas entidades a efectos del régimen 

20  — � SI 2009/2301.
21  — � Otras medidas nacionales de transposición se encuentran 

en las Aviation Greenhouse Gas Emissions Trading Scheme 
Regulations 2010 (Regulations de 2010, SI  2010/1996). 
Según informa el Gobierno del Reino Unido, las Regu
lations de 2010 reemplazan y complementan en parte las 
Regulations de 2009, de modo que, en adelante, las Regu
lations de 2010 pueden considerarse el nuevo objeto del 
litigio principal.
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comunitario de comercio de derechos de 
emisión es el Reino Unido.  22

35.  El demandado es el Ministerio britá
nico de Energía y Cambio Climático  23 en 
su calidad de principal autoridad nacio
nal competente para la transposición de la 
Directiva 2008/101.

36.  Tanto la parte demandante como la parte 
demandada cuentan con el apoyo de coadyu
vantes. En apoyo de las demandantes se han 
incorporado al litigio principal otras dos 
asociaciones:  24 por un lado, The International 
Air Transport Association (IATA), una aso
ciación internacional de compañías aéreas, 
y, por otro, The National Airlines Council of 
Canada (NACC), una asociación canadiense 
de compañías aéreas. En apoyo del deman
dado se han posicionado en total cinco aso
ciaciones medioambientales,  25 a saber, The 
Aviation Environment Federation (AEF), la 
sección británica de la World Wide Fund For 

Nature (WWF-UK), The European Federa
tion for Transport and Environment (EFTE), 
The Environmental Defense Fund (EDF) y 
Earthjustice.

22  — � Sobre el Estado miembro responsable de la gestión véase el 
artículo 3, letra q), y el artículo 18 bis de la Directiva modi
ficada, así como el reciente Reglamento (UE) no 115/2011 
de la Comisión, de 2  de  febrero de 2011, que modifica el 
Reglamento (CE) no 748/2009, sobre la lista de operadores 
de aeronaves que han realizado una actividad de aviación 
enumerada en el anexo  I de la Directiva 2003/87/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo el 1 de enero de 2006 o a 
partir de esta fecha, en la que se especifica el Estado miem
bro responsable de la gestión de cada operador (DO L 39, 
p. 1).

23  — � The Secretary of State for Energy and Climate Change.
24  — � Ambas intervienen como «coadyuvantes independientes» 

(«single intervener»).
25  — � También éstas intervienen como «coadyuvantes indepen

dientes» («single intervener»).

37.  Apoyadas por sus coadyuvantes, las de
mandantes alegan, en esencia, que la Direc
tiva 2008/101 –cuya transposición se efectuó 
mediante las Regulations de 2009– es incom
patible con el Derecho internacional y, por 
ende, inválida. El demandado y sus coadyu
vantes sostienen una posición diametralmen
te opuesta.

IV. Resolución de remisión y procedimien
to ante el Tribunal de Justicia

38.  Mediante resolución de 8  de  julio de 
2010, recibida en el Tribunal de Justicia el 
22 de julio de 2010, la High Court of Justice 
of England and Wales (Queen’s Bench Divi
sion, Administrative Court) ha planteado al 
Tribunal de Justicia las siguientes cuestiones 
prejudiciales:

«1)	 En el presente asunto, ¿pueden servir 
de base todas o algunas de las siguien
tes normas de Derecho internacional 
para cuestionar la validez de la Directi
va 2003/87/CE, en la versión modificada 
por la Directiva 2008/101/CE, con el fin 
de incluir las actividades de aviación en 
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el régimen comunitario de comercio de 
derechos de emisión (junto con la “Direc
tiva modificada”):

	 a)	 el principio de Derecho internacio
nal consuetudinario de que cada Es
tado tiene soberanía plena y exclusi
va sobre su espacio aéreo;

	 b)	 el principio de Derecho internacio
nal consuetudinario de que ningún 
Estado puede pretender válidamente 
someter parte alguna de alta mar a su 
soberanía;

	 c)	 el principio de Derecho internacio
nal consuetudinario de libertad de 
sobrevolar alta mar;

	 d)	 el principio de Derecho internacio
nal consuetudinario (cuya existencia 
no acepta el demandado) de que las 
aeronaves que sobrevuelen alta mar 
están sujetas a la exclusiva jurisdic
ción de su Estado de matrícula, salvo 
lo expresamente previsto por trata
dos internacionales;

	 e)	 el Convenio de Chicago (en particu
lar, los artículos 1, 11, 12, 15 y 24);

	 f )	 el Acuerdo de Cielos Abiertos [en 
particular, los artículos 7, 11, aparta
do 2, letra c), y 15, apartado 3];

	 g)	 el Protocolo de Kioto (en particular, 
el artículo 2, apartado 2)?

	 En caso de respuesta afirmativa a la pri
mera cuestión:

2)	 ¿Es inválida la Directiva modificada en la 
medida en que aplica el régimen de co
mercio de derechos de emisión a aquellos 
segmentos de vuelos (tanto con carácter 
general como por aeronaves matricula
das en países terceros) realizados fuera 
del espacio aéreo de los Estados miem
bros de la UE, por vulnerar alguno de 
los principios del Derecho internacional 
consuetudinario antes declarados?

3)	 Es inválida la Directiva modificada en la 
medida en que aplica el régimen de co
mercio de derechos de emisión a aquellos 
segmentos de vuelos (tanto con carácter 
general como por aeronaves matricula
das en países terceros) realizados fuera 
del espacio aéreo de los Estados miem
bros de la UE:

	 a)	 por vulnerar los artículos 1, 11 y/o 12 
del Convenio de Chicago;
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	 b)	 por vulnerar el artículo 7 del Acuer
do de Cielos Abiertos?

4)	 ¿Es inválida la Directiva modificada en la 
medida en que aplica el régimen de co
mercio de derechos de emisión a las acti
vidades de aviación:

	 a)	 por vulnerar el artículo  2, aparta
do 2, del Protocolo de Kioto y el ar
tículo 15, apartado 3, del Acuerdo de 
Cielos Abiertos;

	 b)	 por vulnerar el artículo 15 del Con
venio de Chicago, solo o en relación 
con los artículos 3, apartado 4, y 15, 
apartado  3, del Acuerdo de Cielos 
Abiertos;

	 c)	 por vulnerar el artículo 24 del Con
venio de Chicago, solo o en relación 
con el artículo 11, apartado 2, letra c), 
del Acuerdo de Cielos Abiertos?»

39.  En el procedimiento ante el Tribunal de 
Justicia han presentado observaciones escri
tas las demandantes en el litigio principal, 
las coadyuvantes de ambas partes del litigio 
principal, los Gobiernos belga, alemán, espa
ñol, francés, italiano, neerlandés, austriaco, 

polaco, sueco, británico, islandés y noruego 
así como el Parlamento Europeo, el Consejo 
de la Unión Europea y la Comisión Europea.

40.  El 5  de  julio de 2011 se celebró la vista 
ante el Tribunal de Justicia, a la que, a excep
ción de los Gobiernos belga, alemán, italiano, 
neerlandés, austriaco e islandés, asistieron 
los representes de todos los participantes en 
la fase escrita del procedimiento así como el 
Gobierno danés.

V. Apreciación

41.  En opinión de las demandantes en el li
tigio principal y las asociaciones que han 
intervenido en su apoyo, la inclusión de la 
navegación aérea internacional en el régimen 
de comercio de derechos de emisión de la 
Unión Europea es incompatible con una serie 
de principios del Derecho internacional con
suetudinario así como con varios acuerdos 
internacionales. A su juicio, ello implica que 
la Directiva 2008/101, mediante la cual se ex
tendió el régimen comunitario para el comer
cio de derechos de emisión a las actividades 
aéreas, es inválida.

42.  Estas partes critican, en esencia, tres as
pectos de la Directiva 2008/101: en primer 
lugar, alegan que la Unión Europea sobrepasa 
las competencias que le confiere el Derecho 
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internacional si no circunscribe la aplicación 
del régimen de comercio de derechos de emi
sión a los vuelos puramente intraeuropeos 
sino que incluye en el mismo los tramos de 
vuelos internacionales que tienen lugar sobre 
alta mar o sobre el territorio de terceros Es
tados.  26 En segundo lugar, consideran que un 
régimen de comercio de derechos de emisión 
aplicable a la navegación aérea internacional 
debe ser negociado y acordado por conducto 
de la OACI, sin que, a su juicio, esté permi
tida su implantación unilateralmente.  27 Y, en 
tercer lugar, sostienen que el régimen de co
mercio de derechos de emisión equivale a un 
impuesto o exacción prohibidos por los con
venios internacionales.  28

43.  Es pacífico que la Unión Europea está 
vinculada por el Derecho internacional. Por 
un lado, la Unión Europea tiene personalidad 
jurídica (artículo  47  TUE) y puede por tan
to ser titular de derechos y obligaciones del 
Derecho internacional. Por otro, la Unión Eu
ropea ha asumido el compromiso expreso de 
contribuir al estricto respeto y al desarrollo 
del Derecho internacional (artículo  3  TUE, 
apartado 5, segunda frase) así como al fomen
to de los principios del Derecho internacional 
en el resto del mundo (artículo 21 TUE, apar
tado 1, párrafo primero).

44.  En consecuencia, según jurispruden
cia consolidada, la Unión debe ejercer 
sus competencias respetando el Derecho 

internacional.  29 En el marco de su compe
tencia en un procedimiento prejudicial [ar
tículo  19  TUE, apartado  3, letra  b), y ar
tículo  267  TFUE, párrafo primero, letra  b)], 
incumbe al Tribunal de Justicia la obligación 
de considerar si la validez de los actos de las 
instituciones de la Unión Europea se ve afec
tada por su discrepancia con alguna norma de 
Derecho internacional.  30

26  — � Esta objeción constituye el objeto de las cuestiones prejudi
ciales segunda y tercera.

27  — � Esta objeción constituye el objeto de la letra a) de la cuarta 
cuestión prejudicial.

28  — � Esta objeción constituye el objeto de las letras b) y c) de la 
cuarta cuestión prejudicial.

45.  Ahora bien, esto no significa que los jus
ticiables (es decir, las personas f ísicas o ju
rídicas) puedan invocar ante los tribunales 
cualquier disposición o principio del Dere
cho internacional para impugnar los actos de 
la Unión. Al contrario, en relación con cada 
una de las disposiciones y con cada uno de 
los principios del Derecho internacional ale
gados deberá dilucidarse aisladamente si, y 
en su caso, en qué medida, pueden servir de 
base para examinar la legalidad de los actos 
adoptados por las instituciones de la Unión 
Europea en el marco de un litigio suscita
do por una persona f ísica o jurídica.  31 Esta 
problemática, sobre la que versa la primera 
cuestión prejudicial, se antepone en una se
cuencia lógica al examen propiamente dicho 
de la validez de la Directiva 2008/101 (o del 
examen de la validez de la Directiva 2003/87, 

29  — � Sentencias de 24  de  noviembre de 1992, Poulsen y Diva 
Navigation (C-286/90, Rec. p.  I-6019), apartado  9; de 
16  de  junio de 1998, Racke (C-162/96, Rec. p.  I-3655), 
apartado  45; de 3  de  junio de 2008, Intertanko y otros, 
«Intertanko» (C-308/06, Rec. p. I-4057), apartado 51, y de 
3  de  septiembre de 2008, Kadi y Al Barakaat Internatio
nal Foundation/Consejo y Comisión, «Kadi» (C-402/05  P 
y C-415/05 P, Rec. p. I-6351), apartado 291.

30  — � Sentencias de 12 de diciembre de 1972, International Fruit 
Company y otros, «International Fruit Company» (21/72 
a 24/72, Rec. p. 1219), apartado 6, y Racke, citada en la nota 
29 supra, apartado 27.

31  — � Sentencia International Fruit Company, citada en la nota 
30 supra, apartado 8; en el mismo sentido, véase la senten
cia Intertanko, citada en la nota 29 supra, apartados 43 y 45.
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en su versión modificada por la Directiva 
2008/101), por lo que procede analizarla en 
primer lugar.

46.  Por lo demás, al apreciar las cuestiones 
jurídicas planteadas me limitaré a los princi
pios y disposiciones del Derecho internacio
nal mencionados expresamente por el órga
no jurisdiccional nacional en las cuestiones 
planteadas. No considero oportuno abordar 
el análisis de los demás acuerdos internacio
nales, alegados especialmente por las partes 
coadyuvantes que intervienen en apoyo de las 
demandantes del litigio principal.  32 Es cierto 
que se puede concebir teóricamente que en 
un procedimiento prejudicial el Tribunal de 
Justicia se pronuncie de oficio sobre posibles 
motivos de invalidez a los que no hizo referen
cia el órgano jurisdiccional remitente.  33 No 
obstante, tratándose de cuestiones prejudi
ciales relativas a la validez, el Tribunal de Jus
ticia debería hacer un uso moderado de esta 
facultad. Cuando resulte de los autos que el 
órgano jurisdiccional remitente decide implí
citamente no plantear al Tribunal de Justicia 
una cuestión relativa a una disposición, éste 
tampoco deberá examinarla.  34 Así sucede en 
el caso de autos: aunque en su resolución de 
remisión la High Court menciona en varias 
ocasiones los demás acuerdos internacionales 

alegados por las partes coadyuvantes, no alu
de a ellos en las cuestiones prejudiciales re
lativas a la validez planteadas al Tribunal de 
Justicia.

32  — � En particular, se trata del Acuerdo Euromediterráneo de 
Aviación entre la Comunidad Europea y sus Estados miem
bros, por una parte, y el Reino de Marruecos, por otra (fir
mado en Bruselas el 12 de diciembre de 2006, DO L 386, 
p.  57) así como del Acuerdo de transporte aéreo entre 
Canadá y la Comunidad Europea y sus Estados miembros 
(firmado en Bruselas el 17 de diciembre de 2009, DO 2010, 
L 207, p. 32). Las partes coadyuvantes se refieren asimismo 
a varios acuerdos bilaterales en materia de aviación celebra
dos por los Estados miembros de la Unión Europea.

33  — � Sentencia de 7 de septiembre de 1999, De Haan (C-61/98, 
Rec. p. I-5003), apartado 47.

34  — � En este sentido, véanse las sentencias de 5  de  octubre de 
1988, Alsatel (247/86, Rec. p. 5987), apartados 7 y 8, y de 
11  de  noviembre de 1997, Eurotunnel y otros (C-408/95, 
Rec. p. I-6315), apartado 34, en relación con el apartado 33.

A.  Sobre el recurso a los acuerdos interna
cionales y los principios del Derecho interna
cional consuetudinario como criterios para 
examinar la validez de la Directiva 2008/101 
(primera cuestión)

47.  En el marco de la primera cuestión debe 
dilucidarse el problema subyacente acerca de 
si, y en su caso, en qué medida, los acuerdos 
internacionales y los principios del Derecho 
internacional consuetudinario a los que hace 
referencia el órgano jurisdiccional remitente 
pueden servir de base para examinar la vali
dez de la Directiva 2008/101 en el marco de 
un litigio suscitado ante los tribunales nacio
nales por personas f ísicas o jurídicas –en el 
caso de autos, por empresas y asociaciones 
empresariales–.

48.  Analizaré esta temática refiriéndome, en 
primer lugar, a los tres acuerdos internacio
nales mencionados, a saber, el Convenio de 
Chicago, el Protocolo de Kioto y el Acuerdo 
de Cielos Abiertos (infra 1) y, a continuación, 
en relación con los diferentes principios del 
Derecho internacional consuetudinario invo
cados por el órgano jurisdiccional remitente 
(infra 2).
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1.  Acuerdos internacionales [primera cues
tión, letras e) a g)]

49.  Según jurisprudencia consolidada, los 
acuerdos internacionales pueden servir como 
criterios para examinar la validez de los ac
tos de las instituciones de la Unión Europea si 
concurren dos requisitos:  35

—	 En primer lugar, la Unión Europea ha de 
estar vinculada por el acuerdo interna
cional en cuestión.

—	 En segundo lugar, la naturaleza y el sis
tema del acuerdo internacional en cues
tión no deben oponerse a dicho examen 
de la validez, y sus disposiciones deben 
ser, desde el punto de vista de su conte
nido, incondicionales y suficientemente 
precisas.

50.  En el marco del segundo requisito debe 
tenerse en cuenta que, en el presente asun
to, la cuestión de la validez de la Directiva 
2008/101 se plantea en un litigio suscitado 
por justiciables, a saber, varias compañías aé
reas y una asociación de compañías aéreas.  36

35  — � Sentencia Intertanko, citada en la nota 29  supra, aparta
dos  43 a  45; véanse también las sentencias International 
Fruit Company, citada en la nota 30  supra, apartados  7 
y  8; de 9  de  octubre de 2001, Países Bajos/Parlamento 
y Consejo (C-377/98, Rec. p.  I-7079), apartado  52, así 
como –en concreto, sobre el segundo criterio– las sen
tencias de 10 de enero de 2006, IATA y ELFAA (C-344/04, 
Rec. p.  I-403), apartado  39, y de 9  de  septiembre de 
2008, FIAMM y otros/Consejo y Comisión, «FIAMM» 
(C-120/06 P y C-121/06P, Rec. p. I-6513), apartado 110.

36  — � En este sentido, véase la sentencia International Fruit Com
pany, citada en la nota 30 supra, apartado 8.

a) El Convenio de Chicago[primera cuestión, 
letra e)]

51.  En primer lugar, por lo que respecta al 
Convenio de Chicago, no concurre el primero 
de los criterios mencionados en el punto 49.

52.  En efecto, la Unión Europea no es Parte 
contratante del Convenio de Chicago. Por lo 
tanto, de este Convenio no se derivan for
malmente derechos ni obligaciones para la 
Unión.

53.  No obstante, las demandantes en el litigio 
principal y las asociaciones que han interve
nido en su apoyo sostienen que la Unión está 
vinculada materialmente por el Convenio 
de Chicago. Sustentan su postura en el ar
tículo 351 TFUE, por un lado, e invocan, por 
otro, la teoría de la sucesión en la función.

54.  Sin embargo, estos argumentos no pue
den prosperar.

i) Falta de vinculación al Convenio de Chicago 
en virtud del artículo 351 TFUE

55.  Del artículo 351 TFUE, párrafo primero 
(antiguos artículos 307 CE y 234 del Tratado 
CEE) se infiere que los Tratados (es decir, el 



I  -  13788

CONCLUSIONES DE LA SRA. KOKOTT — ASUNTO C-366/10

TUE y el TFUE)  37 no afectarán a los derechos 
y obligaciones de los Estados miembros fren
te a terceros países, siempre y en la medida 
en que se trate de derechos y obligaciones 
que resulten de convenios internacionales 
celebrados con anterioridad a la fecha de ad
hesión del respectivo Estado miembro a la 
Unión Europea.

56.  Al reconocer, con arreglo al ar
tículo  351  TFUE, párrafo primero, dichos 
convenios previos celebrados por los Estados 
miembros con terceros países, el Derecho 
de la Unión se atiene al principio pacta sunt 
servanda consagrado en el Derecho interna
cional.  38 Expresado en otros términos, la per
tenencia a la Unión Europea no obliga a los 
Estados miembros a denunciar los convenios 
internacionales celebrados con anterioridad 
con terceros Estados.  39

57.  Por su parte, las instituciones de la Unión 
Europea sólo están obligadas a no poner obs
táculos al cumplimiento de las obligaciones 
de los Estados miembros derivadas de conve
nios internacionales celebrados anteriormen
te, sin que por ello la Unión Europea quede 
vinculada por dichos convenios frente a los 

terceros países interesados.  40 En este contex
to rige asimismo el principio de efecto relati
vo de los tratados, consagrado en el Derecho 
internacional, según el cual, los tratados no 
facultan ni obligan a terceros (pacta tertiis 
nec nocent nec prosunt).  41

37  — � Véanse el artículo 1 TUE, párrafo tercero, primera frase, y el 
artículo 1 TFUE, apartado 2, segunda frase.

38  — � Sobre el principio pacta sunt servanda, véanse el artículo 26 
y, con carácter complementario, el artículo 30, apartado 4, 
letra b), de la Convención de Viena sobre el Derecho de los 
Tratados, de 23 de mayo de 1969 (RTNU vol. 1155, p. 331).

39  — � En este sentido, véanse las sentencias de 14  de  octubre 
de 1980, Burgoa (812/79, Rec. p.  2787), apartado  8; de 
14 de enero de 1997, Centro-Com (C-124/95, Rec. p. I-81), 
apartado  56; de 4  de  julio de 2000, Comisión/Portugal 
(C-62/98, Rec. p. I-5171), apartado 44; de 18 de noviembre 
de 2003, Budejovický Budvar (C-216/01, Rec. p.  I-13617), 
apartados 144 y 145, y de 19 de noviembre de 2009, Comi
sión/Finlandia (C-118/07, Rec. p. I-10889), apartado 27.

58.  La falta de vinculación de la Unión Euro
pea a los convenios internacionales celebra
dos anteriormente por los Estados miembros 
resulta, por lo demás, evidente si se compara 
la regulación del artículo 351 TFUE relativa 
a dichos convenios con la regulación apli
cable a los acuerdos internacionales sus
critos por la Unión Europea contenida en 
el artículo  216  TFUE. Así, mientras el ar
tículo  216  TFUE, apartado  2, dispone que 
los acuerdos internacionales suscritos por la 
Unión Europea vinculan a las instituciones 
de la Unión y a sus Estados miembros, el ar
tículo  351  TFUE carece de una disposición 
semejante referida a los convenios celebrados 
anteriormente por los Estados miembros. 
Del artículo 351 TFUE no se infiere ninguna 
obligación de las instituciones de la Unión 
Europea de adaptar el Derecho de la Unión 
a los convenios internacionales celebrados 
previamente por sus Estados miembros. Al 
contrario, según el artículo 351 TFUE, párra
fo segundo, los Estados miembros, deberán 
adoptar todas las medidas necesarias para 
eliminar las incompatibilidades entre sus 
respectivos convenios previos y los Tratados 
fundamentales de la Unión Europea. En caso 
necesario, los Estados miembros deberán 

40  — � Sentencia Burgoa, citada en la nota 39 supra, apartado 9.
41  — � Sentencia de 25 de febrero de 2010, Brita (C-386/08, Rec. 

p. I-1289), apartado 44.
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adaptar o rescindir sus convenios anteriores 
con terceros países.  42

59.  Por consiguiente, del artículo 351 TFUE 
no se infiere ninguna vinculación de la Unión 
Europea al Convenio de Chicago.

ii)  Falta de vinculación al Convenio de 
Chicago por sucesión en la función

60.  Tampoco la teoría de la sucesión en la 
función permite fundamentar una vincu
lación de la Unión Europea al Convenio de 
Chicago.

61.  La teoría de la sucesión en la función se 
elaboró a raíz de la sentencia del Tribunal de 
Justicia dictada en el asunto International 
Fruit Company. En ella, el Tribunal de Justicia 
señaló que la entonces Comunidad Económi
ca Europea también quedaba vinculada por 
las disposiciones del GATT de 1947, aun sin 
ser parte formalmente de dicho acuerdo, en 
la medida en que, en virtud del Tratado CEE, 
la Comunidad había asumido competen
cias anteriormente ejercidas por sus Estados 
miembros.  43

42  — � Sentencias Comisión/Portugal, citada en la nota 39 supra, 
apartados 49 y 52, y Budejovický Budvar, citada en la nota 
39 supra, apartado 170.

43  — � Sentencia International Fruit Company, citada en la nota 
30 supra, especialmente el apartado 18; sobre la teoría de 
sucesión en la función, véanse también las sentencias de 
22 de octubre de 2009, Bogiatzi (C-301/08, Rec. p. I-10185), 
apartado 25, y de 4 de mayo de 2010, TNT Express Neder
land (C-533/08, Rec. p. I-4107), apartado 62.

62.  Ahora bien, esta jurisprudencia relativa 
al GATT no es transferible sin más a otros 
acuerdos internacionales  44 y, en particular, 
no tiene cabida en el ámbito de la aviación, 
objeto del presente asunto.

63.  Por un lado, en contra de la opinión 
sostenida por las demandantes en el litigio 
principal y las asociaciones que han interve
nido en su apoyo, en materia de aviación son 
ciertamente muchas, pero no todas, las com
petencias de los Estados miembros que han 
sido transferidas a la Unión.  45 Consecuente
mente, los acuerdos en materia de aviación se 
vienen celebrando hasta ahora como «acuer
dos mixtos», en los que tanto la Unión Euro
pea como sus Estados miembros son Partes 
contratantes.  46

64.  Por otro lado, no existen indicios de que 
la Unión Europea o la entonces Comunidad 
Europea, intervenga en el seno de la OACI en 
calidad de sucesora de sus Estados miembros 
ni de que una intervención de esta naturale
za cuente con la aquiescencia de las demás 
Partes contratantes del Convenio de Chicago, 

44  — � Sentencias de 14 de julio de 1994, Peralta (C-379/92, Rec. 
p. I-3453), apartado 16; de 24 de junio de 2008, Commune 
de Mesquer (C-188/07, Rec. p. I-4501), apartado 85, e Inter
tanko, citada en la nota 29 supra, apartado 48.

45  — � En idéntico sentido, véase respecto al Convenio de Varso
via, de 12 de octubre de 1929, para la unificación de ciertas 
reglas relativas al transporte aéreo internacional, la senten
cia Bogiatzi, citada en la nota 43 supra, apartados 32 y 33.

46  — � Véanse al respecto los Acuerdos de Aviación con Marrue
cos y Canadá citados en la nota 32 supra.
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como sucedió respecto al GATT de 1947.  47 
Tal como se desprende de los autos, la Unión 
Europea tiene únicamente el estatuto de ob-
servador en el seno de la OACI y, si bien coor-
dina los puntos de vista de sus Estados miem-
bros antes de las reuniones de los órganos de 
la OACI, al menos en este momento no inter-
viene en su lugar en dichas organizaciones.  48 
Preguntadas al respecto en la vista celebrada 
ante el Tribunal de Justicia, las demandantes 
en el litigio principal y las asociaciones que 
han intervenido en su apoyo han reconocido 
este extremo.

65  Dadas estas circunstancias, no cabe pre
sumir una sucesión en la función, por la que 
la Unión Europea haya asumido el papel de 
sus Estados miembros en el seno de la OACI 
y, por tanto, haya quedado vinculada ella mis
ma –materialmente– por el Convenio de Chi
cago. El mero hecho de que todos los Estados 
miembros de la Unión Europea sean Partes 
contratantes del Convenio de Chicago no ge
nera ipso facto una vinculación de la Unión 
Europea a dicho Convenio.  49

iii) Conclusión parcial

66.  Dado que, por consiguiente, la Unión 
Europea no está vinculada por el Convenio 

de Chicago, dicho Convenio no puede servir 
de base para examinar la validez de la Di
rectiva 2008/101. No obstante, el hecho de 
que todos los Estados miembros de la Unión 
Europea son Partes contratantes del Conve
nio de Chicago puede ser relevante para la 
interpretación de las disposiciones del De
recho de la Unión,  50 en virtud del principio 
general de buena fe, que también rige en el 
Derecho internacional y que, además, está 
reflejado especialmente en el artículo 4 TUE, 
apartado 3.  51

47  — � Véanse mis conclusiones presentadas el 20 de noviembre de 
2007 en el asunto en el que recayó la sentencia Intertanko, 
citada en la nota 29 supra, punto 44.

48  — � Véanse asimismo las explicaciones de la Comisión dispo
nibles en inglés en su página web en: http://ec.europa.eu/
transport/air/international_aviation/european_commu
nity_icao/european_community_icao_en.htm> (visitada 
por última vez el 30 de junio de 2011).

49  — � Véanse, en este mismo sentido, las sentencias Intertanko, 
citada en la nota 29 supra, apartado 49, y Bogiatzi, citada en 
la nota 43 supra, apartado 33.

b)  El Protocolo de Kioto y el Acuerdo de 
Cielos Abiertos [primera cuestión, letras  f ) 
y g)]

67.  No cabe duda de que la Unión Europea – 
antigua Comunidad Europea– está vincu
lada por el Protocolo de Kioto y el Acuerdo 
de Cielos Abiertos, al ser Parte contratan
te de ambos acuerdos (véase también el ar
tículo 216 TFUE, apartado 2, en relación con 
el artículo  1  TUE, párrafo tercero, tercera 
frase). Por lo tanto, en ambos casos concu
rre el primero de los requisitos mencionados 
en el punto 49 de las presentes conclusiones. 
Pero aún queda por examinar si también se 
cumple el segundo de estos criterios, es decir, 
si, atendiendo a su naturaleza y su sistema, 
el Protocolo de Kioto y el Acuerdo de Cie
los Abiertos pueden servir de criterios para 
examinar la validez de un acto de la Unión, 

50  — � Véanse las consideraciones hechas en relación con las cues
tiones tercera y cuarta (puntos 161 a 236 de las presentes 
conclusiones).

51  — � Sentencia Intertanko, citada en la nota 29  supra, apar
tado 52, última frase.
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y si las disposiciones controvertidas de estos 
acuerdos son, desde el punto de vista de su 
contenido, incondicionales y suficientemente 
precisas.

i) Observación preliminar

68.  Todo acuerdo internacional celebrado 
por la Unión Europea la vincula, en el sentido 
del Derecho internacional, frente a las demás 
Partes contratantes. Ahora bien, la vigencia 
de este tipo de acuerdos en el ámbito interno 
de la Unión es una cuestión que no concier
ne al Derecho internacional, sino al Derecho 
de la Unión. Según reiterada jurisprudencia 
del Tribunal de Justicia, los acuerdos interna
cionales celebrados por la Unión constituyen, 
desde su entrada en vigor, una parte esencial 
«integrante») del ordenamiento jurídico de la 
Unión.  52 Del artículo 216 TFUE, apartado 2, 
se infiere asimismo que estos acuerdos vin
culan a las instituciones de la Unión Europea 
y a sus Estados miembros. No obstante, es 
preciso distinguir entre la mera vigencia de 
un acuerdo internacional, por un lado, y los 
efectos de sus disposiciones en el marco de un 
litigio concreto, por otro, toda vez que, por la 
naturaleza y el sistema del acuerdo controver
tido, es posible que, en el ámbito interno de 
la Unión Europea, sus disposiciones no sean 
en absoluto idóneas o lo sean únicamente en 
una medida muy restringida para examinar 

judicialmente la validez de los actos de las 
instituciones de la Unión.

52  — � Sentencias de 30  de  abril de 1974, Haegeman (181/73, 
Rec. p. 449), apartado 5; IATA y ELFAA, citada en la nota 
35  supra, apartado  36, Brita, citada en la nota 41  supra, 
apartado  39, y de 8  de  marzo de 2011, Lesoochranárske 
zoskupenie (C-240/09, Rec. p. I-1255), apartado 30.

69.  Los efectos en la Unión Europea de las 
disposiciones de un acuerdo celebrado por 
ella con terceros países no pueden determi
narse sin examinar el origen internacional de 
las disposiciones de las que se trate. Si, como 
sucede por regla general, un acuerdo no con
tiene ninguna regulación expresa acerca de 
los efectos de sus disposiciones en los ordena
mientos jurídicos internos de las Partes con
tratantes, incumbe a los órganos jurisdiccio
nales competentes precisar dichos efectos por 
vía interpretativa,  53 basándose en particular 
en el espíritu, el sistema o en la letra de dicho 
acuerdo.  54 En cualquier caso, corresponde al 
Tribunal de Justicia, en particular, determinar 
conforme a los criterios antes mencionados si 
las disposiciones de un acuerdo internacional 
otorgan a los justiciables de la Unión el dere
cho a invocarlas ante los órganos jurisdiccio
nales al objeto de impugnar la validez de un 
acto de la Unión.  55

70.  Así pues, el Tribunal de Justicia seña
la en reiterada jurisprudencia relativa a la 

53  — � Sentencias de 26 de octubre de 1982, Kupferberg (104/81, 
Rec. p.  3641), apartado  17; de 23  de  noviembre de 1999, 
Portugal/Consejo (C-149/96, Rec. p. I-8395), apartado 34, y 
FIAMM, citada en la nota 35 supra, apartado 108.

54  — � Sentencias International Fruit Company, citada en la nota 
30  supra, apartado  20; de 5  de  octubre de 1994, Alema
nia/Consejo (C-280/93, Rec. p.  I-4973), apartado  110, y 
FIAMM, citada en la nota 35 supra, apartado 108, última 
frase; en términos similares, véase la sentencia Kupferberg, 
citada en la nota 53 supra, apartado 18.

55  — � Sentencia FIAMM, citada en la nota 35 supra, apartado 109.
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reglamentación de la OMC y los acuerdos 
adoptados por los organismos de esta orga-
nización internacional que, por su naturaleza 
y sistema, éstos no pueden aplicarse como 
criterios para examinar la validez de los ac-
tos de la Unión. En esencia, el Tribunal de 
Justicia fundamenta su postura en la «flexibi-
lidad» (francés: «souplesse») del GATT (ac-
tual Derecho de la OMC), elaborado sobre la 
base de soluciones negociadas y la idea de la 
reciprocidad.  56

71.  Con carácter general, cabe añadir que, 
normalmente, en el marco de los litigios sus
citados por los justiciables (es decir, personas 
f ísicas o jurídicas), un acuerdo internacional 
sólo puede servir de base para examinar la 
validez de los actos adoptados por las insti
tuciones de la Unión Europea cuando, aten
diendo a su naturaleza y sistema, otorga dere
chos que los justiciables pueden invocar ante 
los tribunales nacionales.  57 En otras palabras, 

el acuerdo internacional de que se trate debe 
afectar a la situación jurídica del justiciable.  58

56  — � Véanse, entre otras muchas, las sentencias International 
Fruit Company, citada en la nota 30 supra, apartados 19 a 27, 
especialmente el apartado 21; Alemania/Consejo, citada en 
la nota 54 supra, apartados 106 a 109; de 12 de diciembre 
de 1995, Chiquita Italia (C-469/93, Rec. p. I-4533), aparta
dos 26 a 29; Portugal/Consejo, citada en la nota 53 supra, en 
particular apartado 47; de 30 de septiembre de 2003, Biret 
International/Consejo (C-93/02 P, Rec. p. I-10497), en par
ticular apartado 52, y Biret et Cie/Consejo (C-94/02 P, Rec. 
p.  I-10565), especialmente el apartado  55; de 1  de  marzo 
de 2005, Van Parys (C-377/02, Rec. p. I-1465), en particu
lar apartado  39, y la sentencia FIAMM, citada en la nota 
35 supra, en particular apartado 111.

57  — � Sentencia International Fruit Company, citada en la nota 
30  supra, apartados 8 y 19. En términos similares se pro
nuncia el Tribunal de Justicia cuando se trata de examinar si 
los justiciables pueden invocar ante las autoridades nacio
nales o respecto a medidas internas disposiciones recogi
das en acuerdos internacionales celebrados por la Unión 
Europea; véase la reciente sentencia de 20 de mayo de 2010, 
Ioannis Katsivardas – Nikolaos Tsitsikas (C-160/09, Rec. 
p. I-4591), apartado 45.

72.  La posición jurídica del justiciable se ve 
afectada, en particular, cuando un acuerdo 
internacional le confiere derechos y liberta
des autónomos,  59 como es el caso de nume
rosos acuerdos de asociación y cooperación 
celebrados por la Unión Europea.  60 En cuanto 
a los acuerdos en materia de medio ambiente, 
éstos pueden contener asimismo disposicio
nes que el justiciable puede invocar ante los 
tribunales nacionales.  61

73.  La restringida posibilidad del justiciable 
de invocar ante los tribunales los acuerdos 

58  — � Según el caso concreto, este punto de vista requiere de un 
análisis más o menos detallado. En la sentencia IATA y 
ELFAA, citada en la nota 35 supra, apartado 39, pudo darse 
por sobreentendido que el Convenio de 28 de mayo de 1999 
(Convenio para la unificación de ciertas reglas para el trans
porte aéreo internacional, DO 2001, L  194, p.  39; RTNU 
vol. 2242, p. 369) puede afectar la posición jurídica de los 
particulares. En efecto, las disposiciones controvertidas del 
Convenio afectaban a las acciones civiles de los particula
res para exigir una reparación por daños y perjuicios a las 
líneas aéreas y al límite de la responsabilidad civil de estas 
compañías.

59  — � En este sentido, véase la sentencia Intertanko, citada en la 
nota 29 supra, apartado 59.

60  — � Véanse, entre otras, las sentencias de 31 de enero de 1991, 
Kziber (C-18/90, Rec. p.  I-199), apartados  15 a  23; de 
29  de  enero de 2002, Pokrzeptowicz-Meyer (C-162/00, 
Rec. p. I-1049), apartados 19 a 30, y de 12 de abril de 2005, 
Simutenkov (C-265/03, Rec. p. I-2579), apartados 22 a 29; 
en idéntico sentido, véase la sentencia de 9  de  diciembre 
de 2010, Toprak (C-300/09 y C-301/09, Rec. p. I-12845); en 
la sentencia de 30 de septiembre de 1987, Demirel (12/86, 
Rec. p. 3719), apartado 14, el Tribunal de Justicia ya declaró 
que este tipo de acuerdos son, en principio, directamente 
aplicables.

61  — � Sentencia de 15  de  julio de 2004, Pêcheurs de l’étang 
de Berre (C-213/03, Rec. p.  I-7357), especialmente 
apartado 47.
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internacionales como criterio de validez en-
cuentra su justificación en la razón de ser de 
la tutela de los derechos individuales: por re-
gla general, los justiciables gozan de tutela ju-
dicial en el Derecho de la Unión –al igual que 
en la mayoría de los ordenamientos jurídicos 
internos– siempre que lo exija la salvaguarda 
de los derechos y libertades que les han sido 
conferidos (véase asimismo el artículo  47, 
párrafo primero, de la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea).

74.  Habida cuenta de lo expuesto, en el pre
sente asunto deberá examinarse en primer lu
gar si el Acuerdo de Cielos Abiertos y el Pro
tocolo de Kioto, atendiendo a su naturaleza 
y sistema respectivos, confieren derechos que 
los justiciables pueden invocar ante los tribu
nales nacionales; en segundo lugar, habrá de 
examinarse en concreto si las disposiciones 
controvertidas de estos acuerdos son, desde 
el punto de vista de su contenido, incondicio
nales y suficientemente precisas como para 
que los justiciables puedan invocarlas ante 
los tribunales.

75.  En el presente asunto no es necesario 
pronunciarse sobre si deberían concurrir 
otros requisitos más favorables cuando son 
las entidades especialmente legitimadas para 
ejercitar acciones judiciales en el sentido del 
artículo 263 TFUE, párrafo segundo, las que 
mediante la interposición de un recuso de 
anulación alegan que un acto de la Unión in
cumple las obligaciones que le incumben en 

virtud del Derecho internacional.  62 A favor 
de este planteamiento cabría afirmar que el 
Derecho internacional es parte integrante del 
ordenamiento jurídico de la Unión y que en 
el marco del sistema establecido por los Tra
tados fundamentales de la Unión Europea, 
las entidades especialmente legitimadas para 
interponer recursos no sólo pueden proteger 
sus derechos sino que también fomentan, en 
defensa del interés general, el control de lega
lidad de los actos adoptados por las institu
ciones de la Unión. Según el artículo 3 TUE, 
apartado 5, segunda frase, dicha legalidad in
cluye entre otros extremos la estricta obser
vancia del Derecho internacional.

ii)  El Protocolo de Kioto [primera cuestión, 
letra g)]

76.  En primer lugar, por lo que respecta 
al Protocolo de Kioto, cabe recordar que 
únicamente las demandantes en el litigio 
principal y las asociaciones que han inter
venido en su apoyo sostienen que este Pro
tocolo puede aplicarse directamente. Las 
instituciones y Gobiernos interesados en el 
procedimiento prejudicial, así como las aso
ciaciones medioambientales defienden una 
postura diametralmente opuesta y parten de 
que el Protocolo de Kioto no puede aplicarse 

62  — � En el asunto en que recayó la sentencia Países Bajos/Parla
mento y Consejo, citada en la nota 35 supra, especialmente 
los artículos 53 y 54, el Tribunal de Justicia consideró admi
sible el recurso de un Estado miembro contra una Directiva 
aprobada por el Parlamento y el Consejo alegando que dicha 
Directiva incumple las obligaciones internacionales que 
incumbían a la Comunidad Europea (actual Unión Euro
pea) en virtud del Convenio sobre la Diversidad Biológica, 
firmado en Río de Janeiro el 5 de junio de 1992 (DO 1993, 
L 309, p. 3; RTNU vol. 1760, p. 79). El Tribunal de Justicia 
declaró expresamente que tal examen también era posible 
aunque el Convenio contuviese disposiciones carentes de 
efecto directo, en el sentido de que no crean derechos que 
los justiciables puedan invocar directamente ante los tribu
nales (apartado 54 de la sentencia mencionada).
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como criterio para examinar la validez de la 
Directiva 2008/101.

77.  Considero convincente esta última opi
nión. Ni de la naturaleza y el sistema del Pro
tocolo de Kioto, en general, ni del precepto 
controvertido (su artículo 2, apartado 2), en 
concreto, se infiere indicio alguno que permi
ta afirmar una aplicabilidad directa.

— Naturaleza y sistema del Protocolo de Kioto

78.  El Protocolo de Kioto es un acuerdo in
ternacional sobre el medio ambiente y el 
cambio climático, en forma de Protocolo adi
cional a la Convención Marco de las Naciones 
Unidas sobre el Cambio Climático.  63

79.  El objetivo último de la Convención Mar
co y de todo instrumento jurídico conexo es 
lograr la estabilización de las concentraciones 
de gases de efecto invernadero en la atmósfe
ra a un nivel que impida interferencias antro
pógenas peligrosas en el sistema climático.  64 

El Preámbulo de la Convención Marco resal
ta, entre otros aspectos, la preocupación de 
la Humanidad por los efectos adversos de los 
cambios del clima de la Tierra,  65 apela a todos 
los países a cooperar de la forma más amplia 
posible,  66 y hace hincapié en la soberanía de 
los Estados en la cooperación internacional 
para hacer frente al cambio climático.  67

63  — � Véase el título del Protocolo de Kioto y el primer conside
rando de su Preámbulo.

64  — � Véase el artículo 2 de la Convención Marco, al que se remite 
el Preámbulo del Protocolo de Kioto.

80.  Estos objetivos y el contexto en el que se 
incardina el Protocolo de Kioto ya sugieren 
que se trata de un instrumento jurídico que 
regula únicamente las relaciones entre los 
Estados  68 y sus respectivas obligaciones en el 
marco de los esfuerzos emprendidos a nivel 
mundial para combatir el cambio climático.

81.  Esta impresión se consolida si se centra la 
atención en las disposiciones específicas más 
importantes del propio Protocolo de Kioto: 
en ellas se incluye un catálogo no exhaustivo 
de políticas y medidas destinadas a promover 
el desarrollo sostenible que deben adoptar de
terminadas Partes contratantes (en esencia, 
los países desarrollados) en cumplimiento de 
sus respectivos compromisos de limitación y 
reducción de las emisiones.  69

65  — � Primer considerando del Preámbulo de la Convención 
Marco.

66  — � Sexto considerando del Preámbulo de la Convención 
Marco.

67  — � Noveno considerando del Preámbulo de la Convención 
Marco.

68  — � Además de los Estados, también las organizaciones regio
nales de integración económica pueden ser Parte contra
tante del Protocolo de Kioto. Es bien sabido que éste es 
exactamente el caso de la Unión Europea (entonces Comu
nidad Europea).

69  — � Véase el artículo 2, apartados 1 y 3, en relación con el ar
tículo 3, del Protocolo de Kioto.
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82.  Ciertamente cabe esperar que las medi
das de mitigación del cambio climático adop
tadas por las Partes contratantes en el marco 
del Protocolo de Kioto redundarán, a medio y 
largo plazo, en beneficio de los particulares, 
puesto que están destinadas a preservar el 
medio ambiente. Del mismo modo, cabe su
poner que alguna de las medidas adoptadas 
traerán aparejados gravámenes para los par
ticulares. Con todo, estas repercusiones son 
sólo de carácter indirecto. Ni la Convención 
Marco ni el Protocolo de Kioto contienen 
disposiciones concretas que puedan afectar 
directamente a la posición jurídica de los jus
ticiables. En estos instrumentos jurídicos sólo 
se alude con carácter general a «la Humani
dad» y al «ser humano».  70

83  Todo ello impide afirmar que los justi
ciables puedan invocar ante los tribunales 
el Protocolo de Kioto, máxime cuando son 
nacionales de Estados que no han ratificado 
dicho Protocolo.  71

84.  Debe añadirse que, si bien los compro
misos de limitación y reducción de las emi
siones asumidos en el Protocolo de Kioto 
están cuantificados, las Partes contratantes 
conservan un amplio margen de discrecio
nalidad respecto a las políticas y medidas 
concretas a adoptar de conformidad con sus 

circunstancias nacionales.  72 Todos los com
promisos derivados del Protocolo de Kioto 
requieren de la transposición en Derecho 
nacional y no son, por lo demás, lo suficien
temente precisas como para redundar direc
tamente en beneficio o en detrimento de los 
particulares.  73

70  — � Véanse, por ejemplo, los considerandos primero, segundo y 
séptimo del Preámbulo de la Convención Marco.

71  — � Las demandantes en el litigio principal están domiciliadas 
en los EE.UU., que no han ratificado el Protocolo de Kioto.

—  Artículo  2, apartado  2, del Protocolo de 
Kioto

85.  La concreta disposición recogida en el ar
tículo 2, apartado 2, del Protocolo de Kioto, a 
la que hace referencia el órgano jurisdiccio
nal remitente, se inscribe perfectamente en 
el contexto general anteriormente descrito. 
Las Partes contratantes acuerdan, por lo que 
aquí interesa, limitar o reducir las emisiones 
de determinados gases de efecto invernadero 
generadas por los combustibles del transpor
te aéreo trabajando por conducto de la OACI.

86.  Por consiguiente, la disposición con
trovertida se limita a regular determinadas 

72  — � Véase, en particular, la formulación del artículo  2, apar
tado 1, letra a), del Protocolo de Kioto, donde se dispone 
que cada una de las Partes incluidas en el anexo I «aplicará 
y/o seguirá elaborando políticas y medidas de conformidad 
con sus circunstancias nacionales […]».

73  — � En este sentido, véanse las sentencias Demirel, citada en la 
nota 60 supra, apartado 14, Pêcheurs de l’Étang de Berre, 
citada en la nota 61 supra, apartado 39, y Lesoochranárske 
zoskupenie, citada en la nota 52 supra, apartado 44, según 
las cuales, las disposiciones de los acuerdos celebrados por 
la Unión con terceros países se consideran directamente 
aplicables cuando contienen obligaciones claras y precisas, 
cuya aplicación y cuyos efectos no están supeditados a la 
adopción de un acto ulterior.
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relaciones jurídicas entre las Partes contra-
tantes del Protocolo de Kioto. El artículo  2, 
apartado 2, del Protocolo de Kioto describe el 
marco en el que, desde un punto de vista or-
ganizativo, las Partes contratantes pretenden 
cooperar con objeto de limitar o reducir las 
emisiones de determinados gases de efecto 
invernadero generadas por los combustibles 
del transporte aéreo. La posición jurídica de 
los justiciables no se ve afectada por dicha re-
gulación. En particular, el modo de proceder 
descrito en el artículo 2, apartado 2, del Pro-
tocolo de Kioto, a saber, la cooperación de las 
Partes contratantes por conducto de la OACI, 
no tiene el carácter de garantía procedimen-
tal que deba ni permita proteger derechos o 
intereses de los justiciables.

87.  En consecuencia, los justiciables no pue
den invocar ante los tribunales el artículo 2, 
apartado  2, del Protocolo de Kioto, por lo 
que, en el presente asunto, esta disposición 
no puede aplicarse como criterio para exami
nar la validez de la Directiva 2008/101.

iii)  El Acuerdo de Cielos Abiertos [primera 
cuestión, letra f )]

88.  A continuación, por lo que respecta al 
Acuerdo de Cielos Abiertos, la mayoría de 
las instituciones y Gobiernos participantes 
en el procedimiento prejudicial coinciden 
al entender que este Acuerdo no despliega 
efectos sobre la posición jurídica de los jus
ticiables. Por el contrario, la Comisión y el 
Gobierno francés reconocen, en principio, a 

las personas f ísicas y jurídicas la posibilidad 
de invocar ante los tribunales el Acuerdo de 
Cielos Abiertos.  74

89.  Comparto esta última opinión. A mi jui
cio, se atiene mejor tanto a la naturaleza y el 
sistema del Acuerdo de Cielos Abiertos como 
a las distintas disposiciones del mismo con
trovertidas en el presente asunto.

— Naturaleza y sistema del Acuerdo de Cielos 
Abiertos

90.  Ciertamente, algunas de las formula
ciones del Acuerdo de Cielos Abiertos pue
den interpretarse en el sentido de que este 
Acuerdo sobre aviación regula las relaciones 
entre las Partes contratantes, es decir, entre 
la Unión Europa –anterior Comunidad Euro
pea– y sus Estados miembros, por un lado, y 
los Estados Unidos de América, por otro.  75

74  — � Más concretamente, la Comisión sostiene que todas las 
disposiciones del Acuerdo de Cielos Abiertos a las que 
hace referencia el órgano jurisdiccional remitente pueden 
aplicarse como criterios para examinar la validez de la 
Directiva 2008/101, mientras que el Gobierno francés sólo 
admite como tales criterios los artículos 7 y 11, apartado 2, 
de dicho Acuerdo, pero no su artículo 15, apartado 3.

75  — � Véanse, por ejemplo, el artículo 3, apartado 1 [«Cada una 
de las Partes concede con carácter recíproco a las líneas 
aéreas de la otra Parte los siguientes derechos en relación 
con las actividades de transporte aéreo internacional […]»], 
el artículo 3, apartado 4 [«Las Partes permitirán a cualquier 
línea aérea establecer la frecuencia y capacidad de trans
porte aéreo internacional que quiera ofrecer […]»] o el ar
tículo 11, apartado 7, del Acuerdo de Cielos Abiertos [«Las 
Partes podrán solicitarse mutuamente asistencia, en nom
bre de sus respectivas líneas aéreas […]»].
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91.  Sin embargo, otras muchas formulacio
nes en el Acuerdo de Cielos Abiertos aluden 
expresamente a los derechos y obligacio
nes de los justiciables y, en particular, dicho 
Acuerdo se dirige directamente a las líneas 
aéreas y demás proveedores de servicios.  76 
En parte, el Acuerdo de Cielos Abiertos prevé 
incluso derechos de «cualquier persona».  77 
Estas formulaciones evidencian que el Acuer
do de Cielos Abiertos también afecta, como 
mínimo, a la posición jurídica de los justicia
bles, y en particular, de las líneas aéreas.

92.  Esta impresión se corrobora si se incluye 
en el examen el Preámbulo del Acuerdo de 
Cielos Abiertos. En él se habla de la «com
petencia entre líneas aéreas», la cual, «con 
mínima interferencia y regulación por parte 
del Estado», se debe promover,  78 reforzar,  79 y 

proteger de los efectos negativos de las sub
venciones públicas.  80 Se formula el propósi
to de «abrir el acceso a los mercados»,  81 y el 
deseo de «brindar a las líneas aéreas la po
sibilidad de ofrecer al viajero y al expedidor 
precios y servicios competitivos en mercados 
abiertos».  82 Asimismo se pretende mejorar 
el acceso de las líneas aéreas a los mercados 
mundiales de capitales.  83 Se trata, pues, del 
logro de las libertades económicas clásicas. 
Estos objetivos son característicos de los 
acuerdos internacionales, cuyo contenido no 
se agota en la regulación de las relaciones en
tre las Partes contratantes, sino que también 
contempla la posición jurídica de los opera
dores económicos concretos. En el Acuerdo 
de Cielos Abiertos, el papel del individuo des
taca especialmente en aquellos pasajes en los 
que se habla de empresas (líneas aéreas), pa
sajeros, viajeros, expedidores, consumidores 
e incluso de trabajadores.  84

76  — � Véanse, por ejemplo, el artículo 3, apartado 2 [«Las líneas 
aéreas podrán, en todos sus vuelos o cualesquiera de estos, 
a su discreción […]»], el artículo 3, apartado 5 [«Las líneas 
aéreas podrán desarrollar actividades de transporte aéreo 
internacional sin verse sometida a limitación alguna en 
relación con […]»], el artículo 10, apartado 1 («Las líneas 
aéreas de cualquiera de las Partes tendrán derecho a esta
blecer sucursales en el territorio de la otra Parte para la pro
moción y venta de transporte aéreo y actividades conexas»), 
el artículo 10, apartado 4, segunda frase [«Las líneas aéreas 
gozarán del derecho a vender […] transporte […]»], el ar
tículo  10, apartado  5 [«Toda línea aérea tendrá derecho 
a convertir y remitir […] a su territorio nacional […] los 
ingresos […]»], y el artículo 17, apartado 1, del Acuerdo de 
Cielos Abiertos [«Los proveedores de sistemas informatiza
dos de reserva […] estarán habilitados para […]»].

77  — � Artículo 10, apartado 4, segunda frase, del Acuerdo de Cie
los Abiertos: «[…] cualquier persona podrá […]».

78  — � Primer considerando del Preámbulo del Acuerdo de Cielos 
Abiertos.

79  — � Undécimo considerando del Preámbulo del Acuerdo de 
Cielos Abiertos.

93.  La sentencia Intertanko,  85 a la que se han 
remitido varias instituciones y Gobiernos en 
sus observaciones escritas al Tribunal de Jus
ticia, no desvirtúa la consideración de que el 
Acuerdo de Cielos Abiertos afecta a la posi
ción jurídica de los justiciables.

80  — � Séptimo considerando del Preámbulo del Acuerdo de Cie
los Abiertos.

81  — � Décimo considerando del Preámbulo del Acuerdo de Cielos 
Abiertos.

82  — � Tercer considerando del Preámbulo del Acuerdo de Cielos 
Abiertos.

83  — � Undécimo considerando del Preámbulo del Acuerdo de 
Cielos Abiertos.

84  — � Véanse, al respecto, los considerandos segundo, tercero, 
cuarto y décimo del Preámbulo del Acuerdo de Cielos 
Abiertos.

85  — � Citada en la nota 29 supra.
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94.  Es cierto que en el asunto Intertanko el 
Tribunal de Justicia infirió de la naturaleza 
y el sistema de la Convención de las Nacio
nes Unidas sobre el Derecho del Mar  86 que 
dicha Convención sólo regula las relaciones 
entre las Partes contratantes y no otorga a 
los particulares derechos ni libertades autó
nomos, aun cuando en ocasiones se refiere a 
los buques y a los derechos de los mismos.  87 
En la sentencia Intertanko, los derechos y 
obligaciones de aquellos que navegan con bu
ques por los espacios marinos se consideran 
simplemente un corolario de los derechos y 
obligaciones de los respectivos Estados del 
pabellón de los buques.  88

95.  Ahora bien, el mero hecho de que el ejer
cicio de los derechos conferidos por un acuer
do internacional se supedite a la nacionalidad 
que posea la persona afectada o al pabellón 
que enarbolen el buque o la aeronave, no se 
opone a la aplicabilidad directa de la disposi
ción correspondiente de dicho acuerdo inter
nacional.  89 El principio universalmente reco
nocido de que cada Estado fija los requisitos 
exigidos para conceder su nacionalidad a las 

personas f ísicas y jurídicas  90 tampoco exclu
ye por sí mismo que las disposiciones de un 
acuerdo internacional supeditadas a la nacio
nalidad afecten a la posición jurídica de los 
particulares.

86  — � La Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho 
del Mar (DO 1998, L 179, p. 3; RTNU vol. 1833, p. 397) fue 
firmada el 10 de diciembre de 1982 en Montego Bay y entró 
en vigor el 16  de  noviembre de 1994. Mediante Decisión 
98/392/CE del Consejo, de 23 de marzo de 1998 (DO L 179, 
p. 1), se aprobó esta Convención en nombre de la entonces 
Comunidad Europea.

87  — � Sentencia Intertanko, citada en la nota 29 supra, especial
mente los apartados 58, 59, 61 y 64.

88  — � Sentencia Intertanko, citada en la nota 29 supra, especial
mente los apartados 60 a 62.

89  — � En este sentido se pronuncia la Corte Internacional de 
Justicia (CIJ) en su sentencia de 27 de junio de 2001 en el 
asunto LaGrand (Alemania c. Estados Unidos de América), 
C.I.J.  Recueil 2001, p.  466, apartado  76, última frase, al 
declarar que el artículo  36, apartado  1, de la Convención 
de Viena sobre relaciones consulares de 24 de abril de 1963 
(RTNU vol.  596, S. 261) confiere a los particulares dere
chos inalienables, a diferencia de los derechos individuales 
derivados de los ordenamientos jurídicos estatales (francés: 
«des droits intransgressibles de l’individu par opposition à 
des droits individuels dérivés des droits des États»; inglés: 
«immutable individual rights, as opposed to individual 
rights derivative of the rights of States»).

96.  La mayoría de los convenios internacio
nales prevén derechos y obligaciones úni
camente para los nacionales de las Partes 
contratantes. Si se excluyera la aplicabilidad 
directa sólo debido a este vínculo establecido 
con la nacionalidad, los justiciables no po
drían invocar prácticamente nunca las dis
posiciones que les afectan recogidas en los 
acuerdos internacionales.

97.  Pero incluso dejando a un lado esta con
sideración, cabe afirmar que la solución dada 
en la sentencia Intertanko en relación con la 
Convención de las Naciones Unidas sobre 
el Derecho del Mar no puede extrapolarse 
sin más al Acuerdo de Cielos Abiertos aquí 
controvertido.

98.  En efecto, la Convención de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar pone mayor 
énfasis en la regulación de las relaciones entre 
los Estados y concede menor importancia a 
la posición jurídica de los justiciables que el 
Acuerdo de Cielos Abiertos. La Convención 
de las Naciones Unidas sobre el Derecho del 
Mar tiene como objetivo principal codificar, 
precisar y desarrollar reglas de Derecho in
ternacional general relativas a la cooperación 

90  — � Este principio se recoge, por ejemplo, en el artículo 19 del 
Convenio de Chicago y en el artículo  91, apartado  1, de 
la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho 
del Mar.
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pacífica de la comunidad internacional en la 
exploración, la utilización y la explotación de 
los espacios marítimos  91 así como estable-
cer una «Constitución de los mares».  92 Esta 
Convención pretende asimismo establecer en 
todos esos espacios marítimos un justo equi-
librio entre los intereses de los Estados en su 
condición de Estados ribereños y los intere-
ses de los Estados en su condición de Estados 
del pabellón, que pueden entrar en conflicto, 
para lo cual las Partes contratantes han pre-
visto fijar los límites materiales y espaciales 
de sus respectivos derechos soberanos.  93

99.  En el Acuerdo de Cielos Abiertos, las re
ferencias a los particulares y las empresas son 
mucho más evidentes que en la Convención 
de las Naciones Unidas sobre el Derecho del 
Mar,  94 y el Preámbulo de dicho Acuerdo re
salta, como se ha señalado anteriormente,  95 
la relevancia del individuo y de las empresas 
con una claridad que no tiene equivalente en 
la Convención mencionada.

100.  Además, la existencia de un Comité 
Mixto y de un procedimiento de arbitraje al 
que se someterán las controversias relativas a 
la aplicación y la interpretación del Acuerdo 
de Cielos Abiertos que se susciten entre las 
Partes contratantes  96 tampoco excluye nece
sariamente la posibilidad de que este Acuerdo 
afecte a la posición jurídica de los justiciables 
y de que algunas de sus disposiciones relati
vas a las personas f ísicas o jurídicas resulten 

directamente aplicables.  97 En efecto, a dife
rencia de lo que ocurre con el Derecho de la 
OMC, el Acuerdo de Cielos Abiertos se basa 
mucho menos en las negociaciones entre las 
Partes Contratantes y en la reciprocidad.  98

91  — � Sentencia Intertanko, citada en la nota 29  supra, apar
tado 55; véase también el cuarto considerando de la Con
vención sobre el Derecho del Mar.

92  — � Véanse al respecto mis conclusiones presentadas en el 
asunto Intertanko, citado en la nota 29 supra, punto 55.

93  — � Sentencia Intertanko, citada en la nota 29  supra, 
apartado 58.

94  — � Véase al respecto el punto 91 de las presentes conclusiones.
95  — � Véase al respecto el punto 92 de las presentes conclusiones.
96  — � Artículos 18 y 19 del Acuerdo de Cielos Abiertos.

101.  Por todo ello, considero que cabe con
cluir que, habida cuenta de su naturaleza 
y su sistema, el Acuerdo de Cielos Abiertos 
puede afectar a la posición jurídica de los 
justiciables. En consecuencia, en el marco de 
los litigios suscitados por los justiciables, el 
Acuerdo de Cielos Abiertos puede, en princi
pio, aplicarse como criterio para examinar la 
validez de los actos adoptados por las institu
ciones de la Unión Europea.

—  Carácter incondicional y suficientemente 
preciso de las disposiciones controvertidas 
del Acuerdo de Cielos Abiertos

102.  Concretamente, el órgano jurisdiccio
nal remitente hace referencia a tres disposi
ciones del Acuerdo de Cielos Abiertos: el ar
tículo 7, el artículo 11, apartado 2, letra c), y 

97  — � Numerosos acuerdos de cooperación o de asociación cele
brados entre la Unión Europea y terceros Estados contienen 
asimismo disposiciones sobre comités mixtos y procedi
mientos de arbitraje sin que el Tribunal de Justicia las haya 
considerado óbice a la aplicabilidad directa de dichos acuer
dos; véanse, entre otros, los artículos 22 a 25 del Acuerdo de 
12 de septiembre de 1963, por el que se crea una Asociación 
entre la Comunidad Económica Europea y Turquía (DO 
1964, no 217, p. 3687), así como los artículos 105 y 111 del 
Acuerdo de 2 de mayo de 1992 sobre el Espacio Económico 
Europeo (DO 1994, L 1, p. 3).

98  — � Consecuentemente, ninguno de los interesados en el pre
sente procedimiento prejudicial ha esgrimido las dispo
siciones relativas al Comité Mixto y al procedimiento de 
arbitraje para negar la aplicabilidad directa del Acuerdo de 
Cielos Abiertos.
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el artículo 15, apartado 3. Cada una de estas 
disposiciones deberá analizarse por separa-
do a fin de dilucidar si son, desde el punto de 
vista de su contenido, incondicionales y sufi-
cientemente precisas para fungir de criterio 
de validez de la Directiva 2008/101.

103.  Dicho muy sencillamente, el artículo  7 
del Acuerdo de Cielos Abiertos prevé que las 
leyes y reglamentaciones vigentes en el terri
torio de una Parte contratante rigen también 
para las aeronaves, pasajeros, tripulación y 
carga de otra Parte contratante, que debe
rán cumplir dichas leyes y reglamentaciones 
cuando se encuentren en dicho territorio. 
Esta disposición es, desde el punto de vista de 
su contenido, incondicional y, en particular, 
no presupone necesariamente la adopción 
de normas de aplicación internas por par
te de las Partes contratantes del Acuerdo de 
Cielos Abiertos. Esta disposición es también 
suficientemente precisa y permite determinar 
las consecuencias jurídicas concretas que de 
la misma se derivan para los justiciables. Des
cribe de modo detallado la naturaleza de las 
leyes y reglamentaciones de las que se trata,  99 
y establece categóricamente que dichas leyes 
y reglamentaciones «se aplicarán» y «cum
plirán». Además, el artículo  7 del Acuerdo 
de Cielos Abiertos se dirige concretamente 
a los justiciables como destinatarios, puesto 
que las leyes y reglamentaciones de las que se 
trata rigen, en especial, para las líneas aéreas 
(aeronaves y carga), los pasajeros y la tripu
lación, los cuales deberán cumplirlas. Por 

consiguiente, el artículo  7 del Acuerdo de 
Cielos Abiertos cumple todos los requisitos 
exigidos para su aplicabilidad directa.

99  — � Se trata de leyes y reglamentaciones relativas a la entrada y 
salida, así como a la operación y navegación de aeronaves 
(artículo 7, apartados 1 y 2, del Acuerdo de Cielos Abier
tos). A ello se suman las disposiciones relativas a la entrada 
de pasajeros, despacho, inmigración, pasaportes, aduana, 
cuarentena y correo (artículo 7, apartado 2, del Acuerdo de 
Cielos Abiertos).

104.  Dicho también muy sencillamente, el 
artículo  11, apartado  2, letra  c), del Acuer
do de Cielos Abiertos prevé una exención de 
los impuestos, derechos, gravámenes y tasas 
sobre combustible, lubricantes y suministros 
técnicos consumibles usados por aeronaves 
de las Partes contratantes. Ciertamente, esta 
disposición es suficientemente precisa como 
para ser aplicada directamente, toda vez que 
concretiza los bienes que gozan de la exen
ción y determina de qué exención se trata. 
Empero, no es incondicional, dado que la 
exención sólo se concede «en condiciones de 
reciprocidad».  100 La cuestión de si, en una fe
cha determinada, una compañía aérea puede 
hacer valer la exención ante determinada Par
te contratante del Acuerdo de Cielos Abiertos 
depende, por lo tanto, del comportamiento 
de la otra Parte contratante en esa fecha. Una 
compañía aérea estadounidense sólo podrá 
hacer valer ante las autoridades europeas la 
exención prevista en el Acuerdo de Cielos 
Abiertos si, y en la medida en que, en esa fe
cha, las autoridades del Estado en el que está 
establecida también conceden dicha exen
ción a las compañías aéreas europeas. Habida 
cuenta de la existencia de esta condición no 
se cumplen los requisitos exigidos para una 

100  — � En la sentencia International Fruit Company, citada en la 
nota 30 supra, apartado 21, el Tribunal de Justicia consi
deró el principio de reciprocidad recogido en el Preám
bulo del GATT de 1947 («sobre una base de reciprocidad y 
de mutuas ventajas mutuas») un indicio más en contra de 
la aplicabilidad directa de sus disposiciones.
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aplicabilidad directa del artículo  11, aparta-
do 2, letra c), del Acuerdo de Cielos Abiertos.

105.  El artículo 15, apartado 3, primera frase, 
del Acuerdo de Cielos Abiertos establece que, 
cuando se establezcan medidas ambientales, 
deberán observarse las normas aprobadas 
por la OACI para las actividades de aviación 
«excepto si se han notificado diferencias». 
Esta disposición no es incondicional ni sui
cientemente precisa para su inmediata apli
cación, puesto que en su último inciso [«ex
cepto […]»] se remite al Derecho de la OACI 
y no regula por sí misma cuándo es posible 
divergir de las normas medioambientales 
aprobadas por la OACI. Además, tampoco es 
evidente que esta disposición pueda afectar a 
la posición jurídica de los justiciables, ya que 
se trata de «establecer», en interés general, 
medidas ambientales y no de su aplicación a 
las líneas aéreas.

106.  En el artículo  15, apartado  3, segunda 
frase, del Acuerdo de Cielos, las Partes con
tratantes se comprometen a aplicar cuales
quiera medidas ambientales que afecten a 
los servicios aéreos, de conformidad con el 
artículo  2 y el artículo  3, apartado  4, de di
cho Acuerdo. A diferencia del artículo  15, 

apartado  3, primera frase, esta disposición 
se refiere específicamente a la aplicación de 
medidas ambientales a las compañías aéreas, 
de modo que puede afectar de manera con
creta a la posición jurídica de las mismas. El 
artículo  15, apartado  3, segunda frase, del 
Acuerdo de Cielos dispone, desde el pun
to de vista de su contenido, que las medidas 
ambientales se aplicarán a las líneas aéreas 
de conformidad con el principio de igualdad 
de oportunidades y equidad (artículo  2 del 
Acuerdo de Cielos Abiertos). Además, es ne
cesario garantizar especialmente el derecho 
de las líneas aéreas a establecer la frecuencia 
y capacidad de transporte aéreo internacional 
que quieran ofrecer, sobre la base de conside
raciones comerciales de mercado (artículo 3, 
apartado  4, primera frase, del Acuerdo de 
Cielos Abiertos). Asimismo, deberán apli
carse condiciones uniformes con arreglo al 
artículo 15 del Convenio de Chicago («Con
venio de la OACI») (artículo 3, apartado 4, se
gunda frase, del Acuerdo de Cielos Abiertos). 
Todas estas exigencias tienen en común, en 
definitiva, que las medidas ambientales debe
rán aplicarse a las líneas aéreas de manera no 
discriminatoria y sin menoscabar la igualdad 
de oportunidades de las líneas aéreas en un 
entorno competitivo. Estas exigencias son in
condicionales y suficientemente precisas. De 
modo similar a la prohibición de discrimina
ción recogida en diversos acuerdos de asocia
ción y cooperación y a las normas en materia 
de competencia vigentes en el mercado único 
europeo,  101 estas disposiciones pueden ser di
rectamente aplicables.

101  — � Sobre las normas que prohíben la discriminación véase la 
jurisprudencia citada en la nota 60 supra. En lo que atañe 
a las normas sobre competencia, ha quedado acreditado 
que los artículos 101 TFUE y 102 TFUE son directamente 
aplicables [véase la sentencia de 30  de  enero de 1974, 
BRT y Société belge des auteurs, compositeurs et éditeurs 
(127/73, Rec. p. 51), apartados 15 a 17].
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iv) Conclusión parcial

107.  Por consiguiente, únicamente el ar
tículo  7 y el artículo  15, apartado  3, se
gunda frase, del Acuerdo de Cielos Abier
tos pueden aplicarse en el presente asunto 
como criterio para examinar la validez de la 
Directiva 2008/101.

2.  Derecho internacional consuetudinario 
[primera cuestión, letras a) a d)]

108.  No se discute que la Unión Europea, ade
más de por los acuerdos internacionales que 
le son aplicables, también está vinculada por 
el Derecho internacional consuetudinario,  102 
como corroboran el artículo 3 TUE, aparta
do  5, segunda frase [«estricto respeto y […] 
desarrollo del Derecho internacional»]. Los 
principios pertinentes del Derecho interna
cional consuetudinario son parte integrante 
del ordenamiento jurídico de la Unión.  103

109.  No obstante, la jurisprudencia de los 
tribunales de la Unión no se ha pronunciado 

hasta el momento acerca de si, y, en su caso, 
en qué medida, puede aplicarse un principio 
del Derecho internacional consuetudinario 
como criterio para examinar la validez de los 
actos adoptados por la Unión. Al parecer, los 
tribunales de la Unión no han tenido ocasión 
de llevar a cabo un examen de validez de este 
tipo. Hasta ahora, el Derecho internacional 
consuetudinario sólo ha sido invocado en 
la jurisprudencia para interpretar normas y 
principios del Derecho de la Unión.  104

102  — � Véanse las sentencias del Tribunal de Justicia dictadas en 
los asuntos Poulsen y Diva Navigation, apartados 9 y 10; 
Racke, apartados 45 y 46; Intertanko, apartado 51, todas 
ellas citadas en la nota 29  supra, así como la sentencia 
Brita, citada en la nota 41 supra, apartados 40 a 42; véase 
también la sentencia del Tribunal de Primera Instancia 
de 22 de enero de 1997, Opel Austria/Consejo (T-115/94, 
Rec. p. II-39), en particular apartado 90.

103  — � Sentencia Racke, citada en la nota 29 supra, apartado 46.

110.  Como acertadamente han señalado va
rias instituciones y varios Gobiernos parte 
en el presente procedimiento, estos criterios 
no deberían diferir de los criterios aplica
bles para apreciar si, y, en su caso, en q  ué 
medida, la validez de los actos de la Unión 

104  — � En las sentencias de 24  de  noviembre de 1993, Mondiet 
(C-405/92, Rec. p.  I-6133), apartados  11 a  16, Poulsen y 
Diva Navigation, citada en la nota 29 supra, apartado 11, 
última frase, y Brita, citada en la nota 41  supra, espe
cialmente el apartado  45, el Derecho internacional 
consuetudinario se aplica únicamente como criterio 
de interpretación de los actos de las instituciones de la 
Unión. En la sentencia Racke, citada en la nota 29 supra, 
apartado 47, se recalca que la validez de un Reglamento 
comunitario sólo se impugna con carácter incidental, 
mientras que la demandante basa sus derechos directa
mente en un Acuerdo de la Comunidad con un país ter
cero. En la sentencia Opel Austria/Consejo, citada en la 
nota 102 supra, apartados 93 y 94, el Tribunal de Primera 
Instancia aplicó el principio de protección de la confianza 
legítima, reconocido como principio general del Derecho 
de la Unión, y que, según declara el Tribunal de Primera 
Instancia, se corresponde con el principio de buena fe del 
Derecho internacional consuetudinario. No obstante, en 
aquel asunto, el criterio de validez del acto de la Unión 
controvertido era, en definitiva, un acuerdo internacional 
(el Acuerdo EEE) y no un principio general del Derecho 
de la Unión o del Derecho internacional consuetudinario 
(sentencia Opel Austria/Consejo, apartado 95).
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puede examinarse sobre la base de los acuer-
dos internacionales.

111.  En efecto, por un lado, no existe ningún 
motivo fundado que justifique que las exigen
cias impuestas a los justiciables para invo
car los principios del Derecho internacional 
consuetudinario deban ser menos gravosas 
que las impuestas para invocar los acuerdos 
internacionales. En el procedimiento ante el 
Tribunal de Justicia, las demandantes en el 
litigio principal y las asociaciones que han in
tervenido en su apoyo tampoco han alegado 
ningún motivo en este sentido.

112.  Por otro lado, muchos de los principios 
del Derecho internacional consuetudinario 
han sido, entretanto, codificados en acuerdos 
internacionales.  105 No tendría sentido que los 
criterios establecidos para la invocación de 
un principio del Derecho internacional por 
parte de los justiciables fuesen diferentes, de
pendiendo de que dicho principio forme par
te del Derecho internacional consuetudinario 
o esté plasmado en un acuerdo internacional.

113.  De conformidad con la jurisprudencia 
relativa a los acuerdos internacionales que ya 
se ha examinado,  106 propongo al Tribunal de 
Justicia que declare que los principios del De
recho internacional consuetudinario se reco
nocen como criterio para examinar la validez 

de los actos de la Unión únicamente cuando 
concurren dos requisitos:

105  — � Véanse las sentencias Poulsen y Diva Navigation, citada en 
la nota 29 supra, apartado 10; Mondiet, citada en la nota 
104 supra, apartado 13, y Brita, citada en la nota 41 supra, 
apartado 40.

106  — � Jurisprudencia citada en la nota 35 supra; véanse, en ese 
mismo sentido, las conclusiones del Abogado General Jac
obs presentadas el 4  de  diciembre de 1997 en el asunto 
Racke (sentencia citada en la nota 29 supra), en particular 
los puntos 84 y 85.

—	 En primer lugar, debe tratarse de un prin
cipio del Derecho internacional consue
tudinario que vincule a la Unión Europea.

—	 En segundo lugar, la naturaleza y el sis
tema de dicho principio del Derecho 
internacional consuetudinario no debe 
oponerse a dicho examen de validez, y el 
principio debe ser, desde el punto de vista 
de su contenido, incondicional y suficien
temente preciso.

114.  En el marco del segundo requisito debe 
tenerse en cuenta que, en el presente asun
to, la cuestión de la validez de la Directiva 
2008/101 se plantea en un litigio suscitado 
por justiciables, a saber, varias compañías aé
reas y una asociación de compañías aéreas.  107

a)  Sobre la existencia de los principios del 
Derecho internacional consuetudinario con
trovertidos y su carácter vinculante para la 
Unión Europea

115.  Tal como se desprende del artículo 38, 
apartado  1, letra  b), del Estatuto de la Cor
te Internacional de Justicia,  108 el Derecho 
internacional consuetudinario constituye 

107  — � Véase el punto 50 de las presentes conclusiones; en idén
tico sentido, véanse las conclusiones del Abogado General 
Jacobs presentadas en el asunto Racke (sentencia citada en 
la nota 29 supra), especialmente los puntos 71 y 84.

108  — � El Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, de 
26 de junio de 1945, es parte integrante de la Carta de las 
Naciones Unidas (RTNU vol. 1, p. XVI).
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una de las fuentes generalmente aceptadas 
del Derecho internacional. El nacimiento de 
una costumbre internacional exige una prác-
tica generalizada por parte de los sujetos de 
Derecho internacional (consuetudo; compo-
nente objetivo), reconocida como Derecho 
(opinio iuris sive necessitatis; componente 
subjetivo).  109

116.  Algunos principios del Derecho inter
nacional consuetudinario han quedado co
dificados en convenios multilaterales en cuya 
elaboración intervino un número muy eleva
do y representativo de sujetos del Derecho 
internacional. Éste es el caso, en particular, 
de algunas disposiciones del Convenio de 
Chicago,  110 de la Convención de las Naciones 
Unidas sobre la Alta Mar,  111 y de la Conven
ción de las Naciones Unidas sobre el Derecho 
del Mar.  112

109  — � Véanse, en particular, las sentencias de la CIJ de 
20  de  febrero de 1969, en los asuntos sobre la plata
forma continental del Mar del Norte (Alemania c. Paí
ses Bajos y Alemania c. Dinamarca, C.I.J.  Recueil 1969, 
p. 4), apartado 77, y de 27 de junio de 1986 en el asunto 
sobre las actividades militares y paramilitares en y contra 
el Gobierno de Nicaragua (Nicaragua c. Estados Unidos 
de América), sentencia «Nicaragua», C.I.J.  Recueil 1986, 
p. 14, apartados 183 y 184.

110  — � El artículo 1 del Convenio de Chicago, que aquí interesa, 
contiene la formulación «Los Estados contratantes reco
nocen […]», la cual indica que se trata de la codificación 
de un principio preexistente del Derecho internacional.

111  — � La Convención Internacional sobre la Alta Mar, abierta a 
la firma el 29 de abril de 1958 en Ginebra y que entró en 
vigor el 30 de septiembre de 1962 (RTNU vol. 450, pp. 11 
a 82), señala en el primer considerando de su Preámbulo 
el deseo de las Partes contratantes de «codificar las nor
mas de Derecho Internacional referentes a la alta mar». 
El Tribunal de Justicia también reconoció este extremo en 
la sentencia Poulsen y Diva Navigation, citada en la nota 
29 supra, apartado 10.

112  — � El séptimo considerando del Preámbulo de la Convención 
de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar menciona 
«el desarrollo progresivo y la codificación del derecho del 
mar logrados en esta Convención». La jurisprudencia con
firma este extremo; véanse, por ejemplo, la sentencia de la 
CIJ Nicaragua, citada en la nota 109 supra, apartado 212, 
y las sentencias del Tribunal de Justicia Poulsen y Diva 
Navigation, citada en la nota 29 supra, apartado 10; Mon
diet, citada en la nota 104 supra, apartado 13, e Intertanko, 
citada en la nota 29 supra, apartado 55.

117.  Las partes que han intervenido en este 
procedimiento prejudicial coinciden, en prin
cipio, en que el Convenio de Chicago y la 
Convención de las Naciones Unidas sobre el 
Derecho del Mar constituyen una referencia 
a la hora de determinar la existencia o inexis
tencia de los principios del Derecho interna
cional consuetudinario controvertidos en el 
presente asunto así como su carácter vincu
lante para la Unión Europea.

i) La soberanía de los Estados sobre su espa
cio aéreo [primera cuestión, letra a)]

118.  El principio de la soberanía de los Es
tados sobre su espacio aéreo (a veces deno
minada «soberanía en el espacio aéreo») es 
corolario de la soberanía de los Estados sobre 
su respectivo territorio.  113 Este principio ya 
se contemplaba en 1919 en el artículo  1 del 
Acuerdo Aéreo de París.  114 Actualmente se 
encuentra codificado en el artículo 1 del Con
venio de Chicago, del que en este momento 
son parte 190 Estados, entre los que figuran 
todos los Estados miembros de la Unión Eu
ropea. Con todo, conviene señalar, como tam
bién ha reconocido la Corte Internacional de 
Justicia, que la normativa convencional se ha 

113  — � CIJ, sentencia Nicaragua, citada en la nota 109  supra, 
apartado 212.

114  — � Convention portant réglemenation de la navigation 
aérienne [acordada en París el 13 de octubre de 1919, y que 
entró en vigor en 1922, Recueil des Traités de la Société des 
Nations, Serie XI [1922], pp. 173 y ss.]. Esta Convención 
fue ratificada en aquel entonces por un total de 33 Estados. 
Su artículo 1 y el artículo 1 del Convenio de Chicago con
tienen formulaciones esencialmente idénticas.
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limitado a plasmar un principio del Derecho 
internacional consuetudinario que ya existía 
desde hace mucho tiempo.  115

119.  El hecho de que la Unión Europea no 
sea Parte contratante del Convenio de Chi
cago no obsta su compromiso respecto del 
principio de soberanía de los Estados sobre su 
espacio aéreo, principio que forma parte del 
Derecho internacional consuetudinario y que 
fue codificado en dicho Convenio,  116 puesto 
que un principio del Derecho internacional 
consuetudinario sigue existiendo con entidad 
propia junto con los convenios internaciona
les que lo codifican.  117

ii) Ilegitimidad de las reivindicaciones de so
beranía sobre la alta mar [primera cuestión, 
letra b)]

120.  El principio según el cual ningún Esta
do podrá pretender legítimamente someter 
cualquier parte de la alta mar a su soberanía, 

es una manifestación de la libertad de la alta 
mar, cuyos orígenes conceptuales se remon
tan, como mínimo, al año 1609.  118 La libertad 
de la alta mar está reconocida internacional
mente, a más tardar, desde comienzos del 
siglo XX.  119

115  — � Francés: «Il est hors de doute pour la Cour que ces pres
criptions du droit conventionnel ne font que correspondre 
à des convictions qui, depuis longtemps, sont bien établies 
en droit international coutumier»; inglés: «The Court has 
no doubt that these prescriptions of treaty-law merely 
respond to firmly established and longstanding tenets of 
customary international law» (CIJ, sentencia Nicaragua, 
citada en la nota 109 supra, apartado 212, última frase).

116  — � En idéntico sentido, en relación con la Convención de 
Viena sobre el Derecho de los Tratados, véanse las sen
tencias Racke, dictada en la nota 29 supra, apartados 24, 
45 y 46, y Brita, citada en la nota 41 supra, apartado 42; 
en términos similares, en relación con el Derecho de 
Alta Mar, véase la sentencia Mondiet, citada en la nota 
104 supra, apartado 13.

117  — � En idéntico sentido, véase la sentencia de la CIJ Nicaragua, 
citada en la nota 109 supra, apartados 174 a 179.

121.  En el año 1958, la Convención sobre la 
Alta Mar codificó el principio de que ningún 
Estado podrá pretender legítimamente some
ter cualquier parte de la alta mar a su sobe
ranía en su artículo  2, primera frase, y más 
tarde, la Convención de las Naciones Unidas 
sobre el Derecho del Mar lo recogió en su ar
tículo 89 bajo el título «Ilegitimidad de las rei
vindicaciones de soberanía sobre la alta mar». 
En la actualidad son parte de la Convención 
de las Naciones Unidas sobre el Derecho del 
Mar un total de 162 Estados, entre los que se 
encuentran la Unión Europea  120 –entonces 
Comunidad Europea– y todos sus Estados 
miembros.

122.  Habida cuenta de la existencia de una 
práctica mantenida entre los Estados desde, 
como mínimo, hace un siglo, así como de 
su amplio reconocimiento, incluida la par
ticipación de la Unión Europea y de todos 
sus Estados miembros, cabe presumir que el 

118  — � Véase al respecto el tratado «Mare liberum» («Alta 
Mar»), de Hugo Grocio (1609), que conserva su carácter 
orientativo.

119  — � Véase la sentencia de la Corte Permanente de Justicia 
Internacional (CPJI) de 7  de  septiembre de 1927 en el 
asunto Lotus (Francia c. Turquía), C.P.J.I Recueil, serie A, 
no 10, p. 25.

120  — � Véase la Decisión de aprobación del Consejo mencionada 
en la nota 86 supra.
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artículo 89 de la Convención de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar representa 
la codificación de un principio del Derecho 
internacional consuetudinario  121 vinculante 
para la Unión Europea. Este extremo no ha 
sido cuestionado por ninguna de las partes 
del presente procedimiento prejudicial.

123.  Durante el procedimiento prejudicial 
se suscitaron dudas sobre si el principio de 
la ilegitimidad de las reivindicaciones de so
beranía sobre la alta mar puede ser relevan
te en el marco del examen de la validez de la 
Directiva 2008/101. No obstante, a este res
pecto basta señalar que, según jurispruden
cia reiterada, las cuestiones planteadas por el 
órgano jurisdiccional remitente disfrutan de 
una presunción de pertinencia.  122 Dado que 
no resulta evidente que la primera cuestión, 
letra  b), sea irrelevante para la decisión del 
litigio principal, propongo al Tribunal de Jus
ticia que entre a analizarla.

iii)  La libertad de sobrevuelo de la alta mar 
[primera cuestión, letra c)]

124.  En 1958, el artículo 2, tercera frase, nú
mero 4, de la Convención sobre la Alta Mar ya 
mencionaba también la libertad de sobrevolar 

alta mar («libertad de sobrevuelo»), codifica
da actualmente en el artículo 87, apartado 1, 
tercera frase, letra b), de la Convención de las 
Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar.

121  — � En este mismo sentido, véase la sentencia de la CIJ de 
25  de  julio de 1974, en un asunto relativo a compe
tencias en materia de pesca (Reino Unido c. Islandia), 
C.I.J. Recueil, p. 3, apartado 50.

122  — � Sentencias de 22  de  diciembre de 2008, Régie Net
works (C-333/07, Rec. p.  I-10807), apartados  46 y  47; 
de 12  de  octubre de 2010, Rosenbladt (C-45/09, Rec. 
p.  I-9391), apartado  33, y de 5  de  abril de 2011, Société 
fiduciaire nationale d’expertise comptable (C-119/09, Rec. 
p. I-2551), apartado 21.

125.  Por los mismos motivos que acaban de 
exponerse en relación con la ilegitimidad de 
las reivindicaciones de soberanía sobre la alta 
mar,  123 la libertad de sobrevuelo de la alta mar 
también debe considerarse un principio del 
Derecho internacional consuetudinario vin
culante para la Unión Europea.

iv)  La supuesta jurisdicción exclusiva sobre 
las aeronaves que sobrevuelan la alta mar 
[primera cuestión, letra d)]

126.  A diferencia de lo que ocurre con los 
principios del Derecho internacional consue
tudinario analizados hasta ahora, la existen
cia del cuarto principio mencionado por el 
órgano jurisdiccional remitente no está libre 
de controversia.

127.  Las demandantes en el litigio principal 
y las asociaciones que han intervenido en su 
apoyo alegan que del Derecho internacional 
consuetudinario se infiere que las aerona
ves que sobrevuelen alta mar están sujetas 

123  — � Puntos 120 a 122 de las presentes conclusiones.
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a la exclusiva jurisdicción de su país de ma-
trícula, salvo lo expresamente previsto por 
tratados internacionales. Mientras algunos 
gobiernos e instituciones no ahondaron en el 
debate sobre este tema, otras partes del pro-
cedimiento, a saber, los Gobiernos alemán, 
francés, británico y noruego, así como la Co-
misión y las asociaciones de defensa del me-
dio ambiente, están convencidos de que no 
existe tal principio del Derecho internacional 
consuetudinario.

128.  En realidad, el principio según el cual, 
dicho de modo sencillo, las naves que se en
cuentran en alta mar están sujetas a la juris
dicción exclusiva del Estado de su pabellón, 
está sólo codificado respecto a los buques, 
pero no así respecto a las aeronaves. Esto se 
desprende del artículo 92, apartado 1, prime
ra frase, de la Convención de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar, así como 
de su disposición precedente, es decir, del ar
tículo 6, apartado 1, primera frase, de la Con
vención sobre la Alta Mar de 1958.

129.  Las disposiciones del artículo 6, aparta
do 1, de la Convención sobre la Alta Mar y del 
artículo 92 de la Convención de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar no pueden 
extrapolarse sin más a las aeronaves recu
rriendo a la analogía. Tal y como se infiere de 
una lectura de ambas Convenciones, sus au
tores diferenciaron claramente entre buques 
y aeronaves, y en numerosas disposiciones 

aplicables a ambos tipos de naves o sólo a 
las aeronaves, estas últimas se mencionan 
expresamente.  124

130.  A la luz de lo expuesto, respecto a las ae
ronaves no mencionadas en el artículo 6 de la 
Convención sobre la Alta Mar y el artículo 92 
de la Convención de las Naciones Unidas so
bre el Derecho del Mar, estas disposiciones 
no pueden considerarse un indicio sólido de 
la existencia de un supuesto principio del De
recho internacional consuetudinario. Máxi
me es esto así al observar que el Convenio 
de Chicago, destinado específicamente a la 
regulación de la navegación aérea, no contie
ne ningún principio relativo a la competen
cia exclusiva de los Estados de registro sobre 
sus aeronaves cuando éstas sobrevuelan alta 
mar. Además, el artículo  4 del Convenio de 
Tokio,  125 que, de modo similar al Convenio de 
Chicago, rige prácticamente a escala mundial, 
permite a los Estados parte perturbar el vuelo 
de una aeronave, en determinados supuestos, 
a fin de ejercer su jurisdicción penal, aunque 
no sean el país de matrícula de la aeronave.

124  — � Véanse, por ejemplo, los artículos 15, 17, 19 a 21, 23, apar
tados 4 y 5, letra b), de la Convención sobre la Alta Mar 
así como el artículo  1, número  5, los artículos  18, apar
tado 2, 19, apartado 2, letra e), 38, 39, 42, apartado 4, 53, 
apartados  1, 5 y  12, los artículos  54, 58, apartado  1, 87, 
apartado 1, letra b), 101 a 107, 110, apartados 4 y 5, 111, 
212, apartado  1, 216, apartado  1, letra  b), 222, 224, 236, 
262 y 298, apartado 1, de la Convención de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar.

125  — � El Convenio sobre infracciones y ciertos otros actos come
tidos a bordo de aeronaves (RTNU vol.  704, p.  219), se 
celebró en Tokio el 14 de septiembre de 1963 y entró en 
vigor el 4 de diciembre de 1969. Actualmente, 185 Estados 
son parte de este Convenio.
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131.  Al parecer, la jurisprudencia relativa al 
principio controvertido pronunciada hasta la 
fecha se refirió únicamente a los buques y no 
a las aeronaves.  126

132.  Por las consideraciones que anteceden, 
propongo al Tribunal de Justicia que decla
re que, actualmente, no existen indicios su
ficientes que apuntalen la existencia de un 
principio del Derecho internacional consue
tudinario según el cual «las aeronaves que 
sobrevuelan alta mar están sujetas a la ex
clusiva jurisdicción de su país de matrícula, 
salvo lo expresamente previsto por tratados 
internacionales».

133.  Por consiguiente, dicho principio no 
puede aplicarse como criterio para exami
nar la validez de actos adoptados por las 
instituciones de la Unión Europea como la 
Directiva 2008/101.

b)  Sobre la idoneidad de los principios del 
Derecho internacional consuetudinario con
trovertidos como criterios de validez en el 
marco de un litigio suscitado por personas 
f ísicas o jurídicas

134.  Aun cuando todo principio del Dere
cho internacional consuetudinario vinculante 

para la Unión Europa obliga a la misma en 
sentido del Derecho internacional público, 
es posible que, atendiendo a la naturaleza y 
al sistema del principio en cuestión, en el ám
bito interno de la Unión Europea éste no sea 
en absoluto idóneo o lo sea únicamente con 
carácter muy restringido para examinar judi
cialmente la validez de los actos de las insti
tuciones de la Unión,  127 especialmente en el 
marco de litigios suscitados por personas f í
sicas o jurídicas.

126  — � Véanse, en particular, la sentencia de la CPJI Lotus, citada 
en la nota 119 supra, y la sentencia Poulsen y Diva Navi
gation del Tribunal de Justicia, citada en la nota 29 supra. 
En la medida en que se pretenda atribuir relevancia a los 
efectos del presente asunto a la sentencia del Tribunal de 
Apelación neozelandés (New Zealand Court of Appeal) 
de 5 de noviembre de 1998 dictada en el asunto Sellers/
Maritime Safety Inspector [(1999) 2 NZLR 44], al que se 
remiten las demandantes en el litigio principal, baste con 
señalar que, al parecer, en dicha sentencia tampoco se tra
taba de aeronaves.

135.  El denominador común de los tres prin
cipios del Derecho internacional consuetudi
nario que constituyen el objeto de las letras a), 
b) y c) de su primera cuestión prejudicial, es 
que todos ellos determinan el alcance de los 
derechos soberanos de los Estados y delimi
tan sus respectivas jurisdicciones.

136.  Habida cuenta de su naturaleza y siste
ma, tales principios no pueden, en absoluto, 
afectar a la posición jurídica de los justicia
bles.  128 Tanto las instituciones como la ma
yoría de los Gobiernos que han presentado 
observaciones en el presente procedimiento 
han señalado con acierto este extremo.

137.  Por consiguiente, en el marco de un li
tigio suscitado por personas f ísicas o jurídi
cas, dichos principios no pueden servir de 
base para examinar la validez de los actos 
adoptados por las instituciones de la Unión 
Europea.  129

127  — � Véanse, respecto a los acuerdos internacionales, los pun
tos 68 y 69 de las presentes conclusiones.

128  — � La situación podría ser distinta en el caso de determinadas 
reglas humanitarias del Derecho internacional consuetu
dinario; véanse, al respecto, las conclusiones del Abogado 
General Jacobs presentadas en el asunto en que recayó 
la sentencia Racke, citada en la nota 29 supra, punto 84, 
última frase.

129  — � La conclusión podría ser distinta en lo que respecta a liti
gios suscitados por las entidades especialmente legitima
das en el sentido del artículo 263 TFUE, apartado 2 (véase 
el punto 75 de las presentes conclusiones).
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3. Conclusión parcial

138.  En resumen, de las disposiciones y prin
cipios del Derecho internacional menciona
dos en la primera cuestión prejudicial, sólo el 
artículo 7 y el artículo 15, apartado 3, segunda 
frase, del Acuerdo de Cielos Abiertos pueden 
aplicarse en el marco de un litigio suscitado 
por personas f ísicas o jurídicas como cri
terios para examinar la validez de los actos 
adoptados por las instituciones de la Unión 
Europea.

B.  Sobre la compatibilidad de la Directiva 
2008/101 con los acuerdos internacionales y 
los principios del Derecho internacional con
suetudinario controvertidos (cuestiones se
gunda, tercera y cuarta)

139.  Las cuestiones segunda, tercera y cuarta 
versan sobre la compatibilidad de la Directi
va 2008/101 con los acuerdos internacionales 
y los principios del Derecho internacional 
consuetudinario invocados por el órgano ju
risdiccional remitente. Dichas cuestiones se 
plantean únicamente para el caso de que se 
responda afirmativamente a la primera cues
tión prejudicial. Del análisis que acabo de 
exponer se desprende que éste es el caso úni
camente del artículo 7 y del artículo 15, apar
tado 3, segunda frase, del Acuerdo de Cielos 
Abiertos. No obstante, también abordaré, con 
carácter subsidiario y en aras de la exhaustivi
dad, el análisis de la compatibilidad de la Di
rectiva 2008/101 con las demás disposiciones 
y principios del Derecho internacional invo
cados por el órgano jurisdiccional remitente.

140.  En el marco del procedimiento ante 
el Tribunal de Justicia, se defendieron al 

respecto posturas jurídicas totalmente con
trarias. Mientras que las demandantes en el 
litigio principal y las asociaciones que han in
tervenido en su apoyo consideran que se han 
vulnerado todos y cada uno de los acuerdos 
internacionales y principios del Derecho in
ternacional consuetudinario controvertidos 
en el presente asunto, las instituciones y Go
biernos que han presentado observaciones 
escritas, así como las asociaciones medioam
bientales adoptan unánimemente una posi
ción diametralmente opuesta.

1.  Compatibilidad con determinados princi
pios del Derecho internacional consuetudina
rio (segunda cuestión)

141.  Mediante su segunda cuestión preju
dicial, el órgano jurisdiccional remitente so
licita que se determine si los principios del 
Derecho internacional consuetudinario ale
gados por las demandantes en el litigio prin
cipal conducen a la invalidez de la Directiva 
2008/101, en la medida en que esta Directi
va incluye en el régimen comunitario de co
mercio de derechos de emisión segmentos de 
vuelo realizados fuera del espacio aéreo de los 
Estados miembros de la Unión Europea.

142.  No se discute que la Unión Europea 
debe ejercer sus competencias respetando el 
Derecho internacional consuetudinario.  130

130  — � Sentencias Poulsen y Diva Navigation, citada en la nota 
29  supra, apartado  9, Racke, citada en la nota 29  supra, 
apartado  45, y de 27  de  septiembre de 1988, Ahlström 
Osakeyhtiö y otros/Comisión, «Zellstoff» (89/85, 104/85, 
114/85, 116/85, 117/85 y 125/85 a 129/85, Rec. p. 5193), 
apartados 15 a 18.
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143.  En el presente asunto, las demandan
tes en el litigio principal y las asociaciones 
que han intervenido en su apoyo reprochan 
al legislador de la Unión, en esencia, haber 
transgredido los principios del Derecho in
ternacional consuetudinario relativos a la 
delimitación de las competencias de los Esta
dos. A su juicio, la inclusión de los tramos de 
vuelo efectuados en el espacio aéreo ajeno a 
la Unión Europea supone la adopción de una 
regulación extraterritorial que vulnera tanto 
los derechos soberanos de terceros Estados 
como la libertad de la alta mar.

144.  Esta acusación no se sostiene. Se basa 
en una lectura errónea y extremadamente su
perficial de las disposiciones de la Directiva 
2008/101.

a) Sobre la ausencia de eficacia extraterrito
rial del régimen de comercio comunitario de 
derechos de emisión

145.  Como acertadamente ha señalado un 
gran número de instituciones y gobiernos 
que han intervenido en el procedimiento, 
la Directiva 2008/101 no contiene ninguna 
disposición con repercusión extraterritorial. 
Esta Directiva no somete la actividad de las 
líneas aéreas en el espacio aéreo de terceros 
Estados ni sobre la alta mar a disposiciones 
imperativas del Derecho de la Unión. En par
ticular, la Directiva 2008/101 no impone a las 

líneas aéreas ningún deber de cubrir con sus 
aeronaves determinadas rutas de vuelo, ob
servar determinados límites de velocidad o 
respetar determinados límites de consumo de 
combustible y de emisión de gases.

146.  El objeto normativo de la Directiva 
2008/101 se refiere única y exclusivamente a 
los despegues y aterrizajes de las aeronaves 
con destino u origen en aeródromos situa
dos en la Unión Europea, y sólo con relación 
a dichos despegues y aterrizajes tiene lugar 
un ejercicio de prerrogativas de poder públi
co frente a las líneas aéreas: estas empresas 
deberán entregar determinado número de 
derechos de emisión dependiendo del tipo de 
vuelo efectuado,  131 so pena de sanción, inclui
da la prohibición de explotación, en caso de 
incumplimiento.  132

147.  El hecho de que el cálculo de los dere
chos de emisión que deberán ser entregados 
se efectúe a partir de la ruta total efectuada 
por el vuelo correspondiente no confiere nin
gún carácter extraterritorial a las disposicio
nes de la Directiva 2008/101. No cabe duda 
de que este modo de proceder tiene en cuenta 
hechos que se desarrollan sobre la alta mar 
o sobre el territorio de terceros Estados. Es 

131  — � Véase el artículo  2, apartado  2  bis, en relación con el 
anexo IV, parte B, de la Directiva 2003/87, en su versión 
modificada por la Directiva 2008/101.

132  — � Artículo 16 de la Directiva 2003/87, en su versión modii
cada por la Directiva 2008/101.
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posible que, indirectamente, ello incite a las 
líneas aéreas a comportarse de tal modo que, 
cuando sobrevuelen alta mar o el territorio de 
terceros Estados, reduzcan al mínimo posi-
ble el consumo de combustible y la emisión 
de gases de efecto invernadero. Ahora bien, 
no tiene lugar una regulación concreta de su 
comportamiento cuando se encuentran en el 
espacio aéreo ajeno a la Unión Europea.

148.  No es en absoluto inhabitual que, al ejer
cer prerrogativas de poder público, un Estado 
o una organización internacional también 
tenga en cuenta hechos, ya sean presentes o 
pasados, acaecidos fuera de sus respectivos 
ámbitos territoriales de competencia. Así, en 
la legislación en materia del impuesto sobre 
la renta de muchos Estados rige el principio 
de renta mundial. También en los ámbitos del 
Derecho de la competencia y el control de las 
concentraciones es una práctica común en 
todo el mundo que las autoridades de defensa 
de la competencia intervengan en contra de 
las prácticas colusivas aunque los acuerdos 
entre empresas hayan sido celebrados fuera 
de su jurisdicción y desplieguen sus efectos 
mayoritariamente fuera del territorio del Es
tado de su competencia.  133 En un asunto en 
materia de pesca, el Tribunal de Justicia de
claró que podrá decomisarse la pesca captu
rada en alta mar en cuanto el buque pesquero 
que enarbola el pabellón de un tercer Estado 

haya arribado a un puerto situado dentro de 
la Unión Europea.  134

133  — � Dos conocidos ejemplos en materia de control europeo de 
las concentraciones se desprenden de las sentencias del 
Tribunal de Primera Instancia de 25  de  marzo de 1999, 
Gencor/Comisión (T-102/96, Rec. p. II-753), apartados 88 
y 90, y de 14 de diciembre de 2005, General Electric/Comi
sión (T-210/01, Rec. p. II-5575).

149.  Determinante desde el punto de vista 
del Derecho internacional es que los hechos 
guarden una conexión suficiente con el Esta
do del que se trata o, en su caso, con la orga
nización internacional de la que se trata. El 
punto de conexión puede basarse en el prin
cipio de territorialidad,  135 el principio de per
sonalidad  136 o, más rara vez, en el principio de 
universalidad.

b)  Sobre la existencia de un punto de co
nexión territorial suficiente

150.  En el presente asunto, la Unión Eu
ropea puede apoyarse en el principio de 
territorialidad.

151.  Con carácter general, la Unión puede 
exigir a todas las empresas que deseen prestar 

134  — � Sentencia Poulsen y Diva Navigation, citada en la nota 
29 supra, apartados 3, 4 y 30 a 34; véase asimismo la sen
tencia Commune de Mesquer, citada en la nota 44 supra, 
apartados 60 y 61, relativa a hidrocarburos vertidos en la 
zona económica exclusiva de un Estado miembro, y que 
después contaminaron sus costas a raíz de un naufragio.

135  — � Sentencia Zellstoff, citada en la nota 130  supra, apar
tado 18; en la sentencia Poulsen y Diva Navigation, citada 
en la nota 29  supra, apartados  30 a  34, la facultad para 
decomisar la carga del buque también se basó, en defini
tiva, en el principio de territorialidad.

136  — � Véase en este sentido la sentencia Mondiet, citada en la 
nota 104 supra, apartado 15, en la que la competencia de 
la entonces Comunidad Europea para adoptar medidas de 
conservación de los recursos pesqueros en alta mar se ini
rió de la competencia del Estado del pabellón.
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servicios en su territorio que observen deter-
minada normativa establecida por el Derecho 
de la Unión. De este modo, la Unión puede 
exigir a las líneas aéreas su participación en 
las medidas de protección del medio ambien-
te y del clima adoptadas en el Derecho de la 
Unión siempre que despeguen o aterricen en 
un aeródromo situado en el territorio de la 
Unión Europea,  137 y en este asunto, su par-
ticipación en el régimen comunitario de co-
mercio de derechos de emisión.

152.  En efecto, el despegue y el aterrizaje 
constituyen dos elementos esenciales y carac
terísticos de todo vuelo. Si el origen o el des
tino de los vuelos es un aeródromo situado en 
el territorio de la Unión Europea, concurre un 
punto de conexión territorial suficiente para 
incluir dichos vuelos en el régimen comunita
rio de comercio de derechos de emisión.

153.  En aplicación de este régimen comuni
tario de comercio de derechos de emisión, 
es posible exigir de las líneas aéreas, cuyos 
vuelos tengan su origen o destino en un aeró
dromo europeo, la entrega de una cantidad de 
derechos de emisión tanto mayor cuanto ma
yor sea la distancia entre los puntos de des
pegue y aterrizaje del correspondiente vuelo. 
Esta consideración de la distancia total del 
vuelo es, en definitiva, una consecuencia del 
principio de proporcionalidad y es conforme 

con el principio de quien contamina paga, re
cogido en la normativa medioambiental.

137  — � La posibilidad de que en el asunto concreto esta facultad 
sea objeto de restricciones en virtud de acuerdos inter
nacionales será analizada en el marco de las cuestiones 
prejudiciales tercera y cuarta; véanse a este respecto los 
puntos 161 a 236 de las presentes conclusiones.

154.  El principio de territorialidad no pro
híbe tener en cuenta los segmentos de vuelo 
efectuados fuera del territorio de la Unión 
Europea al aplicar el régimen comunitario de 
comercio de derechos de emisión. Al contra
rio, este modo de proceder es conforme a la 
naturaleza así como al sentido y la finalidad 
de las medidas destinadas a la protección del 
medio ambiente y del clima. Es bien sabido 
que la contaminación atmosférica no cono
ce fronteras y los gases de efecto invernade
ro contribuyen al cambio climático a escala 
mundial con independencia del lugar de su 
emisión, pudiendo repercutir en cualquier 
Estado o conjunto de Estados, incluida la 
Unión Europea.

155.  En este contexto, también convendría 
establecer una comparación con el asunto en 
materia de pesca mencionado anteriormente. 
Si el principio de territorialidad permite de
comisar en un puerto de la Unión Europea la 
pesca capturada fuera de las fronteras de la 
Unión Europea por un buque que enarbola el 
pabellón de un tercer Estado,  138 entonces no 
puede prohibir que en el momento del des
pegue o del aterrizaje de una aeronave en un 
aeródromo situado en la Unión Europea se 
tengan en cuenta, con el objeto de calcular los 
derechos de emisión que deben entregarse, 
los gases emitidos por dicha aeronave fuera 
del espacio aéreo de la Unión Europea.

138  — � Sentencia Poulsen y Diva Navigation, citada en la nota 
29 supra, apartados 3, 4 y 30 a 34.
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c) Sobre la ausencia de menoscabo de la sobe
ranía de terceros Estados

156.  En contra de la opinión defendida por 
las demandantes en el litigio principal y las 
asociaciones que han intervenido en su apo
yo, la Directiva 2008/101 no impide a terceros 
Estados, ni de Derecho ni de hecho, introdu
cir y aplicar, en su caso, su propio régimen de 
comercio de derechos de emisión al sector de 
la navegación aérea.

157.  Hay que reconocer que con la inclusión 
de los segmentos de vuelo que tienen lugar 
sobre alta mar y sobre el territorio de terceros 
Estados existe el riesgo de una «doble regla
mentación», es decir, de una doble conside
ración de un único segmento en el régimen 
de comercio de derechos de emisión de dos 
Estados. Ese puede ser especialmente el caso 
cuando tanto en el punto de partida como en 
el lugar de destino de un vuelo internacional 
rige un régimen de comercio de derechos 
de emisión, el cual, al igual que la Directiva 
2008/101, computa el trayecto total del vuelo.

158.  Sin embargo, por muy gravosa que una 
doble consideración de este tipo pueda ser 
para las líneas aéreas afectadas, los principios 
del Derecho internacional consuetudinario 
controvertidos no la prohíben. Al contrario, 
el Derecho internacional consuetudinario la 
tolera, del mismo modo que tolera en materia 

de impuestos directos el extendido fenómeno 
de la doble imposición.  139

159.  Sólo a través de medidas adoptadas uni
lateralmente o mediante acuerdos contrac
tuales celebrados entre los Estados u organi
zaciones internacionales afectados es posible 
evitar la doble consideración de un mismo 
vuelo en dos regímenes diferentes de comer
cio de derechos de emisión. Aun cuando el 
Derecho internacional consuetudinario no 
le impone ninguna obligación al respecto, el 
legislador de la Unión ha expresado explícita
mente su disposición a ello y previsto asimis
mo una concreta cláusula de apertura en la 
Directiva 2008/101.  140

d) Conclusión parcial

160.  En esencia, la inclusión de los segmen
tos de vuelo efectuados fuera del espacio aé
reo de la Unión Europea en el régimen comu
nitario de comercio de derechos de emisión 
no suscita, por tanto, ninguna duda acerca 
de la compatibilidad de la Directiva 2008/101 
con los principios del Derecho internacional 
consuetudinario controvertidos en el presen
te asunto.

139  — � En el estado actual de la normativa en materia de impues
tos directos, ni siquiera en el seno de la Unión Europea 
existe una prohibición general de la doble imposición 
[sentencias del Tribunal de Justicia de 14  de  noviembre 
de 2006, Kerckhaert y Morres (C-513/04, Rec. p. I-10967), 
apartados  20 a  24, y de 12  de  febrero de 2009, Block 
(C-67/08, Rec. p. I-883), apartados 28 a 31].

140  — � Véanse el decimoséptimo considerando de la Directiva 
2008/101 y el artículo 25 bis de la Directiva 2003/87, en su 
versión modificada por la Directiva 2008/101.
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2.  Compatibilidad con determinados acuer
dos internacionales (cuestiones tercera 
y cuarta)

161.  Mediante sus cuestiones tercera y cuar
ta, el órgano jurisdiccional remitente desea 
saber, en esencia, si la Directiva 2008/101 
es compatible con diversas disposiciones 
plasmadas en acuerdos internacionales. Al 
respecto, solicita al Tribunal de Justicia que 
someta la inclusión del tráfico aéreo interna
cional en el régimen comunitario de comercio 
de derechos de emisión llevada a cabo por la 
Directiva 2008/101 a un control de legalidad 
desde cuatro puntos de vista: en primer lugar, 
a la luz de la consideración de segmentos de 
vuelo efectuados fuera del espacio aéreo de la 
Unión Europea (tercera cuestión), en segundo 
lugar, a la luz de la actuación unilateral de la 
Unión Europea al margen de la OACI [cuarta 
cuestión, letra a)], en tercer lugar, a la luz de 
la prohibición de imposición de gravámenes a 
la entrada y salida de los vuelos [cuarta cues
tión, letra b)] y, en cuarto lugar, a la luz de la 
prohibición de impuestos y derechos aduane
ros sobre el combustible utilizado en el tráfico 
aéreo internacional [cuarta cuestión, letra c)].

a) Legalidad de la inclusión de los segmentos 
de vuelo efectuados fuera del espacio aéreo de 
la Unión Europea en el régimen comunitario 
de comercio de derechos de emisión (tercera 
cuestión)

162.  Mediante su tercera cuestión prejudi
cial, el órgano jurisdiccional remitente solici
ta que se determine si diversas disposiciones 
del Convenio de Chicago y del Acuerdo de 

Cielos Abiertos conducen a la invalidez de la 
Directiva 2008/101, en la medida en que esta 
Directiva incluye en el régimen comunitario 
de comercio de derechos de emisión seg
mentos de vuelo efectuados fuera del espacio 
aéreo de los Estados miembros de la Unión 
Europea.

i) Compatibilidad con los artículos 1, 11 y 12 
del Convenio de Chicago [tercera cuestión, 
letra a)]

163.  Como ya se indicó en el marco de la 
primera cuestión prejudicial, el Convenio de 
Chicago no es vinculante para la Unión Eu
ropea. Por consiguiente, este Convenio no 
puede aplicarse como criterio para examinar 
la validez de los actos adoptados por las insti
tuciones de la Unión.  141 No obstante, habida 
cuenta de que todos los Estados miembros 
de la Unión son parte del Convenio de Chi
cago, éste deberá tenerse en cuenta al inter
pretar las disposiciones del Derecho derivado 
de la Unión.  142 En consecuencia, la Directiva 
2008/101 (o, en su caso, la Directiva 2003/87, 
en su versión modificada por la Directiva 
2008/101) ha de interpretarse, en la medida 
de lo posible, de manera acorde con el Con
venio de Chicago.

164.  Sin embargo, de un examen de las dis
posiciones del Convenio de Chicago invoca
das por el órgano jurisdiccional remitente se 
infiere que, de todos modos, no se oponen a 
la Directiva 2008/101.

141  — � Véanse los puntos 51 a 66 de las presentes conclusiones.
142  — � En este sentido, véase la sentencia Intertanko, citada en la 

nota 29 supra, apartado 52, última frase.
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165.  En primer lugar, por lo que respecta al 
artículo 1 del Convenio de Chicago, esta dis
posición únicamente concreta el principio de 
la soberanía de los Estados y, en particular, de 
su soberanía en el espacio aéreo.  143 Tal como 
ya se expuso  144 acerca del Derecho interna
cional consuetudinario, la Directiva 2008/101 
no contiene ninguna regulación con eficacia 
extraterritorial y tampoco vulnera los dere
chos soberanos de terceros Estados. Estas 
reflexiones son directamente extrapolables al 
artículo 1 del Convenio de Chicago.

166.  Sobre el artículo  11 del Convenio de 
Chicago ha de observarse que de su propio 
tenor se infiere que las disposiciones que 
contiene se refieren únicamente a la entrada 
y salida del territorio de los Estados contra
tantes de las aeronaves empleadas en la na
vegación aérea internacional así como a la 
operación y navegación de dichas aeronaves 
mientras se encuentren en el territorio de 
los Estados contratantes. Una visión conjun
ta del contexto en el que se integra este ar
tículo 11 corrobora este extremo, puesto que 
esta disposición forma parte del capítulo  II 
del Convenio de Chicago, dedicado al vuelo 
sobre el territorio de los Estados contratan
tes. El artículo  11 del Convenio de Chicago 
no contiene ningún pronunciamiento acerca 
de si un régimen de comercio de derechos de 
emisión aplicado por un Estado contratante 
puede tomar en consideración los segmentos 
de vuelo efectuados fuera del territorio de di
cho Estado.

167.  La única prescripción material impuesta 
por el artículo 11 del Convenio de Chicago a 

las leyes y reglamentos de los Estados miem
bros en relación con la entrada y salida de su 
territorio o la operación de las aeronaves es 
la prohibición de discriminación de las aero
naves por razón de su nacionalidad. Las leyes 
y reglamentos pertinentes «se aplicarán sin 
distinción de nacionalidad a las aeronaves de 
todos los Estados contratantes». Ninguna de 
las partes ha puesto en duda que el régimen 
comunitario de comercio de derechos de 
emisión responde a dicha exigencia.

143  — � Véase el punto 118 de las presentes conclusiones.
144  — � Véanse mis consideraciones sobre la segunda cuestión pre

judicial (puntos 145 a 160 de las presentes conclusiones).

168.  Del último inciso del artículo  11 del 
Convenio de Chicago tampoco se infiere una 
prohibición de tomar en consideración, en el 
marco del régimen de comercio de derechos 
de emisión de un Estado contratante, los seg
mentos de vuelo efectuados fuera de su te
rritorio. En este último inciso simplemente 
se explica que las aeronaves deberán cumplir 
tales leyes y reglamentos «a la entrada, a la 
salida y mientras se encuentren dentro del te
rritorio de ese Estado». Precisamente esto –el 
cumplimiento de la normativa a la entrada 
y a la salida– es lo único que exige la Unión 
Europea a las líneas aéreas en el marco de su 
régimen de comercio de derechos de emisión. 
El régimen comunitario de comercio de de
rechos de emisión no contiene ninguna pres
cripción que deba ser respetada en relación 
con los segmentos de vuelo que tienen lugar 
fuera del territorio de la Unión Europea.

169.  Finalmente, en lo que concierne al ar
tículo 12 del Convenio de Chicago, esta dis
posición tiene como objeto las reglas del aire. 
Sin embargo, la Directiva 2003/87, en su ver
sión modificada por la Directiva 2008/101, no 
contiene reglas de esta naturaleza aplicables 
al territorio de la Unión Europea ni relativas 
al espacio aéreo de terceros Estados o a la alta 
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mar, mencionada expresamente en la tercera 
frase del artículo 12 del Convenio. En parti
cular, el régimen comunitario de comercio de 
derechos de emisión, como ya se ha expues
to, no impone a las líneas aéreas y a las ae
ronaves con las que operan la observancia de 
una determinada ruta de vuelo, unos límites 
de velocidad ni de un límite de consumo de 
combustible o de emisión de gases.

170.  La remisión hecha por las demandantes 
en el litigio principal al anexo 2 del Convenio 
de Chicago,  145 donde se enumeran determi
nadas reglas en materia de aviación, tampo
co permite sustentar su tesis. Si bien dicho 
anexo contiene en el epígrafe 3.1.4 una dis
posición relativa al «lanzamiento de objetos y 
rociado»  146 desde aeronaves en vuelo, el régi
men comunitario de comercio de derechos de 
emisión no es, en modo alguno, equiparable a 
una reglamentación del lanzamiento o rocia
do de sustancias, máxime si se tiene en cuen
ta que no contiene prescripciones o valores 
límite relativos a la emisión de gases de efecto 
invernadero desde los motores de aeronaves 
concretas en sus vuelos con origen o destino 
en aeródromos situados en la Unión Europea.

171.  Dado que cabe, pues, descartar un con
flicto con los artículos 1,11, y 12 del Conve
nio de Chicago, tampoco es necesario inter
pretar restrictivamente y aplicar la Directiva 
2008/101 a la luz del Convenio de Chicago. 
En particular, el Convenio de Chicago no 

impone el deber de limitar el ámbito de apli
cación del régimen comunitario de comercio 
de derechos de emisión a los tramos de vuelo 
que tienen lugar en el territorio de la Unión 
Europea.

145  — � Publicado por la OACI en «Rules of the Air», 10a  ed., 
julio 2005.

146  — � Inglés: «dropping or spraying».

ii)  Compatibilidad con el artículo  7 del 
Acuerdo de Cielos Abiertos [tercera cuestión, 
letra b)]

172.  A diferencia de las disposiciones del 
Convenio de Chicago que acaban de exa
minarse, el artículo 7 del Acuerdo de Cielos 
Abiertos sí puede aplicarse directamente 
como criterio para examinar la validez de la 
Directiva 2008/101.  147

173.  Sin embargo, no se suscitan dudas sus
tanciales acerca de la compatibilidad del régi
men comunitario de comercio de derechos de 
emisión con esta norma del Derecho interna
cional. En efecto, el artículo 7 del Acuerdo de 
Cielos Abiertos dispone, en esencia, que en 
el territorio de una Parte contratante se apli
carán y deberán cumplirse sus leyes y regla
mentaciones sobre la entrada o salida de su 
territorio y la operación de aeronaves dedica
das a la navegación aérea internacional. El ar
tículo 7 del Acuerdo de Cielos Abiertos reco
ge, por lo que aquí interesa, una disposición 
cuyo contenido coincide en gran medida con 
el del artículo  11 del Convenio de Chicago. 

147  — � Véase especialmente el punto  103 de las presentes 
conclusiones.
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Por consiguiente, las consideraciones hechas 
sobre este último artículo  148 pueden exten-
derse sin más al artículo  7 del Acuerdo de 
Cielos Abiertos.

b)  Legalidad de la actuación unilateral de la 
UE al margen de la OACI [cuarta cuestión, 
letra a)]

174.  El objetivo de la primera parte de la 
cuarta cuestión prejudicial [cuarta cuestión, 
letra  a)] es dilucidar si la Unión Europea 
está facultada para extender unilateralmente 
la aplicación de su régimen de comercio de 
derechos de emisión al tráfico aéreo inter
nacional, sin esperar a la elaboración de una 
solución multilateral en el seno de la OACI. 
A estos efectos, el órgano jurisdiccional re
mitente solicita al Tribunal de Justicia que 
aprecie la validez de la Directiva 2008/101 en 
función de dos criterios: por un lado, desde el 
punto de vista de su compatibilidad con el ar
tículo 2, apartado 2, del Protocolo de Kioto y, 
por otro, desde el punto de vista de un posible 
incumplimiento del artículo  15, apartado  3, 
del Acuerdo de Cielos Abiertos.

i)  Compatibilidad con el artículo  2, aparta
do 2, del Protocolo de Kioto

175.  Las demandantes en el litigio principal 
y las asociaciones que han intervenido en su 

apoyo interpretan el artículo  2, apartado  2, 
del Protocolo de Kioto en el sentido de que 
prohíbe a la Unión Europea perseguir la li
mitación y la reducción de las emisiones de 
gases de efecto invernadero generadas por los 
combustibles del transporte aéreo fuera del 
marco de la OACI.

148  — � Véanse los puntos 166 a 168 de las presentes conclusiones.

176.  Esta opinión no resulta convincente. Tal 
como acertadamente ha resaltado un gran 
número de instituciones y gobiernos que han 
intervenido en el procedimiento, el artículo 2, 
apartado, 2 del Protocolo de Kioto no confiere 
a la OACI la competencia exclusiva en mate
ria de limitación y reducción de las emisiones 
de gases de efecto invernadero generadas por 
los combustibles del transporte aéreo. Esto se 
infiere tanto del tenor literal de esta disposi
ción, como del sistema y la finalidad de ésta.

177.  El tenor literal del artículo  2, aparta
do  2, del Protocolo de Kioto carece de toda 
referencia a algún tipo de exclusividad. La i
nalidad de esta disposición es que los esfuer
zos emprendidos en aras de una limitación y 
reducción de las emisiones de gases de efecto 
invernadero generadas por los combustibles 
del transporte aéreo no sean «exclusivos» o se 
desarrollen «sólo» en el marco de la OACI. Si 
las Partes contratantes del Protocolo de Kio
to hubieran querido conferir a la OACI una 
competencia exclusiva, habría podido espe
rarse que el tenor literal de la disposición lo 
expresase con la debida claridad.

178.  Es preciso señalar asimismo que el Pro
tocolo de Kioto se enmarca en el contexto de 
la Convención Marco de las Naciones Uni
das sobre el Cambio Climático, para cuyo 
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cumplimiento fue acordado,  149 por lo que 
deberá ser interpretado a la luz de la misma. 
Dicha Convención permite no sólo políticas 
y medidas multilaterales en aras de la limita
ción y reducción de las emisiones de gases de 
efecto invernadero, sino también aquellas de 
carácter nacional y regional.

179.  Así, el artículo 4, apartado 1, letra b), de 
la Convención Marco prevé que las Partes de
berán «formular, aplicar, publicar y actualizar 
regularmente programas nacionales y, según 
proceda, regionales, que contengan medidas 
orientadas a mitigar el cambio climático, to
mando en cuenta las emisiones antropógenas 
[…] no controlados por el Protocolo de Mon
treal […]». En idéntico sentido, el artículo 4, 
apartado 2, letra a), de la Convención Marco 
dispone que cada una de las Partes que for
man parte de los países desarrollados adopta
rá «políticas nacionales» y tomará las «medi
das […] de mitigación del cambio climático», 
precisando expresamente en una nota a pie 
de página que ello incluye las políticas y me
didas adoptadas por las organizaciones regio
nales de integración económica.

180.  En contra de la opinión defendida por 
las demandantes en el litigio principal en la 
vista celebrada ante el Tribunal de Justicia, no 
hay indicio alguno de que como consecuen
cia del artículo 2, apartado 2, del Protocolo de 
Kioto sea necesario divergir de los principios 
mencionados en el artículo 4 de la Conven
ción Marco.

149  — � Véanse el título del Protocolo de Kioto y el primer conside
rando de su Preámbulo.

181.  En efecto, constreñir en el marco mul
tilateral de la OACI la adopción de posibles 
medidas encaminadas a limitar o reducir la 
emisión de gases de efecto invernadero ge
neradas por los combustibles del transporte 
aéreo contravendría a los objetivos persegui
dos con carácter general por la Convención 
Marco y en particular por el Protocolo de 
Kioto. Cabe recordar que las Partes contra
tantes de la Convención Marco y del Protoco
lo de Kioto, por un lado, no coinciden con las 
Partes contratantes del Convenio de Chicago 
y los países miembros de la OACI, basada en 
este último, por otro. Si la OACI fuese exclu
sivamente competente, aquellos miembros 
de esta organización que no fuesen Parte del 
Protocolo de Kioto podrían obstaculizar la 
consecución de los objetivos fijados en Kioto. 
En sentido inverso, las Partes del Protocolo 
de Kioto no podrían contribuir activamente a 
la consecución de los objetivos de dicho Pro
tocolo si no fueran miembros, a diferencia de 
la Unión Europea, de la OACI.

182.  En consecuencia, cabe presumir que 
las Partes del Protocolo de Kioto no se com
prometieron en su artículo  2, apartado  2, a 
mantener su propósito de reducir o limitar 
las emisiones de gases de efecto invernade
ro generadas por los combustibles del trans
porte aéreo exclusivamente por conducto de 
la OACI.

183.  Es evidente que en el artículo  2, apar
tado 2, del Protocolo de Kioto, las Partes ex
presan su preferencia por una vía negociada 
multilateralmente en el marco de la OACI 
para reducir o limitar las emisiones de gases 
de efecto invernadero generadas por los com
bustibles del transporte aéreo. Este es un ex
tremo que la Unión Europea no puede obviar 
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al concebir y aplicar su política en materia de 
medio ambiente y cambio climático, aunque 
ella misma no sea miembro de la OACI, sino 
sólo lo sean sus Estados miembros.  150

184.  Ahora bien, ha de señalarse que, en el 
artículo 2, apartado 2, del Protocolo de Kio
to, la preferencia de las Partes contratantes 
por una solución multilateral negociada en el 
marco de la OACI se traduce simplemente en 
una obligación de medios sumamente gené
rica (francés: «obligation de moyen»; inglés: 
«obligation of conduct»). Si no se llega a un 
acuerdo por conducto de la OACI en tiempo 
oportuno, nada debe impedir a las Partes del 
Protocolo de Kioto poder adoptar las medidas 
necesarias para alcanzar los objetivos fijados 
en Kioto.  151 De lo contrario, existiría un serio 
riesgo de no poder lograr dichos objetivos.

185.  La cuestión de si, y en su caso, en qué 
momento, la Unión Europea puede adoptar 
al margen de la OACI medidas unilaterales 
destinadas a reducir o limitar las emisiones 
de gases de efecto invernadero generadas por 
los combustibles del transporte aéreo es, en 
definitiva, una cuestión de oportunidad, cuya 
valoración corresponde a las instancias polí
ticas de la Unión. Si bien esto no significa que 

las instituciones de la Unión puedan actuar 
al respecto libres del control jurisdiccional, 
es preciso recordar que al adoptar decisio
nes que exigen una apreciación de complejas 
relaciones económicas y sociales, las institu
ciones de la Unión disponen, al igual que en 
el ámbito de las acciones exteriores, de un 
amplio margen de discrecionalidad.  152 Preci
samente a la hora de ponderar las ventajas y 
los inconvenientes de una actuación unilate
ral a escala regional a fin de reducir o limitar 
las emisiones de gases de efecto invernadero 
generadas por los combustibles del transpor
te aéreo, así como a la hora de determinar el 
momento de dicha actuación, la institución 
competente debe disponer de un margen de 
discrecionalidad al respecto.

150  — � En este sentido, véase la sentencia Intertanko, citada en la 
nota 29 supra, apartado 52, última frase.

151  — � En este mismo sentido también puede interpretarse el ar
tículo  4, apartado  2, letra  e), inciso  i), de la Convención 
Marco, según el cual cada Parte «coordinará con las demás 
partes […], según proceda» los correspondientes instru
mentos económicos y administrativos.

186.  En el presente asunto consta y es pa
cífico que, durante varios años, los Estados 
miembros de la Unión Europea participaron 
en las negociaciones multilaterales llevadas a 
cabo en el marco de la OACI sobre posibles 
medidas para reducir y limitar las emisiones 
de gases de efecto invernadero generadas por 
los combustibles del transporte aéreo.  153 No 
hubiera sido razonable exigir a las institucio
nes de la Unión que concedieran a la OACI 
un tiempo ilimitado para elaborar una solu
ción multilateral. En efecto, deben tenerse en 

152  — � Sobre el margen de discrecionalidad o de apreciación de 
las instituciones de la Unión a la hora de valorar comple
jas relaciones económicas y sociales, véanse las sentencias 
del Tribunal de Justicia IATA y ELFAA, citada en la nota 
35 supra, apartado 80; de 10 de julio de 2008, Bertelsmann 
y Sony Corporation of America/Impala (C-413/06 P, Rec. 
p.  I-4951), apartados  69 y  144, y de 8  de  junio de 2010, 
Vodafone y otros (C-58/08, Rec. p.  I-4999), apartado 52; 
sobre el margen de discrecionalidad de las instituciones de 
la Unión en el ámbito de las acciones exteriores, véanse las 
sentencias Racke, citada en la nota 29 supra, apartado 52, 
y de 27 de septiembre de 2007, Ikea Wholesale (C-351/04, 
Rec. p. I-7723), apartado 40.

153  — � Véase el noveno considerando de la Directiva 2008/101.
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cuenta las condiciones temporales que el Pro-
tocolo de Kioto impone a la Unión Europea, 
así como a muchas otras Partes contratantes, 
para alcanzar sus objetivos cuantificados de 
limitación y reducción de las emisiones: el 
Protocolo de Kioto fija un período de com-
promiso concreto comprendido entre los 
años 2008 y 2012.

187.  En tales circunstancias, no puede con
siderarse de ningún modo precipitado que 
el legislador de la Unión haya decidido en 
2008 incluir a partir de 2012 las actividades 
de aviación en el régimen comunitario de 
comercio de derechos de emisión, máxime 
habida cuenta de que la Directiva 2008/101 
no supone ninguna traba a una ulterior solu
ción multilateral negociada en el marco de la 
OACI. Al contrario, la Unión Europea y sus 
Estados miembros se han propuesto explíci
tamente «seguir tratando de que se alcance un 
acuerdo sobre medidas globales para reducir 
las emisiones de gases de efecto invernadero 
procedentes del sector de la aviación».  154 Me
diante una cláusula de apertura recogida en la 
Directiva modificada,  155 se posibilita además 
la adopción a corto de plazo de medidas des
tinadas a evitar las dobles reglamentaciones.

188.  En definitiva, cabe concluir que, con la 
adopción de la Directiva 2008/101, el Par
lamento Europeo y el Consejo de la Unión 

Europea no sobrepasaron los límites del mar
gen de discrecionalidad del que disponen en 
cuanto al artículo  2, apartado  2, del Proto
colo de Kioto. Por consiguiente, la Directiva 
2008/101 no supone un incumplimiento del 
artículo 2, apartado 2, del Protocolo de Kioto.

154  — � Decimoséptimo considerando de la Directiva 2008/101.
155  — � Artículo  25  bis de la Directiva 2003/87, en su versión 

modificada por la Directiva 2008/101.

ii) Compatibilidad con el artículo 15, aparta
do 3, del Acuerdo de Cielos Abiertos

189.  En el Acuerdo de Cielos Abiertos se es
tablece que cuando se establezcan medidas 
ambientales se observarán las normas apro
badas por la Organización de Aviación Civil 
Internacional en los anexos al Convenio de 
Chicago,  156 excepto si se han notificado dife
rencias (artículo 15, apartado 3, primera fra
se, del Acuerdo de Cielos Abiertos). Además, 
las medidas ambientales deberán aplicarse de 
conformidad con el artículo 2, y el artículo 3, 
apartado  4, del Acuerdo de Cielos Abiertos 
(artículo  15, apartado  3, segunda frase, del 
Acuerdo de Cielos Abiertos).

—  Ausencia de normas medioambientales 
contrarias aprobadas por la OACI

190.  En primer lugar, en cuanto al ar
tículo  15, apartado  3, primera frase, del 
Acuerdo de Cielos Abiertos, basta señalar 

156  — � Nota que afecta únicamente a la versión alemana de las 
presentes conclusiones.
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que, actualmente –al menos según la infor-
mación presentada al Tribunal de Justicia en 
este procedimiento prejudicial–, no existen 
normas medioambientales aprobadas por 
la OACI para el sector de la aviación que se 
opongan a la inclusión del transporte aéreo 
en un régimen de comercio de derechos de 
emisión como el de la Unión Europea. Esto 
mismo rige en relación con el anexo  16 del 
Convenio de Chicago.

191.  Es cierto que en su 36a Asamblea, cele
brada en septiembre de 2007, la OACI instó 
a los Estados contratantes del Convenio de 
Chicago a no aplicar un sistema comercial de 
emisiones a los operadores de aeronaves de 
otros Estados contratantes excepto sobre la 
base de un acuerdo mutuo entre estos Esta
dos.  157 Ahora bien, esta resolución no supone 
la fijación de una norma jurídica obligatoria 
para el sector de la aviación y menos aún de 
una norma medioambiental en el sentido del 
artículo  15, apartado  3, primera frase, del 
Acuerdo de Cielos Abiertos, sino que se trata 
más bien de una mera declaración política de 
carácter no vinculante hecha por los Estados 
contratantes representados en dicha Asam
blea de la OACI.

192.  Pero incluso atribuyendo efectos jurídi
cos a la citada Resolución de la 36a Asamblea 
de la OACI, la misma carecería de relevancia 
para la Unión Europea, habida cuenta de que 
todos sus Estados miembros, en su condi
ción de Estados contratantes del Convenio 
de Chicago, formularon una reserva a dicha 

Resolución, reservándose expresamente el 
derecho a establecer y a aplicar medidas ba
sadas en el mercado de forma no discrimi
natoria a todos los operadores de aeronaves 
de todos los Estados que prestasen servicios 
con destino u origen en su territorio o dentro 
de éste.  158

157  — � Resolución A36-22 de la 36a Asamblea de la OACI, apén
dice L, apartado 1, letra b), inciso 1, a la que se remite el 
noveno considerando de la Directiva 2008/101.

193.  Además, la Resolución A36-22 de la 
36a  Asamblea de la OACI del año 2007 ha 
sido entretanto relegada por otra resolución 
más reciente de la 37a Asamblea de la OACI 
celebrada en 2010.  159 En esta última Resolu
ción, que, en principio, también contó con la 
aprobación de los miembros europeos de la 
OACI, se reconoce el importante papel de las 
medidas basadas en el mercado, como los re
gímenes de comercio de derechos de emisión, 
y, en su apéndice, se recogen unas directrices 
para la implantación de dichos sistemas por 
parte de los Estados contratantes del Conve
nio de Chicago. Al margen del hecho de que 
la Resolución de la 37a Asamblea de la OACI 
tampoco tiene fuerza vinculante, ninguna de 
las partes del presente procedimiento preju
dicial ha alegado que la Directiva 2008/101 
sea incompatible con ella. Además, esta úl
tima resolución deja entrever una incipiente 
mayor predisposición en el seno de la OACI a 
favor de la inclusión del sector de la aviación 

158  — � Véase el noveno considerando de la Directiva 2008/101.
159  — � Resolución A37-19 de la 37a Asamblea de la OACI, cele

brada en octubre de 2010.
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en los regímenes nacionales y regionales de 
comercio de derechos de emisión.

194.  Por lo tanto, en general, cabe señalar 
que de la remisión a las normas medioam
bientales aprobadas por la OACI hecha en 
el artículo 15, apartado 3, primera frase, del 
Acuerdo de Cielos Abiertos, no se infiere 
ningún elemento que obste la validez de la 
Directiva 2008/101.

—  Inexistencia de vulneración de la pro
hibición de discriminación recogida en el 
Acuerdo de Cielos Abiertos

195.  A continuación, por lo que atañe al 
artículo  15, apartado  3, segunda frase, del 
Acuerdo de Cielos Abiertos, la aplicación de 
las medidas medioambientales se supedita en 
este artículo a la observancia del principio de 
igualdad de oportunidades y equidad en el 
sector de la aviación (artículo  2 del Acuer
do de Cielos Abiertos) y del derecho de las 
líneas aéreas a determinar la frecuencia y la 
capacidad de sus servicios de transporte aé
reo internacional (artículo 3, apartado 4, del 
Acuerdo de Cielos Abiertos). Como ya se 
ha señalado,  160 todas estas exigencias tienen 
en común, en definitiva, la exigencia de que 
las medidas medioambientales se apliquen a 

las líneas aéreas de manera no discriminato
ria  161 y sin menoscabar la igualdad de opor
tunidades de las líneas aéreas en un entorno 
competitivo.

160  — � Véase el punto 106 de las presentes conclusiones.

196.  La prohibición de discriminación reco
gida en el artículo 2 y el artículo 3, apartado 4, 
del Acuerdo de Cielos Abiertos es la expre
sión de un principio general del Derecho que 
está igualmente reconocido en el Derecho de 
la Unión y consagrado por los artículos  20 
y 21 de la Carta de los Derecho Fundamen
tales.  162 No existen indicios suficientes para 
afirmar que en el marco del Acuerdo de Cie
los Abiertos este principio deba interpretarse 
de modo distinto que en el resto del Derecho 
de la Unión. Según reiterada jurisprudencia, 
en el Derecho de la Unión, el principio de no 
discriminación exige que no se traten de ma
nera diferente situaciones que son compara
bles y que situaciones diferentes no sean tra
tadas de manera idéntica, salvo que este trato 
esté justificado objetivamente.  163

197.  La Directiva 2008/101 incluye en el régi
men comunitario de comercio de derechos de 
emisión los vuelos de todas las líneas aéreas 

161  — � Véase al respecto la remisión a las «condiciones unifor
mes» hecha al final del artículo  3, apartado  4, segunda 
frase, del Acuerdo de Cielos Abiertos.

162  — � Sentencia de 14 de septiembre de 2010, Akzo Nobel Che
micals y Akcros Chemicals/Comisión y otros, «Akzo» 
(C-550/07 P, Rec. p. I-8301), apartado 54.

163  — � Sentencias IATA y ELFAA, citada en la nota 35  supra, 
apartado 95; de 16 de diciembre de 2008, Arcelor Atlan
tique y Lorraine y otros, «Arcelor» (C-127/07, Rec. 
p. I-9895), apartado 23; Akzo, citada en la nota 162 supra, 
apartado 55, y de 1 de marzo de 2011, Association Belge 
des Consommateurs Test-Achats y otros, «Test-Achats» 
(C-236/09, Rec. p. I-773), apartado 28.
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con origen o destino en aeródromos euro-
peos, sin distinción por razón de nacionalidad 
de la línea aérea o del lugar de despegue o de 
destino del vuelo. Por tanto, la Directiva sólo 
vulneraría la prohibición de discriminación 
recogida en el artículo 2 y el artículo 3, apar-
tado 4, del Acuerdo de Cielos Abiertos, si los 
supuestos de hecho no fueran equiparables.

198.  A este respecto, ha de señalarse que el 
carácter comparable de las situaciones debe 
apreciarse a la luz del objeto y la finalidad del 
acto de la Unión que establece la distinción 
de que se trata.  164 Como medida para redu
cir el impacto del transporte aéreo interna
cional en el clima, el objetivo de la Directiva 
2008/101 es limitar las emisiones de gases de 
efecto invernadero generadas por este sector 
económico.  165 Esta Directiva se propone apli
car las disposiciones de la Convención Marco 
de las Naciones Unidas sobre el Cambio Cli
mático y del Protocolo de Kioto.  166 La nacio
nalidad de las líneas aéreas es irrelevante con 
respecto a dichos objetivos, así como también 
carecen de importancia para los mismos el 
punto de partida de los vuelos con destino en 
un aeródromo europeo y el lugar de destino 
de los vuelos procedentes de un aeródromo 

europeo. Los supuestos de hecho son equipa
rables. Por lo tanto, en virtud del artículo 2, y 
el artículo 3, apartado 4, del Acuerdo de Cie
los Abiertos, las situaciones en cuestión de
ben tratarse de manera idéntica, como efecti
vamente ha hecho la Directiva 2008/101.

164  — � Sentencias Arcelor, citada en la nota 163  supra, apar
tado  26; Test-Achats, citada en la nota 163  supra, apar
tado  29; de 17  de  marzo de 2011, AJD Tuna (C-221/09, 
Rec. p.  I-1655), apartado  93, y de 12  de  mayo de 2011, 
Luxemburgo/Parlamento y Consejo (C-176/09, Rec. 
p. I-3727), apartado 32.

165  — � Considerandos tercero, cuarto, décimo y undécimo de la 
Directiva 2008/101.

166  — � Considerandos segundo, séptimo y octavo de la Directiva 
2008/101, en relación con el quinto considerando de la 
Directiva 2003/87.

199.  Si el legislador de la Unión hubiera ex
cluido del régimen comunitario de comercio 
de derechos de emisión las líneas aéreas que 
poseen la nacionalidad de terceros Estados, 
habría concedido a dichas líneas aéreas una 
ventaja competitiva injustificada en detri
mento de sus competidores europeos. Tal 
proceder sería incompatible con el princi
pio de igualdad de oportunidades y equidad 
en un entorno competitivo recogido en el 
artículo  2 del Acuerdo de Cielos Abiertos 
y en el que, por lo demás, se fundamenta la 
Directiva 2008/101.  167

200.  Si el legislador de la Unión hubiera ex
cluido del régimen comunitario de comercio 
de derechos de emisión los vuelos proceden
tes o con destino en un aeropuerto situado en 
un tercer Estado, habría existido el riesgo –en 
relación con los vuelos transatlánticos, por 
ejemplo– de que los vuelos de largo recorri
do recibieran un trato más favorable que los 
vuelos de corto recorrido. Este tratamiento 
más favorable tampoco sería justificado a la 
luz del objetivo de la Directiva 2008/101, toda 
vez que el legislador de la Unión persiguió la 
inclusión más amplia posible de las activida
des de aviación en el régimen comunitario de 

167  — � Decimosexto considerando de la Directiva 2008/101.
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comercio de derechos de emisión con el obje-
to de reducir las emisiones de gases de efec-
to invernadero generadas por el transporte 
aéreo.

201.  En suma, no cabe por lo tanto declarar 
la existencia de una vulneración del principio 
de no discriminación establecido en el ar
tículo 2, y el artículo 3, apartado 4, del Acuer
do de Cielos Abiertos.

— Ausencia de prohibición de una actuación 
unilateral al margen de la OACI

202.  Las demandantes en el litigio principal 
también se remiten al artículo 15, apartado 3, 
del Acuerdo de Cielos Abiertos porque este 
artículo hace referencia –de manera media
ta a través de su remisión al artículo 3, apar
tado  4, del Acuerdo de Cielos Abiertos– al 
artículo  15 del Convenio de Chicago. Sobre 
la base de esta cadena de remisiones, las de
mandantes en el litigio principal sostienen, 
como ya hicieron anteriormente en relación 
con el artículo  2, apartado  2, del Protocolo 
de Kioto, que la Unión Europea carecía de 
la potestad necesaria para incluir unilate
ralmente el transporte aéreo en un régimen 
de comercio de derechos de emisión y debía 
haber aguardado la adopción de una solución 
multilateral en el seno de la OACI.

203.  A este respecto cabe señalar que el ar
tículo  15 del Convenio de Chicago, dedica
do a los derechos aeroportuarios y otros si
milares así como, en general, al acceso a los 

aeropuertos, no contiene ninguna regulación 
concreta relativa a la admisibilidad o inadmi
sibilidad de una intervención unilateral des
tinada a implantar un régimen de comercio 
de derechos de emisión para el sector de la 
aviación. Resulta, por tanto, poco plausible 
que, por la vía de una mera referencia al ar
tículo 15 del Convenio de Chicago, las Partes 
del Acuerdo de Cielos Abiertos hayan preten
dido introducir tal regulación «por la puerta 
trasera», máxime habida cuenta de que no 
existía unanimidad entre ellas respecto a este 
punto.  168

204.  El nuevo artículo  15, apartado  7, del 
Acuerdo de Cielos Abiertos, en la versión del 
Protocolo de Modificación de 2010, muestra, 
por el contrario, que las Partes no desean en 
absoluto excluir la aplicación de «medidas 
sobre emisiones de la aviación basadas en el 
mercado», aunque éstas hayan sido adopta
das unilateralmente. En efecto, este nuevo 

168  — � En el apartado 54 del Memorándum de consultas relativas 
al Acuerdo de Cielos Abiertos (DO 2007, L 134, pp. 4 y ss., 
especialmente p.  33) y en el apartado  11 del Memorán
dum de consultas relativas al Protocolo de Modificación 
de 2010 (DO L 223, p. 16), ambas delegaciones reconocen 
que las disposiciones del Acuerdo de Cielos Abiertos «no 
afectan en modo alguno a sus respectivas posiciones jurí
dicas y políticas con respecto a distintos temas de carácter 
medioambiental relacionados con la aviación». Cierta
mente, en el apartado 35 del Memorándum de consultas 
de 2007, las delegaciones, refiriéndose al artículo  15 del 
Acuerdo de Cielos Abiertos, resaltaron la importancia 
de lograr un consenso sobre temas de medioambiente en 
relación con la aviación en el marco de la OACI e instaron 
la observancia de la Resolución A35-5 de la 35a Asamblea 
de la OACI, celebrada en septiembre de 2004. Ahora bien, 
ni de dicho Memorándum de consultas ni de la Resolu
ción A35-5 es posible deducir una prohibición expresa y 
jurídicamente vinculante de medidas unilaterales relati
vas al comercio de derechos de emisión. Al contrario, tal 
como se desprende de su apéndice H, apartado 2, letra c), 
la Resolución A35-5 respaldó el comercio abierto de dere
chos de emisión y no descartó la posibilidad de que los 
Estados incorporasen las emisiones procedentes de la 
aviación internacional a sus regímenes de comercio de 
derechos de emisión (véase el noveno considerando de la 
Directiva 2008/101).
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apartado hace referencia expresa al solapa-
miento de dichas medidas y a las recomenda-
ciones del Comité Mixto con objeto de «evi-
tar duplicaciones de medidas y costes».

205.  Por tanto, el artículo  15 del Convenio 
de Chicago sólo puede jugar un papel en el 
marco del artículo 3, apartado 4, en relación 
con el artículo  15, apartado  3, del Acuerdo 
de Cielos Abiertos, en la medida en que, por 
razones de tipo medioambiental y con carác
ter unilateral, una Parte contratante limita el 
volumen de tráfico, la frecuencia o la perio
dicidad de los servicios de navegación aérea 
o el tipo de las aeronaves operadas, o exige 
la cumplimentación de horarios, de progra
mas de vuelos chárter o de planes operativos 
por parte de las líneas aéreas. Para estos su
puestos, el artículo 3, apartado 4, del Acuerdo 
de Cielos Abiertos impone la observancia de 
«condiciones uniformes», de conformidad 
con el artículo  15 del Convenio de Chica
go, es decir, sólo se hace eco de la prohibi
ción de discriminación, que, como ya se ha 
indicado,  169 la Directiva 2008/101 no vulnera.

206.  Por lo que se refiere, por último, a la 
cuestión de si el régimen comunitario de co
mercio de derechos de emisión debe consi
derarse un derecho aeroportuario o derecho 
similar en el sentido del artículo 15 del Con
venio de Chicago, me remito a las siguientes 
consideraciones sobre la segunda parte de la 
cuarta cuestión [cuarta cuestión prejudicial, 
letra b)].  170

169  — � Véanse los puntos 195 a 201 de las presentes conclusiones.
170  — � Véanse los puntos 207 a 221 de las presentes conclusiones.

c) Inexistencia de infracción de la prohibición 
de imposición de gravámenes a la entrada y 
salida de aeronaves [cuarta cuestión prejudi
cial, letra b)]

207.  La segunda parte de la cuarta cuestión 
prejudicial tiene por objeto que se dilucide 
si la extensión del régimen comunitario de 
comercio de derechos de emisión a la nave
gación aérea internacional infringe la pro
hibición de imposición de gravámenes a la 
entrada o salida de aeronaves del territorio 
de un Estado, recogida en el Derecho interna
cional, en el sentido del artículo 15 del Con
venio de Chicago, «solo o en relación con» los 
artículos 3, apartado 4, y 15, apartado 3, del 
Acuerdo de Cielos Abiertos.

208.  Como ya se ha señalado, el Convenio 
de Chicago no constituye, en sí mismo, un 
criterio para examinar la validez de los actos 
de la Unión.  171 No obstante, el artículo 15 de 
este Convenio resulta aplicable en virtud de 
la remisión hecha en el artículo 3, apartado 4, 
en relación con el artículo 15, apartado 3, del 
Acuerdo de Cielos Abiertos.

209.  En este contexto reviste especial im
portancia la última frase del artículo  15 del 
Convenio de Chicago, según la cual, ningún 
Estado contratante impondrá derechos, im
puestos u otros gravámenes por el mero de
recho de tránsito, entrada o salida de su te
rritorio de cualquier aeronave de un Estado 

171  — � Véanse los puntos 51 a 66 de las presentes conclusiones.
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contratante o de las personas o bienes que se 
encuentren a bordo.

210.  A juicio de las demandantes en el litigio 
principal y de las asociaciones que han inter
venido en su apoyo, el régimen comunitario 
de comercio de derechos de emisión introdu
ce un gravamen de este tipo sobre la entrada y 
salida de las aeronaves, incumpliendo de este 
modo la previsión de la última frase del ar
tículo 15 del Convenio de Chicago.

211.  Debe indicarse al respecto que la última 
frase del artículo 15 del Convenio de Chicago 
no puede contemplarse de manera aislada y 
separada del contexto de dicha disposición. 
Tal como se infiere del párrafo primero del 
artículo 15, el objetivo global de esta disposi
ción es garantizar a todas las aeronaves, inde
pendientemente de su nacionalidad, el acceso 
en «condiciones uniformes» a los aeropuer
tos de los Estados contratantes abiertos para 
fines de uso público. Enlazando con esta pre
visión, el segundo apartado del artículo  15 
establece que los derechos impuestos por el 
uso de aeropuertos e instalaciones y servicios 
para la navegación aérea por las aeronaves de 
cualquier otro Estado contratante no deberán 
ser más elevados que los derechos que paga
rían las aeronaves nacionales. Por último, el 
artículo 15 del Convenio de Chicago consagra 
la prohibición de discriminación por razón de 
la nacionalidad en cuanto al acceso a los ae
ropuertos de los Estados contratantes. A esto 
sigue sin solución de continuidad el tercer 
apartado del artículo 15 que comienza con la 
formulación «todos estos derechos […]».

212.  Entendido el artículo  15 del Conve
nio de Chicago, en general, como una mera 
concretización de la prohibición de discri
minación por razón de la nacionalidad, no 
existen dudas acerca de la compatibilidad de 
esta disposición con el régimen comunitario 
de comercio de derechos de emisión, puesto 
que dicho régimen se aplica del mismo modo 
a todas las aeronaves con independencia de 
su nacionalidad.

213.  Pero aun si la última frase del artículo 15 
del Convenio de Chicago es algo más que una 
mera concretización de la prohibición de 
discriminación y de ella se infiere una pro
hibición más amplia de imposición de deter
minados derechos y gravámenes, esta dispo
sición no se opone al régimen comunitario de 
comercio de derechos de emisión. En efecto, 
en el marco del régimen comunitario de co
mercio de derechos de emisión no se impone 
a las líneas aéreas ningún tipo de derechos o 
gravámenes ni, a fortiori, derechos o gravá
menes basados en el «mero derecho de trán
sito, entrada o salida» del territorio.

214.  Los tributos se recaudan en concepto 
de contraprestación por un servicio público 
recibido.  172 Su importe se fija unilateralmente 

172  — � Este también parece ser el concepto de tributo también 
fuera de la OACI: «a charge is a levy that is designed and 
applied specifically to recover the costs of providing faci
lites and services for civil aviation»; véase la publicación 
del Consejo de la OACI «ICAO’s Policies on Charges for 
Airports and Air Navigation Services», 7a ed., 2004 (Doc. 
no 9082/7), Prólogo, apartado 3; véase también el quinto 
considerando de la Resolución del Consejo de la OACI de 
9 de diciembre de 1996, sobre tasas e impuestos ecológi
cos (ICAO Council Resolution on environmental charges 
and taxes).
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por los poderes públicos y puede determi-
narse previamente. También el resto de los 
gravámenes, en particular, los impuestos, se 
fija unilateralmente por los poderes públicos 
y se rigen por criterios previamente determi-
nados, como, por ejemplo, el tipo impositivo 
y la base imponible.

215.  Un régimen de comercio de derechos 
de emisión como el de la Unión Europea es, 
por el contrario, una medida basada en el 
mercado. Para la adquisición de los derechos 
de emisión no se prevé el pago de ningún 
tributo o gravamen, sino que, en un primer 
momento, tiene lugar la entrega totalmente 
gratuita del 85 % de los derechos y sólo el 15 % 
se subastará posteriormente (artículo 3 quin
quies, apartados 1 y 2, de la Directiva 2003/87, 
en su versión modificada por la Directiva 
2008/101). Tampoco la remuneración de es
tos últimos derechos de emisión consta pre
viamente, sino que se rige exclusivamente por 
la oferta y la demanda. Si una vez asignados 
por las autoridades competentes, los dere
chos de emisión se negocian en el mercado, 
su precio también será determinado por la 
oferta y la demanda y tampoco habrá sido i
jado previamente.

216.  Sería, cuando menos, poco habitual ca
lificar de gravamen o impuesto el precio de 
compra, determinado por el libre juego libre 
juego del mercado en función de la oferta y 
la demanda, satisfecho por un derecho de 
emisión, aunque los Estados miembros pue
dan disfrutar de cierto margen de discrecio
nalidad en relación con el uso de los ingresos 
obtenidos (artículo  3  quinquies, apartado  4, 
de la Directiva 2003/87, en su versión modii
cada por la Directiva 2008/101).

217.  Además, el precio de los derechos de 
emisión no se satisface «por el mero derecho 

de tránsito, entrada o salida», como exigiría 
la aplicación del artículo 15, última frase, del 
Convenio de Chicago. Ciertamente, por cada 
despegue y cada aterrizaje efectuado por una 
aeronave en aeródromos situados en la Unión 
Europea, el operador de la aeronave debe
rá entregar dentro de un plazo determinado 
los correspondientes derechos de emisión 
(artículo  12, apartado  2  bis, de la Directi
va 2003/87, en su versión modificada por la 
Directiva 2008/101). Empero, con ello no se 
«pagan» los despegues y aterrizajes efectua
dos, sino que se atiende a las emisiones de 
gases de efecto invernadero generadas por los 
vuelos correspondientes, independientemen
te de si se trató de vuelos realizados dentro 
o fuera de las fronteras de la Unión Europea.

218.  En los gremios de la OACI también se 
distingue entre tasas ecológicas, por un lado, 
y regímenes de comercio de derechos de emi
sión, por otro.  173 Muchos de los Gobiernos e 
instituciones que han intervenido en el pre
sente procedimiento prejudicial han señalado 
este extremo.

219.  Si la OACI considerase que la prohibi
ción de imposición de derechos y demás gra
vámenes en el sentido del artículo 15 del Con
venio de Chicago incluye los regímenes de 
comercio de derechos de emisión, los gremios 
de esta organización dif ícilmente podrían re
comendar las directrices a seguir en caso de 

173  — � Tal distinción figura, por ejemplo, en la Resolución A36-
22 de la 36a Asamblea de la OACI, celebrada en septiem
bre de 2007, apéndice  L, apartado  1, letra  a), donde se 
hace referencia a los gravámenes e impuestos relativos a 
las emisiones («Emissions-related charges and taxes»), y 
letra b), relativa a los regímenes de comercio de los dere
chos de emisión («Emissions trading»).
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una posible introducción de tales regímenes 
por parte de los Estados contratantes.  174

220.  Las Partes contratantes del Acuerdo de 
Cielos Abiertos parten asimismo de la admi
sibilidad de principio de las medidas basadas 
en el mercado, como se desprende del nuevo 
artículo 15, apartado 7, del Acuerdo de Cielos 
Abiertos en la versión del Protocolo de Mo
dificación de 2010. Esta nueva disposición 
carecería de sentido si las Partes contratantes 
considerasen que estas medidas vulneran el 
artículo 15 del Convenio de Chicago, al que, 
como es sabido, se remite el Acuerdo de Cie
los Abiertos.

221.  Siendo así, no cabe considerar que el ré
gimen comunitario de comercio de derechos 
de emisión vulnera el artículo 15 del Conve
nio de Chicago, en relación con el artículo 3, 
apartado  4, y el artículo  15, apartado  3, del 
Acuerdo de Cielos Abiertos.

d) Inexistencia de infracción de la prohibición 
de impuestos y gravámenes sobre el combus
tible [cuarta cuestión, letra c)]

222.  Por último, mediante la tercera parte de 
la cuarta cuestión prejudicial se solicita que se 

dilucide si el legislador de la Unión ha incum
plido la prohibición de gravar con impuestos 
o derechos de aduana el combustible usado 
en el transporte aéreo internacional, recogi
da en el artículo 24, letra a), del Convenio de 
Chicago, y el artículo 11, apartado 2, letra c), 
del Acuerdo de Cielos Abiertos, al incluir las 
actividades de aviación internacional en el ré
gimen comunitario de comercio de derechos 
de emisión.

174  — � Estas directrices se recogen en el apéndice de la Resolu
ción A37-19 de la 37a Asamblea de la OACI, celebrada en 
octubre de 2010.

223.  Habida cuenta de que el Convenio de 
Chicago, como ya se ha señalado, no puede 
aplicarse como criterio para examinar la vali
dez de los actos de la Unión Europea,  175 esta 
última cuestión del órgano jurisdiccional re
mitente sólo puede responderse en relación 
con el Acuerdo de Cielos Abiertos.  176 Su ar
tículo 11, apartado 2, letra c), debe interpre
tarse, no obstante, a la luz del artículo 24, le
tra a), del Convenio de Chicago, entre cuyos 
Estados contratantes se encuentran tanto los 
Estados Unidos de América como todos los 
Estados miembros de la Unión Europea.  177

224.  Según el artículo 11, apartado 2, letra c), 
en relación con el apartado 1, del Acuerdo de 
Cielos Abiertos, el combustible introducido o 
entregado para ser usado en aeronaves dedi
cadas al transporte aéreo internacional que
dará exento, en condiciones de reciprocidad, 
de determinados gravámenes, y, en particular, 
de derechos de aduana e impuestos especia
les. Por su parte, el artículo  24, letra  a), se
gunda frase, del Convenio de Chicago dispo
ne que el combustible de a bordo que se lleve 
en una aeronave de un Estado contratante 

175  — � Véanse los puntos 51 a 66 de las presentes conclusiones.
176  — � Ahora bien, como ya se ha expuesto (véase el punto 104 

de las presentes conclusiones), los justiciables no pueden 
invocar directamente el artículo  11, apartado  2, letra  c), 
del Acuerdo de Cielos Abiertos.

177  — � En este sentido, véase la sentencia Intertanko, citada en la 
nota 29 supra, apartado 52, última frase.
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quedará exento de derechos de aduana, de-
rechos de inspección u otros derechos o 
impuestos similares, ya sean nacionales o lo-
cales. En esencia, ambas disposiciones prohí-
ben, entre otras cosas, gravar con derechos de 
aduana e impuestos especiales el combustible 
destinado a las aeronaves empleadas para el 
transporte aéreo internacional.

i) Sobre la prohibición de impuestos especia
les sobre el combustible

225.  Las demandantes en el litigio principal 
y las asociaciones que han intervenido en su 
apoyo opinan que con el régimen comunitario 
de comercio de derechos de emisión se intro
duce un impuesto especial sobre el combus
tible prohibido por el artículo 11, apartado 2, 
letra c), del Acuerdo de Cielos Abiertos y el 
artículo 24, letra a), del Convenio de Chicago.

226.  No me convence este punto de vista.

227.  El régimen comunitario de comercio de 
derechos de emisión no puede considerarse 
en absoluto un impuesto por las mismas ra
zones por las que tampoco puede calificarse 
de gravamen.  178

178  — � Véase las consideraciones que he expuesto en relación con 
la cuarta cuestión, letra b) (puntos 213 a 221 de las presen
tes conclusiones).

228.  De entrada, los fines reguladores y el 
contenido normativo del artículo 11, aparta
do 2, letra c), del Acuerdo de Cielos Abiertos y 
del artículo 24, letra a), del Convenio de Chi
cago son distintos de los del régimen comu
nitario de comercio de derechos de emisión.

229.  En lo que respecta, en primer lugar, a los 
fines reguladores, el artículo 11 del Acuerdo 
de Cielos Abiertos y el artículo  24 del Con
venio de Chicago impiden que las aeronaves 
y los suministros de las líneas aéreas de un 
Estado contratante se consideren «importa
dos» por el mero hecho de aterrizar en el te
rritorio de otro Estado contratante, y prevén 
en consecuencia la exención de determinados 
gravámenes a los que, normalmente, las mer
cancías introducidas estarían sujetas. Por el 
contrario, el régimen comunitario de comer
cio de derechos de emisión persigue un obje
tivo completamente distinto, a saber, la pro
tección del medio ambiente y del clima, y no 
tiene nada que ver con la importación y ex
portación de productos. Consecuentemente, 
la exigencia de entregar derechos de emisión 
por vuelos que despegan o aterrizan en aeró
dromos situados en la Unión Europea se basa 
en la emisión de gases de efecto invernadero y 
no en el mero consumo de combustible.

230.  Respecto al contenido normativo cabe 
señalar que artículo 11 del Acuerdo de Cielos 
Abiertos y el artículo 24, letra a), del Conve
nio de Chicago se refieren al combustible que 
se encuentre a bordo de la aeronave en cues
tión o haya sido suministrado a dicha aerona
ve, es decir, a su suministro de combustible. 
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Por el contrario, el régimen comunitario de 
comercio de derechos de emisión se basa 
en la cantidad de combustible efectivamente 
consumido por la aeronave durante un vuelo 
concreto. El suministro de combustible de las 
aeronaves, regulado por el Acuerdo de Cielos 
Abiertos y el Convenio de Chicago, no permi
te, como tal, inferir conclusiones directas so
bre las emisiones de gases de efecto inverna
dero efectivamente generadas por la aeronave 
en cuestión durante un vuelo concreto.  179 Los 
derechos de emisión no tienen que entregarse 
porque la aeronave tenga combustible a bor
do o se abastezca de combustible, sino porque 
la combustión durante el vuelo genera emi
siones de gases de efecto invernadero.

331.  La tesis de que el régimen comunitario 
de comercio de derechos de emisión grava el 
combustible utilizado por las aeronaves con 
un impuesto especial tampoco puede susten
tarse en la sentencia Braathens,  180 esgrimida 
por las demandantes en el litigio principal y 
las asociaciones que han intervenido en su 
apoyo. Es cierto que en aquel asunto, relativo 
a un impuesto sueco de protección del medio 
ambiente sobre el tráfico aéreo interior, el Tri
bunal de Justicia declaró que dicho impues
to debía considerarse un impuesto especial, 
dado que el mencionado impuesto se liqui
daba basándose, al menos parcialmente, en el 
consumo de carburante de las aeronaves. Sin 
embargo, la sentencia Braathens no puede ex
trapolarse al presente asunto por dos razones.

179  — � El consumo real de combustible se calcula restando de 
la cantidad de combustible que contienen los tanques 
de la aeronave una vez finalizado el abastecimiento de 
combustible la cantidad de combustible que contienen 
los tanques de la aeronave una vez finalizado el abasteci
miento del combustible necesario para el vuelo siguiente 
y sumando el abastecimiento de combustible para dicho 
vuelo siguiente (anexo IV, parte B, apartado 3, última frase, 
de la Directiva 2003/87, en su versión modificada por la 
Directiva 2008/101).

180  — � Sentencia del Tribunal de Justicia de 10 de junio de 1999, 
Braathens (C-346/97, Rec. p. I-3419).

232.  En primer lugar, la sentencia Braathens 
se refería a dos Directivas cuyo objeto era 
la creación del mercado único europeo y 
con las que se armonizaron en el seno de la 
Unión Europea los elementos estructurales 
de los impuestos especiales sobre los hidro
carburos.  181 Esta finalidad concerniente a la 
política del mercado único explica la inter
pretación relativamente amplia del concepto 
de impuesto especial hecha por el Tribunal 
de Justicia en la sentencia mencionada. En 
el presente asunto no existe tal necesidad, 
puesto que ni el Acuerdo de Cielos Abiertos 
ni el Convenio de Chicago llevan a cabo una 
armonización de los elementos estructurales 
de las normativas nacionales en materia de 
impuestos especiales semejante a la efectuada 
por las Directivas sobre mercado único de la 
Unión Europea.

233.  En segundo lugar, en el asunto Bra
athens existía una relación directa e indiso
ciable entre el consumo de carburante y las 
sustancias contaminantes emitidas por las 
aeronaves, en las que se basaba el gravamen 
con un impuesto de protección del medio 
ambiente.  182 En el régimen comunitario de 
comercio de derechos de emisión no existe 
tal relación directa e indisociable. En efec
to, del mero consumo de combustible no se 
pueden inferir conclusiones directas sobre los 
gases de efecto invernadero generados por el 
vuelo en cuestión, sino que, dependiendo del 
tipo de combustible utilizado, debe compu
tarse adicionalmente un factor de emisión. 
Dicho factor de emisión puede ser igual a 
cero en caso de combustibles que a juicio del 

181  — � Directiva 92/81/CEE del Consejo, de 19  de  octubre de 
1992, relativa a la armonización de las estructuras del 
impuesto especial sobre los hidrocarburos (DO  L  316, 
p.  12), y la Directiva 92/12/CEE del Consejo, de 
25 de febrero de 1992, relativa al régimen general, tenen
cia, circulación y controles de los productos objeto de 
impuestos especiales (DO L 76, p. 1).

182  — � Sentencia Braathens, citada en la nota 180  supra, 
apartado 23.
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legislador de la Unión tienen un menor im-
pacto negativo para el medio ambiente, como 
ocurre con la biomasa.  183

234.  Así pues, en resumen, cabe señalar que 
el régimen comunitario de comercio de de
rechos de emisión no puede considerarse un 
impuesto especial prohibido en el sentido del 
artículo 11, apartado 2, letra c), del Acuerdo 
de Cielos Abiertos o del artículo 24, letra a), 
del Convenio de Chicago.

ii) Sobre la prohibición de imposición de de
rechos aduaneros sobre el combustible

235.  Sólo en aras de la exhaustividad debo 
añadir que el régimen comunitario de comer
cio de derechos de emisión tampoco impone 
derechos aduaneros sobre el combustible. 
Los derechos aduaneros son exacciones a las 
que queda sujeta una mercancía con motivo 
del paso de una frontera, es decir, con mo
tivo de su importación o exportación. Por el 
contrario, la obligación de entregarlos dere
chos de emisión no se debe a la circulación 
del combustible a través de las fronteras, sino 
a la emisión de gases de efecto invernadero 
durante un vuelo concreto. Los derechos de 
emisión deben entregarse incluso con motivo 
de vuelos realizados dentro del territorio de la 
Unión Europea y que por tanto no sobrevola
ron ninguna frontera aduanera.

183  — � Anexo  IV, parte  B, apartado  5, última frase, de la 
Directiva 2003/87, en su versión modificada por la 
Directiva 2008/101.

iii) Conclusión parcial

236.  La Directiva 2008/101 no incumple las 
disposiciones del artículo 11, apartado 2, le
tra c), del Acuerdo de Cielos Abiertos, inter
pretado a la luz del artículo  24, letra  a), del 
Convenio de Chicago.

C. Resumen

237.  En conclusión, cabe señalar que la Di
rectiva 2008/101 (o, en su caso, la Directiva 
2003/87, en su versión modificada por la Di
rectiva 2008/101) es compatible con todas 
las disposiciones y principios del Derecho 
internacional mencionadas en la resolución 
de remisión.

238.  Por consiguiente, las cuestiones anali
zadas en el presente procedimiento no arro
jan motivo alguno para interpretar o aplicar 
restrictivamente esta Directiva a la luz de las 
disposiciones y principios mencionados.

239.  En definitiva, procede responder al ór
gano jurisdiccional remitente que del examen 
de las cuestiones planteadas no se infiere nin
gún elemento que se oponga a la validez de la 
Directiva 2003/87, en su versión modificada 
por la Directiva 2008/101.
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VI. Conclusión

240.  En virtud de todo lo expuesto, propongo al Tribunal de Justicia que responda a 
las cuestiones prejudiciales de la High Court of Justice del modo siguiente:

«1)	 De las disposiciones y principios del Derecho internacional mencionados en la 
primera cuestión prejudicial, sólo el artículo 7 y el artículo 15, apartado 3, se
gunda frase, del Acuerdo de transporte aéreo entre la Comunidad Europea y sus 
Estados miembros, por una parte, y los Estados Unidos de América, por otra, 
firmado en abril de 2007, pueden aplicarse en el marco de un litigio suscitado por 
personas f ísicas o jurídicas como criterios para examinar la validez de los actos 
adoptados por las instituciones de la Unión Europea.

2)	 Del examen de las cuestiones planteadas no se infiere ningún elemento que se 
oponga a la validez de la Directiva 2003/87, en su versión modificada por la 
Directiva 2008/101.»
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